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Capítulo II 
La encrucijada del derecho internacional 

penal a la luz de su "proceso histórico: 
¿de dónde viene y hacia dónde se dirige? I 

11: 

, 
n.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: 

LA ACTUAL ENCRUCIJADA DEL DERECHO , 
INTERNACIONAL PENAL , 

! 

A pesar de que para autor~s como Badinter (200Qj 15,5-164) Y 
Leibman (1994: 705 et seq.) el DIP ha evolucionado de manera lineal 
a lo largo de! siglo XX, e! DIP no parece haber ten[,do ni un desarro)lo, 
ni una aplicación, progresiva constante. Por el contrario,}se ha elabo­
rado y aplicado "a saltos" en momentos históricos muy concretos, en 
particular en los cinco ~ños d,,\ rostconflicto 'que siguieron a I~ Segun­
da Guerra lv):undial (1945-1950), en la "década dorada" de la justicia 
intervacional penal al término de la ,Guerr~ Fría (1992-2002) y en los 
años siguientes (2002-2010) en los que se recogerían sus frutos. 

" . ) 

Este último periodo ha servido, a su vez, para mostrar las impor­
tantes limitaciones de los mecanismos de respuesta, o aplicación, 
directos e indirectos del DIP (tribunales internacionales penales, tri­
bunales híbridos y jurisdicciones nacionales actuando, en particular, 
conforme a los principios de territorialidad y jurisdicción universal) . 
A esta situación se ha unido el paulatino debilitamiento de los mismos 
en la segunda década del siglo XXI. De esta manera, si como veíamos 
en e! capítulo 1, e! Derecho penal transnacional no es capaz de ofrecer 
una respuesta eficai ante los delitos transnacionales cometidos por 
estructuras empresariales clanélestinas que operan en una sQciedad 
globalizada, lo mismo cabe decir de! Derecho internacional penal en 
relación con aquellos crímenes que, como el genocidio, los crímenes 
de lesa humanidad y los crímenes de guerra, afectan a los fundamen­
tos mismos sobre los que se construye la sociedad internacional, con 



78 
Héctor 0la5010 Alonso 

la dife~encia de que estos últimos son frecuentemente cometidos a 
Instancia de las propias estructuras del Estado. . 

Como consecuencia de lo anterior, se puede afirmar que el DIP se 
encu~ntra en una auténtica encrucijada. Pa(a comprenderla en todas 
s:~s dimensIOnes" el presente capítulo analiza, en primer lugar, la cues­
tIon sob~e los ongenes del DIP, para lo que realiza un estudio históri­
co que, Sl~ pretender ser exhaustivo, aborda los principales elementos 
que per~lten entender como la sociedad internacional y el Derecho 
Intern.aclOnal fueron evolucionando hasta dar lugar a la aparición de 
los pn,meros precedentes y manifestaciones del DIP. Respondida a la 
cuestIon sobre sus orígenes, estudiamos a continuación el desarro­
ll~ sustantivo, institucional y proced l que el DIP experimentó en 1 
ve t - .. 1 os 

In e anos que siguieron a final de la Guerra Fría. Finalmente abor-
da¡;,os el pr?gresivo debilitamiento que sus mecanismos de apli~ación 
estan expe Imentando en la segunda décaoa del siglo XXI y ex'plora­
mas algu~as de lás propueStas que pretenden ofrecer una ofientación 
s~bre hacia donde debe dirigirse el DIP piara salir de la actual encru­
cIJada en la que se encuentra. 

En ú,lti)TIa insta.ncia, el objetivo de es e capítulo no es dar una res­
puest~, U~ICr a la SIt~acjón plantéada, sino ofrecer al lector una visión 
pano:a~11lca que)e ,provea de suficientes herramientas para analizar 
los dISt~ntos factores involucrados. Es también por esta razón que la 
extenslOn del mIsmo es superior a la de los demás capítulos. 

• 1 

n.2. LA POSICIÓN DEL SER HUMANO 
EN EL NACIEN'FE SIST'EMA EUROPEO DE DERECHO 

INTERNACIONAL; LOS TRABAJOS DE VITORIA, 
SUAREZ y WOLFF I 

Desde el nacimiento del Derecho internacional como conjunto 
de normas que regulan las relaciones entre comunidades política­
~ente ?rganIza,d~s,.el tratamiento del ser humano, con sus distintas 
dImenSIOnes (clvIco-política, económico-social, cultural-espiritual), 
tanto. en tIem~os de paz como de ,conflicto armado, ha sido parte 
del mIsmo. ASI se refleja, entre otros, en los códigos neo-sumerio de 
Ur-Nammu (2100 a.e.c.) y babilónico de Hammurabi (1750 a.c.c.), 
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el derecho natural que los romanos identificaron GOma derecho de 
gentes (il/S gentium), las doctrinas medievales árabe-musulmanas 
del AI-Siyar y el Dihmmi (650 en adelante) y en ,la Charter du Man­
den (pronunicada por Soundiata Keita al ser. coronado emperador 
de Mali en 1222). 

Es en esta línea en la que ha de enmarcarse el debate sobre la 
posición! del ser humano en el sistema europeo de Dereeho interna­
cional, que comenzó a gestarse en Europa a partir del siglo XVI, ad­
quirió dimensiones propias a partir de los tratados firmados en 1648 
en Múnster y Osnabrlick como consecuencia de la paz de Westphalia 
que puso fin a la' guerra de los treinta años", se desarrolló durante 
los siguientes doscientos años, y terminó imponiéndose a nivel global 
durante la segunda mitad del siglo XIX para servir así de base en la 
construcción del actual sistema de Derecho internacional en el siglo 
XX; (Neff, 2014: 11). , 1 ~ 

El siglo XVI fue testigo de los debates sobre la cuestión de si existía 
un Derecho que fuera igualmente aplicable a la's naciones de Europa 
y a los pueblos amerindios que vivían desde tiempos ancestrales en 
las tierras a las que acababan de llegar 10s europeos. Esta no era una 
pregunta nueva en la civilización ocoidental, porque los griegos, los 
romanos y la propi'a cristiandad medieval se la habían hecho en di­
versas ocasiones en relación con otros pueblos de su entorno (Allott, 
2002: 411). 

Francisco de Vitoria (1492-1556) abordó la cuestión ' afirmando 
que, todos los miembros de la especie humana conforman una socie­
dad que se enc':lentra gobernada por una misma Ley universal 'que los 
vincula, y cuyo fundamento se haya en la razón natural, característica , 
distintiva de todos los seres humanos. Según Vitoria, esta Ley univer­
sal se encúentra por encima oe cualquier poder civil que se impon-, 
ga 'sobre un' grupo humano en particular (Vitoria, 1529). Es en esta 
época en la que se realizaron las críticas más importantes al recién 
establecido régimen de las enconmiendas en Hispano-América, que 

1 

29 Tratado de Münster de 24 de octubre de 1648 entre el Emperador de los Estados 
del Sacro Imperio Romanoly el Rey de Francia y Tratado de Osnabruck de la 
misma fecha entre el Emperador y los Estados del Sacro Imperio Romano y la 
Reina de Suecia. ! I I 
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trataban de responder a la pregunta presentada por sus principales 
~,xponente~, Fray Antón de Montesino y Fray Bartolomé de las Casas: 
¿Con que ,derecho, C01!. qué ¡usticia tenéis e1!. ta1!. cruel y horrible 

serVIdumbre aquestos illdios?" (1511)30. 

Profundizando en esta línea de pensamiento, Francisco Suárez 
(1548-1617) afirmó que la especie humana, con independencia de los 
pueblos o na~iones en los qu~ pueda dividirse, está constituida por 
un~ .~Ierta ~U1dad, que además de ser natural, es también moral y 
pohtlca, y gIra en torno al precepto del amor y la misericordia mu­
tuos. De ahí que todo Estado (ya se organice internamente como una 
República o un Reino), además de constituir una comunidad en sí 
mismo, debe s~r considerado en relación con la especie:humana como 
mIembro de una sociedad universal '(Suárez, 1621) . 

, Casi un siglo después, C.hristian van Wolff (1679-1754) subraya­
na nuevamente la eXIstenCIa de una sociedad universal entre todos 
los ~i:mbros de la especie humana, cuya negación a causa de la 
creaClOn de las SOCIedades particulares de los Estados sería contraría 
al Derecho natural, puesto que llevaría al absurdo de eliminar la 
obligación universal que todos tenemos frente a todos los demás. 
Para Wolff, del mismo modo que,cada órgano del cuerpo humano, 
a pesar de tener una mayor interconexión con algunos órganos que 
con otr,?s, no deja de ser una parte de un todo cada miembro de 
la especie humana, ~ pesar de que se agrupe ;on otros para for­
mar SOCIedades particulares, continúa perteneciepdo a la sociedad 
u.nivers.al formada por todos los seres llU~anos. En consecuencia, 
SI cqnsld~ramos como cieqo que todos los seres humanos que han 
creado un Estado actúan como si tu~ieran "una sol~ mente y un solo 
cuerpo", entonces una vez qt¡e l~ especie humana se haya agrupado 
en dIferentes Estados, la sociedad universal que antes existía entre 
los seres humanos, se transformaría en una sociedad universal entre 
todos los Estfldos (Wo.lff, 1749). 

JO Sern~ón dado po~ Fray Antón de Montesino en la Isla de La Española el cuarto 
dOffilOg0 de adViento (~1 de diciembre de 1511). Disponible en Gutiérrez, F. 
(2011l . Te:"do del SermOIl de Al/ton Montesino segtín Barto/amé de fas Casas y 
~omelltarto de Gtls~atJo Gltti~rre'l. Disp~nible en: htcp:/I.www.dominicos.org/ 
kicuploadlfile/especlal-montesmo/MonteslOo-gustavo-gutierrez.pdf. 
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n.3. LA LÓGICA DEL PODER SOBERANO 
DEL ESTADO EN EL SISTEMA EUROPEO 

DE DERECHO INTERNACIONAL 

A pesar de las múltiples manifestaciones del humanismo en la doc­
trina internacionalista de los siglos XVI, XVII y primera parte del 
siglo XVIII, éstas terminarían siendo desplazadas en la construcción 
de un naciente sIstema europeo de Derecho internacional, que evolu­
cionaría en los ciento cincuenta años siguientes en torno al denonli­
nado Estado Moderno soberano - con un sistema normativo cada vez 
más complejo y codificado, y qile se constituiría históricamente como 
el pre-sistema de los actuales Estados Contemporáneos -(Anderson, 
1974)-, y al entendimiento de la sociedad de naci~nes como una es­
tructura meramente relacional, en la que una pluralIdad de Estados se 
limitaban a coexistir entre sí (Diez de Velasco, 2009: 66-74; 96-97). 

El elemento central de su construcdón era un nuevo concepto de 
organización político-jurídica, denominado "Estado", caracterizado 
por el poder (soberanía) de imponer sus mandatos de forma coe~­
citiva a los sujetos (población) que habitan dentro de un determI­
nado espacio físico (territorio), y de desarrollar independie~temente 
relaciones con otras entidades jurídico-políticas que respondlan a sus 
mismas características (competencia exterior) \Neff, 2014: 11)31. 

Se trataba, por tanto, de un sistema cuyo principal foco de aten­
ción era la distinción entre aquellas sociedades políticas "aptas" para 
formar parte del mismo porque su organización política seguía el mo­
delo de Estado soberano, y aquellas otras sociedades que carecían de 
dicha aptitud debido a las "insuficiencias" en su organización política 

. I n ' 1 ' 
(Brotóns et al., 2007: 94-95). A las pnmeras se as reconocla como 
miembros de la sociedad de naciones. A las segundas se les negaba 

31 En su definición de Estado, Laski pone el acento en el poder d~ coerción que 
integra una determ¡'nada sociedad: "Por Estado, me refiero ~ una soci~d.ad de 
es a clase que se integra a través de la posesión de una autondad coe[cltlv~ le­
galmente suprema sobre cualquier individuo o grupo que forma, parte d: dicha 
sociedad. Una sociedad de este tipo es un Estado cuando el estilo de vlda,que 
deben conforman estoS individuos y asociaciones se define por una autOridad ' d d . d b , ,1 
coercitiva vinculante sobre todos ellos. Este po er es enornma o so erama 

(Laski 1935). 
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la condición de sujetos de, Derecho, pasando, junto con su territorio 
y población, a ser consideradas como "entes/cosas" que podían ser 
objeto de apropiación ("res nul/ius") por las primeras (Lesaffer 2011: 
404-440), ' 

La articulación política de los Estados miembros de la sociedad 
de naciones era práctica meri te inexistente, puesto que de lo que se 
trataba era de la mera coexistencia de una pluralidad de sujetos 
soberanos (Vatte!, 1758), En consecuencia, el DeredlO internacional 
se limitaba, a reg~lar ,aquellas materias que, como la guerra y la paz, 
la sobe:a~la terrItonal y per,sonal, la protección diplomática y ei 
comercIo InternacIOnal, eran necesarias para facilitar dicha coexis­
tencia (Shaw, 2014: 1~-2}), 

De esta manera, salvo ciertas manifestaciones marginales -como 
el itls el11igrandi, consistente en e\ derecho de los habitantes del terri­
torio cedido al Estado vencedqr al término de un conflicto armado, 
de, trasladarse a otra parte de! territorio del Estado derrotado para 
aSI poder seguir practicando su religión (surgido a raíz de las divi­
sio~es entre las distintas iglesias cristianas que aparecieron desde 
el siglo XVI en Europa continental)-, el tratamiento de la persona 
humana y de los diversos tipos de sociedades no-estatales formados 
en torno a la misma quedaron completamente al margen del Dere­
cho internacional (Nussbaum, 1962: 186-196) (Shaw 2014: 27-30) 
(Verzijil, 1968: 435-447), ' 

Los textos de Emerich de Vatte! (1714-1767) constituyen un fiel 
reflejo de la construcción teórlca s<¡l bre la que se estableció el sistema 
europeo de Derecho internacionkt Para este autor, los seres huma­
nos habían renunciado voluntariamente a sus derechos y sometido su 
voluntad, en lo que se refiere al bien común, al conjunto de la colec­
tividad social encarnada en el Estado (Vattel 1758). De esta manera 
ya no disponían de libertad para actuar, correspondiendo al Estad; 
y, a su~ dirigentes ~I cumplimiento de los deberes adqúiridos frente 
a terceros Estados. Así mismo, para Vattel res~ltaba inconcebible la 
idea de una sociedad de naciones en la que, por un lado, los Estados 
soberanos renunciaran a algunos de stls derechos en favor de la colec­
t\v,i.dad general (la sociedad universal de naciones), y, por otro lado, 
se creara una autoridad universal capaz de emitir mandatos frente a 
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los propios Estados, establecer el Derecho e imponer su cumplimiento 
a quienes lo desobedecieran (Vattel,)758) (Allott, 2002: 414-416), 

De esta manera, se negaba aq~e! Derecho de las naciones, que 
en los trabajos de Hugo Gtotious (1583-1645), había sido' definido 
como (i) e! conjunto de normas adoptadas de común acuerdo por el 
conjunto de Estados soberanos que conforman la sociedad de nacio­
nes; (ii) con el frn de satisfac'er los intereses comunes de todos ellos;, y 
(iii) con fuerza vinculante para cada Estado 'a pesar de ser soberano e 
independiente (Gr6tious, 1625)32, , 

Aplo~ados en su superioridad militar y tecnológica, y con la justi­
ficaciÓn jurídica 'que les 'ofrecía el nuévo sistema europeo de Derec'ho 
intern'acional, se llevó' a cabo, tras la conquista de amplias p~rtes del 
continente americano por España ~n el siglo XVI, el rep'arto en los si­
glos XVII y XVIII entre Bél~ica, España, Francia, Holanda, Portugal y 
Reino Unido de los territorios y poblaciones de aquellas comunidades 

1, l' ·· !fd I\d d E d" que no cump lan con os requISitos e estata la, sto suce 10 con. 
particular virulenCia en el continente americano, donde la superiori­
dad tecnológico-militar dejas potencias europeas llevó a eliminar casi 
por ~om'ple'to los vestigios de la civilización amerindia, incluyendo su 
concepto' de persona' humana, su integración en comunidades políti­
camente drgarliz~das y la forma de regular las relaciones entre dichas 
comunidades (Sánchez Albornoz 1990). Ot:as' regiones del mundo, 
como el Imperio Otomano, la China imperial o el Japón del Shoguna­
to Tokugl 'wa no correrían la mislna suerte hasta bién entrado el siglo 
XIX (Neff, 2014: 7-8,12-13,) (Gerry, 2004: 30-37,75-76). 

ITA. La independencia de EEUU, H~ití y las Repúblicas Hispa­
no-americanas, la Revolución Francesa y la contra-reforma del Con­
greso de Viena 

El 4 de julio de 1776, las comunidades de emigrantes europeos que 
el Reino Unido había trasladado a sus colonias en Norteamérica, a tra-, 

----,,--- " 
3 ~ Para Grotious, el Derecho de las naciones era distinguible del Derecho natural 

(que es producto de las características propias de la naturaleza humana como su 
racionalidad y sociabilidad) y del orden moral que viene directamente de Dios. 
De esta manera, de igual forma que las leyes de cada Estado soberano se crean 
par~ la satisfacción de sus intereses, es posible establecer por con~entimiento 
mutuo leyes qué se dirijan a satisfacer los intereses de todas las naClQnes (Gro· 
tious 1625). 
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vés de sus representantes en el Segundo (;;ongreso Continental reunido 
en Filadelfia (Pennsylvania), aprobaron la declaración de independen­
cia de los ,Estados Unidos ,de América33. Apenas un mes ~ntes, el 1·2 de 
junio de 1776,)a Conv~nción de Delegados de Virginia había aproba<;lo 
la Declaración de Derechos del Buen Pueblo de Virginia'" que serviría 
de E.,mdalljento teórico a la primera. Este ~onsistía en colocar al ser hu­
mano en el centro de !a construcción polí\ica de la nueva comunidad, 
cuya finalidad principal era la salvaguarda,de los derechos y libertades 
fundamentales inmanentes a la dignidad huma"a (Janis, 2010; 25-27, 
93-115) (Shaw,2014: 19). Sin embargo, este reconocimiento de la dig­
nidad humana sé limitó a los hon,;bres emigrantes europeos, y a su~ des­
cendientes, sin que se extendÍera al resto de miembros de la sociedad, en 
particular a las mujeres, a los 'h, iembros de las '~oblaciones amerindias 
ya los esclavos afro-americanos (Janis: 2010: 25-27,93-115). 

1 

De la misma manera,' la Revolución I;'rancfsa (iniciada simbóli­
camente con la toma de la Bastilla el 14 de julio de 178?!) pretendió 
colocar también al "lV¡lmbre" en el centro de la construcción política 
conocida como ES,tado (Shaw,2014:18-21), si bien excluyó de la mis­
ma a la mujer - la Declaración de los Derecho~ de la Mujer y de la 
Ciudadana de 17?!135, que, parafraseaba la Declaración de Derechos 
del Hpmbre y del Ciudadano de 1789,'6, fue rechazada y su redactora, 
Olympe de Gouges, guillotinada por su "osadía", Además, limitó la 
aplicació\, de este nuevo modelo político a la metrópoli, dejando por 
tanto fuera del mismo a las colonias de ultramar y a aquellas comu­
nidades cuya organización política no cumplía con los requisitos de 
estatalidad (Nussbaum, 1962: 118-121). 

33 

35 

JO 

El texto de la Declaración de Independe.ncia de los Estapos Unitlos de América, 
de 4 de julio de 1776, se puede encontrar en: https://www.archives.gov/espanoV 
la-declaracion-de-independencia.htrnI. 
La Declaración de Derechos aprobada por la Convención de Delegados de Virgi­
nia el 12 de junio de 1776 sirvió de antesala a la Declaración de Independencia 
que se realizaría el4 de juli~ de ese mismo año, Su texto se puede encontrar en: 
h ttps:/1 a rchi vos, j uc idicas, unam. mxlwww/bj v Ili bros/6/2 69 8/21. pd f. 
El texto de la Declaración de los Derechos de la Mujer y la Ciudadana se puede 
consultar en; http://www.frnyv.es/ciJeslMujerI13.pdf. 
El texto de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano se puede 
consultar en: hnp://www.conseil·constitutionnel.fr/conseil-constitlltionl1eUrootl 
bank_mmlespagnoUes_ddhc.pdf. 
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Tras la características únicas que presenta el proceso de indepen­
dencia de Háití entre 1792 y 180437, las nuevas Repúblicas de Hispa­
no-América, independizadas de España entre 1810 y 1825, pusieron, 
siguiendo el modelo de EEUU y Francia, al ser humano en el centro 
de sus nuevas construcciones políticas, si bieÍl excluyeron t~mbién 
de su aplicación a la inmensa mayoría de su población, constituida 
por mujeres, campesinos y artesanos sin el requerido nivel de alfabe­
tización e ingresos, miembros de los pueblos amerindios, y escl~vos 
afro-americanos y' sus descendientes (Miller, 2011: 847), 

Como reacción a estos desarrollos, se estableció en el Congreso 
de Viena de 1815 un sistema de seguridad colectiva (Concierto de 
Europa) dirigido a proteger en la Europa Continental el sistema in­
ter-estatál y la .Monarquía Absoluta como forma de gobierno (Nuss­
baum, 1962: 186-190). Con ello, derrotado Napoleón, se frenaron 
las tendencias dirigidas a situar a la dignidad humana en el centro 
de la construcción política del Estkdo (Nussbaum, 1962, p. 188). La 
interv.1nción en 1823 de los "cien mil hijos de San Luis" enviados 
por Francia para poner fin por la fuerza armada al trienio liberal 
en España (1820-1823), es un buen ejemplo de los fine~ y forma de 
funcionamiento del nuevo sistema de seguridai:l colectiva creado en 
1815 (Sánchez Mantero, 1981: 51-52) (Aróstegui, Cánal & González 
Calleja, 2003) (Fontana Lázaro, 2015) . 

'1 , 
, II.5. LA EXPANSIÓN GLOBAL DE IMPERIO 

BRITÁNICO Y DEL SISTEMA EUROPEO DE DERECHO 
INTERNACIONAL EN EL SIGLO XIX: LOS PRIMEROS 

PRECEDENTES DEL DERECHO INTERNACIONAL 
HUMANITARIO 

Desde la derrota de Napoleón en 1815, el siglo XIX observó la 
expansión global i:lel Imperio Británico, que no sólo ocupó una cuarta 
parte del territorio mundial, sino que desarrolló a raíz de la revolución 

37 Vid la presentación del texto dé la Declaración de Independencia de Haití que rea­
liza Armando Martínez Garnica (2011) y que se encuentra disponible, junto con 
el texto de la misma en: httpd/www.redalyc.org/articlllo.oa?id=93722645011. 
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industrial un poder político, económico y militar en la esfera interna­
cional sin precedentes, que impediría el éxito de cualquier inici'ativa 
de envergadura de Jos demás miembros de la soci,edad de naciones 
sin su aquiescencia (Shaw, 2014: 20), De ahí que autores como Allot 
(2002: 417) afirmen que el "invencible sentido común anglo-america­
no" se convirtió en el auténtico representante de la sociedad de nacio­
nes -que pasó a denominarse sociedad internaCional- y de su si,stema 
de Derecho internacionaps, ' 

En este contexto, la segunda mitad del siglo XIX vio como 
aquellas Potencias que hasta entonces habían conseguido man­
tenerse al margen del sistema europeo de Derecho internacional 
(Imperio Otomano, China y Japón) terminaban por ser sometidas 
al mismo ,(Nussbaum, 196,2: 190-196), Inmersos en esta lógica, 
el Congreso de Berlín de 1885 serviría para que las Potencias eu­
ropeas (con inclusión de las recientemente unificadas Alemania e 
Italia), extendieran la hegeliana "mesa de los sacrificios de la histo­
ria" repartiéndose'los territorios y las poblaciones del interio.'del 
continente africano, siguiendo ~ I modelo de res nullius que había 
permitido en los siglos anteriores el reparto de América, Asia y . , , 
Oceanía (Nussbaum, 1962: 193), , ~ 

Sería, sin embargo, a finales de siglo XIX y comienzos del siglo XX 
cuando comenzaría a vislumbrase un incipiente proceso de reconoci­
miento del ser humario y de su dignidad en el Derecho internacional 
con la aprobación de los primeros instrumentos de DIH dirigidos a 
mejorar la suerte de los heridos en combate (Convenio de Ginebra, 
1864), prohibir la utilización de determina~os proyectiles (Declara­
ción de San Petersburgo, 1868), regular la guerra terrestre (Convenios 

JB Ejemplo de esta sentido prádico anglo-americano es la definición de Derecho 
internacional ofrecida en 1880 por \'q,E. Hall. Según este autor, "{cJomo el Dere­
cho de las naciones está basado en el consentimiento común de los Estadós como 
comunidades soberanas, los Estados miembros'de la familia de las naciones son 
iguaíes en Icuanto ~ uJetos de Derecho internacional. Por su propia naturaleza, los 
Estados no son iguales eh lo que se refiere a su poder, extensión" constitución, y 
otros atributos. Pero como miembros de la sociedad de naciones todos ellos son 
iguales, cualquiera que puedan ser las diferencias que existan entre ellos. Esto es 
consecuencia de su soberanía y del hecho dejque el Derecho de las naciones es 
un Derecho entre Estados, y no impuesto desde arriba a los mismos (traducción 
del autor) (Hall 1880, 1). 
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de la Haya, 1899; 1907) y adaptar la guerra marítima a los nacientes 
principios humanitariqs (I1I Convenio de La Haya, 1899) 3'. 

Así mismo, el 3 de enero de 1,872, Gustave Moynier presentó en 
Ginebr~ su proyecto de creación 'de una jurisdicciórl internacional pe­
nal coh jurisdicción sobre las violaciones del Convenio de Ginebra 
de 1864 y d~ Sus artículos aJdicionales'O. Se acordaron además me­
canismos para la resolljción pacífica dé laJ controversias internacio­
nales, incluyendo la creación de unIt Corte Permanente Internacional 
de Arbitraje, con el fin de e~itar acudir a la guerra (Convenios de L~ 
Haya, 1899; 1907). La cÍáusula Mar'tens, recogidh po/ primera vez en 
el Preáu{bulo del JI Convenio oe La Haya de 1899 relativ,? a I~·~ leyes 
y costumbres de la guerra terrestre, constituyó sin duda la ~rincipal 
manifestación oe este incipiente proceso'¡'- I 

l' ~ t 

------
39 

41 

Las Conferencias de Paz de t'a Haya, inspirada en los trabajos de la <I:onferencici 
de Paz de Bruselas de 1874 y convocadas a propuesta del Zar Alejandro 11 de 

'El Rusia tl1vi~~o~ lugar del!1S' de mayo ai 31 de julio ~e 1899. y del 15 de juni? al 
, ' J , I \ r f 

18 de octubre de 1907. 
El proyecto de Gustave Moynier, que contenía diez artículos y un extenso preá~ 
bulo fue publicado en el BuÍletin International des Sociétés des Secours aux MI­
litair~s Blessés, Núm. N, pp. '121-131. Sobre el proyecto de Gustave Moynier, 
vid, Hall (1998, 63·82) Y Petit Gabriel (1999, 29-87). 
La clausula Martens rdice lo siguiente: ' ~ Mientras que se forma un « ódigo más 
completo de las leyes de la guerra. las ~ltas Partes Contratantes juzgan oportll?o 
declarar que en los casos no comprendidos en las d(sposidones reglamentanas 

• I • b· I 
adoptadas por ellas, las poblaciones y los beligerantes permanec~n aJo a ga-
rantía y el régimen de los principios del Derecho de Gentes preconizados ~?r los 
usos estableciClos entre las naciones civilizadas, por las leyes de la 'humanload y 

'1 por las exigencias de la conciencia pÓblica". I.!a clausula debe su o?mbre 'al pro: 
fesor Fi6dor Fiódorovich Marteos, quien 'siendo delegado de RUSia la presento 

I1 en la Conferencia 'de la Paz de 1899. La propuesta de Martens se produjo ante 
I el desacuerdo de los Estados participantes en la Gonferencia sobre el estatuto de 

las personas civiles que portaban armas contra una fuerza ocupante. M~entras 
I los Estados con fuerzas armadas más pequeñas consideraban que deblan ser 
considerados como combatientes legítimos, las potencias militares del momento 
entendían que debían ser considerados como francotiradores y e~tar sujetos a 
ejecución (Pustogarov: 1996: 324-'339) (Kalshoven 1987: 14). Dife.rent; s ver­
siones de esta cláusula serían recogidas en 'varios tratadbs de DIM. mcluyendo 
el Preámbulo del IV Convenio de La Haya relativo a las leyes1Y costumbres de 
la guerra terrestre (18/10/1907), los cuatro Eonvenios de Ginebra para , la pro­
tección de las víctimas de la guerra (12/08/1949) (CG 1, arto 63) (CG Il, arto 62) 
(CG m, 142) (CG IV,.rt. 158) y el Preámbulo del protocolo adicional Il a los 
Convenios de Ginebra (8/06/1977). I 1 
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II.6. LA PRIMERA GUERRA MUNDIAL 
Y EL POSTCONFLICTO 

CasI al tiempo e~ que se firmaban los dltimos Convenios de La 
Haya 'de 1907: se to'rnab'a la atención'~ la creeiente expansión militar, 
política y económica ,d~1 n~~y~ Imperi~ Alemán (establecido el 18 
de enero de 187.1 en torno a Prusia tras sus victorias en la ~ guerra 

; ~ ) \ I I )! 
austro-prusiana (1866) YI franco-prusiana (1870-1871), como culmi-
n~~ión del procesb histórico de unificaciÓn en Europa Central ciGe 
había comenzado, cuatro décadas antes)". Sus crecientes demandas , 
de terr,itorios ae ultramar donde establecer regímenes coloniales gue 
le perrryitiese\l' abastecerse de materias primas en las mismas con,di­
ciones que hacía la metrópoli británica, amenazaban por primera vez 
desde 1?15 la supreIT\aFía glob,al del Imperio' Británico, y conducían 
paulatinamente a Ir Primera Guerra Mundial, que comenzaría el 28 
de julio de 191443• 

Al año siguientF, los gobiernos de Francia, Reino Unido y Rusia 
realizaron una declaración conjunta afirmando que el Imperio Oto­

I 
_ 42 I I .1 

A principios de! siglo XIX existían en Europa Central 37 Estados soberanos, de 
los que Prusia y Austria eran los' que presentaban una mayor capacidad política, 
económica )' militar. El camino a la unificación se inició con la Unión Arancelaria 
(Zolluereill) iniciada por Prusia en 1834, a la que se adhirieron inicialmente los 
Estados de Bavü:ra, Hesse-Darmstadt y \'(furtemberg, y que acabaría atrayendo a 
otros Estados de la región, cuyas principales exportaciones eran agrícolas, y que 
veían muy rentable la eliminación de los aranceles aduaneros con una Prusia que 

43 , 

I . exportaba manufacturas muy demandadas en los mismos. Posteriormente, tras 
la guerra de los ducados SchJeswig-Holstein en 1864, que permitió a Prusia arre­
bata r los mismos a Dinamarca', se desarrolló en 1866 la guerra austro-prusiana, 
que tuvo como objetivo expulsar a los austriacos de la Confederación Gérmánica, 
eliminando así cualquier posibilidad de unificación enltorno a Austria. Finalmen­
te, la guerra franco-prusiana (1870-1871) tuv~ como fin limitar territorialmente a 
Francia·y buscar una motivo de unidad entre los Estados alemanes, que permitiera 
unificarlos bajo la égida de Prusia en el Imperio alemán, como fundamento nece­
sario para una rutura expansión colonial. Sobre la Unificación del Imperio alemán, 
vid. Blackbourn (1998) y Bridge & Bullen (2004). 

También en 1870, con la incorporación de Roma y el Lacio, últimos reductos de 
, los Estados Pontifioios, se completó la unificación italiana, iniciada dos décadas 
antes, tras los fallidos intentos frenados por Austria y sus aliados entre 1821 )' 
1849. En 1919 con el tratado de Saint-Germain-en-úaye se incorpornrían tras la 
Primera Guerra Mundial los territorios de Istria, Trentino, Triestc, y la ciudad de 
Zara en Dalmacia. Vid a este respecto, Banti (2004) y Holt (1971), 

Capítulo n. La encrucijada del derecho internacional penal ... 89 

mano, aliada del Imperio Alemán y del Imperio Austro-~?nga~o du­
rante la guerra había cometido delitos que afectaban a la conciencia 
de la humanid~d" contra cerca de 800.000 armenios que habitaban 
en su territori044• Finalizada la Primera Guerra Mundial, el pro'yecto 
del Tratado de Sevres (firmado el 20 de agosto de 1920) afirmaba el 
derecho de las" potencias vencedoras a enjuiciar a los resp~nsables 
de talés delitos y la obligación del Imperio Otomano de entreg~r a 
los miembros del gobierno turco y de sus Fuerzas Armadas que los 
hablan incitado, (Matas: 1989). Estados Unidos y Japón se opusieron 
a esta disposición, al considerar que la c~tegoría de delitos contra. la 
conciencia de hi humanidaCl no había sido defil1lda a l1lvel mt~rnaclO­
nal con anteriovidad a la violencia ejercida contra los armenlOS resI­
dentes en Turquía (Bassiouni, 2011: 88-89). Finalmenté, el tratado, a 
pesar de ser firmado por Reino Unido, Francia, Italia y Turquía, no 
llegó nunca a entrar en vigor. 

Mientras tanto la cuestión relativa a los crímenes de guerra co­
metidos durante I~ Primera Guerra Mundial, se había encargado a 
la Comisión sobre Responsabilidades por la Guerra y su Conducta, 
compuesta por 15 miembros de, 10 países aliados, y dirigid,a por el 
Secretario de Estado de EEUU, Robert Lansing. Sobre la base de sus 
informes se redactaron los artículos 227 a 230 del Tr.atado de Ver­
salles (1919). El arto 227 preveía el establecimiento de un tribunal 
internacional penal ad hoc, compuesto por cinco jueces nombrados 
respectivamente por EEUU, Francia, Italia, Reino Unido y Japó~, con 
jurisdicción para conocer de los crímenes contra la morahdad mte:­
nacional y la santidad de los tratados c9metldos por el Kaiser GUI­
llermo II de Hohenzollern45 . El art. 228 reconocía a su vez el derecho , 

Esta declaración se recoge en el memorándum armenio, presentado el ~ ~ de 
marzo de 1919 por la delegación griega a la Comisión sobre la ResponsabIlidad 
de los Autores de la Guerra y sobre la Ejecución de las Penas, formada por los 
Estados aliados al final de la Primera Guerra Mundial. Su texto se p~ede encon­
trar en Schwelb (1949: 178-181). Vid. también a este respecto .DadClan (1989) y 
WiIlis (1982). .. 
Vid, Tratado de Paz entre las Potencias Aliadas y Asoclad~s y Alemama (Tra­
tado de Versalles), Pirmado el 28 de junio de 1919. En VIgor de~de el. 110 de 
enero de1920. El artículo 227 del mismos establecía: "Las Potencias AlIadas y 
asociadas acusan públicamente a Guillermo 11 de .Hohenz.oUern, ex em~erador 
de Alemania, por ofensa suprema contra la moral mternaclOnal )' la santidad de 
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de las Potencias Aliadas y asociadas "de llevar ante sus tribunales 
militares a los acusados de haber cometido actos contrarios a las leyes 
y a las costumbres de la guerra". Por su parte"el arto 229 preveía la 
creación de tribunales militares mixtos, compuestos por miembros 
pertenecientes a los tribunales militares de las Potencias interesadas, 
para conocer de los "actos criminales cometidos contra súbditos de 
varias Potencias Aliadas y,asociadas". Finalmente, el arto 230 estable­
cía la <;>bligación del gobierno alemán de cooperar con las actuaciones 
mediante la entrega de quienes fueran acusados y la entrega de la 
prueba documental requerida". 

Sin embargo, el tribunal internaGional penal ad hac previsto en 
el artículo 227 no pudo llegar a ser finalmente establecido porque 
el Kaiser Guillermo Il, tras su abdicación en el otoño de 1918, 

.. 
I 

los Tratados. Se constituirá un tribunal especial para juzgar al acusado, asegu-
'1 rándole las garantías esenciales del derecho de defensa. Se compondrá de cin­

cp jueces, nombrados! por cada una de las cinco Potencias siguientes: Estados 
,Uniqos de América, Gra~ Bretaña, Francitt . Italia Sr Japón. El tribunal juzgará 
inspirándose en los principios más elevados de la política entre las naciones, con 
objeto de'garantizar el respeto a las obligaciohes Isolernnes y a los compromi­
sos internacionales, así como ! la moral internacional. Le corresponderá fijar la 
pena que a su juicio1deba aplicarse. Las Potencias Aliadas y asociadas dirigirán 
al Gobierno de los Países Bajos un requerimiemo en solicitud de que les entregue 
al ex emperador para que sea juzgado". 
hos artículos 2is a 230 del TrataClo de Versalles disponían lo siguiente: Artículo 
228: "El Gobierno alemán reconoce a las Potencias Aliadas y asociadas el de­
recho de llevar ante sus tribunales militares a los acusados de haber comerido 
actos contrarios a las leyes y a las costumbres de la guerra. Se aplicarán a los que 
resulten culpables las penas previstas por las leyes . Esta disposición se aplicará, 
sin perjuicio de lós procedimientos que se sigan ante una jurisdicción oe Alema­
nia o de sus aliados. El Gobierno alemán deberá entregar a las Potencias Aliadas 
y asociadas, O a la que de entre ellas le fuere indicado, las personas que, acusadas 
de haber cometido un acto contrario a las leyes y a las costumbres de la guerra, 
sean designadas, bien por su nombre, bien por el grado, la función o el empleo 
que tenían en las jerarquías alemanas", Artículo 229: "Las,personas culpables de 
actos criminales contra súbditos de varias Potencias Aliadas y asociadas compa­
recerán ante tribunales militares, compuestos 1de miembros perrenecientes a los 
tribunales militares de las Potencias interesadas. En todo caso, el acusado rendrá 
derecho a designar por sí mismo a su abogado". AnÍculo 230: "El Gobierno ale­
mán se compromefe a suministrar todos los documentos y datos, sen cual fuere 
su naturaleza. cuya presentación se considere necesaria para el conocimiento 
pleno de los hechos delictivos, el descubrimiento de los culpables y la aprecia­
ción exacta de las responsabilidades". 

Capítulo JI. La encrucijada del derecho internacional penal... 91 

se había refugiado en Holanda, que se había declara,do . ~eutr~1 
durante la Primera Guerra Mundial y donde reinaba su tIa GUI­
llermina. lfras concederle el asilo, el gobierno holandés se negó 
a entregado a las Potencias vencedoras que pretendían juzgarlo, 
alegando qué los oargos de los que se le acusalla no existían en las 
leyes holandesas (Cryer et al., 2010: 109-111). El conflicto por la 
creación del tribunal internacional penal se cerró en 1920 cuando 
Reino Unido Francia y Bélgica (EEUU. ya se había desmarcado 
pues co~siile:aba que los delitos imputados no había.n. ~ido defini­
dos a nivel internacional con anterIOrIdad a su comlslon) acepta­
ron la propuesta alemana de juzgar ante su tribunal supre~o en 
Leipzig, con la presencia de una misión de observadores ahados, 
45 casos que había sido seleccionailos por diFhos Estados (Mu-
llins, 1921: ~8-112). , 

Los cuatro primeros juicios, relativos a maltratos a prisipneros bri­
tánicos, s~ celebraron en Leipzig entre el 21 de mayo y el 4 de junio 
de 1921, y terminaron con una absolución y tres sentencias conde­
natorias de cuatro a diez meses. En el mes siguiente se desarrollaron 
seis juicios más sobre maltratos a prisioneros franceses.y belgas, que 
dieron lugar a cinco absolu¿¡onbs y una condena. Como resultado en 
enero d¡¡ 1922, Reino Unid~ , Francia y Bélgicajsolicitaron a Alemania 
que el resto de casos fueran juzgados ante sus tribunal~s .~~clOnales. 
Sin embargo, Alemania se negó, y el Reino Ullldo se 1Il1u1i1O. Durante 
los ocho años siguientes continuarían los llrocesos penales contra sol­
dados y mandos medios del ejército alemán que habían presuntamen­
te incurrido en crímenes de guerra, con un resultado de 13 condenas 
sobre il total de 861 juicios penales que tuvieron lugar. Ninguno de 
los. p OSible; "málfimos responsables", incluidos los. generales Luden­
dorff y Hinderbug, el almirante von Tirpitz o el Mllllstro de Asuntos 
Exteriores Bethmann-Hollweb, fueron llamados a comparecer (Bec-

J 
ker,1996). 

ll.7. EL PERlODO DE ENTREGUE~S 1919-l939 
• 

El p~oceso de ~eq)llodmiento, del ser human~ y de su dignidad 
en 'el Derecho internacional registró nuevas mamfestaclOnes con la 
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creación en 1919 de la Organización Internacional del Trabajo", que 
subrayaba la necesidad de garantizar la justicia social como premisa 
para alcanzar una paz universal y permanente (en contraste con la 
explotación de los trabajadores que había tenido lugar hasta enton­
ces en los países industrializados), y reconocía la cada ve,z mayor in­
\erdependencia económica del mundo y la importancia de cooperar 
p,ara .garantizar ,4na cierta igualdad en las con,diciolles laborales en los 
sstados que comp,etían por los mercados (Preámbulo Constitución 
OIT)48. 

, I , 

, Así mismo, ,en el seno de la Socieda¡l de Naciones, organización 
internacional creada en 1919 por el Tratado de Versalles con el fin de 
crear un sistema de seguridad colectiva que evitara una nueva con-,. , 
frontación mundial, se desarrolló en la década de 1920 el régimen de 
protección de las minorías nacionales, que terminaría convirtiéndose 
en el antecedente del principio de libre determinación de los pueblos 
(Ruiz Vieytez, 2012)49. 

47 

" 

La Organización Internacional del Trabajo fue creada en 1919, como parte del 
T(~tado de Versalles que puso fin a la Primera Guerra Mundial. Su constitu-

r. ción fue elaborada ent(e enero y abril de 1919 p'or una Comisión del Trabajo 
establecida por la Conferencia de Paz, que fue presidida p~r Samuel Gompers 

J (presidente de la Federación Estadounidense del Trabajo), y campues a por re­
I presentantes de Bélgica, Cuba, Checoslovaquia, Francia, Italia, 'Japón, Polonia, 

Reino Unido y Estados. Unidos. El resultado fue una organización tripartita, 
con representantes de gobiernos, empleadores y trabajadores en sus órganos 
ejecutivos, que asumió algunas de las ideas que ya había' sido aplicadas por la 
Asociación Internacional para la Protección Internacional de los Trabajadores, 
fundada en Basilea en 1901. 
En este sentido, el preámbulo de la Constitución de la Organización Interna­
cional del Trabajo, establece:"Considerando que la paz universal y permanente 
sólo puede basarse en la justicia social; O Considerando que existen condiciones 
de trabajo que entrañan tal grado de injusticia, miseria y privaciones para gran 
número de seres humanos, que el descontento causado constituye una amenaza 
para la paz y armonía universales; y considerando que es urgente mejorar dichas 
condiciones; OConsiderando que si cualquier nación no adoptare un régimen de 
trabajo realmente humano, esta omisión constituiría un obstáculo a los esfuer­
zos de otras haciones que deseen mejorar la suerte de los trabajadores en sus 
propios países". 
El 15 de noviembre de 1917, el soviet de comisarios del pueblo adoptó la De­
claración de los pueblos de Rusia, en la que reconoce el derecho de los pueblos 

I a disponer de sí mismo~, superando, las polídcas de rusificación zaristas, y acep­
tando, al menos teóricamente, la separación y la formación de Estados lode-
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Sin embargo, a medida que transcurría la década de 1920, se iba 
haciendo cada vez más palpable el temor de que el oneroso régimen 
de reparaciones impuesto a Alemania en el Tratado de Versalles (que 
terminaría provocando la caída de la República de Weimar con la lle­
gada al poder del partido nacional .socialista en 1933), y las políticas 
cada vez más agresivas de Italia y Japón (que habían sido parte del 
bando vencedor durante la Primera Guerra Mundial) por establecer 
regímenes coloniales que ,les permitieran el acceso ~ un mayor vo­
lumen de materias primas a bajo coste, podrían acabar generando 
un nuevo conflicto armado de consecuencias incalculables. La crisis 
financiera de 1929, y la permisividad contemporizadora de EEUU, 
Gran Bretaña y, en menor medida, Francia, agravarían en los años 
siguientes dicha amenaza. 

Esta situación llevó a destacados dirigentes de la sociedad internacio­
nal a buscar en las reflexiones de Francisco de Vitoria (1529), Francisco 
Suárez (1621), Hugo Grotious (1625), Christian von Wolf (1749) y el 
propio lmmanuel Kant (1784:1795-1796), la fórmula para "instaurar" 
la paz y evitar que dicha amenaza llegara a materializarse. La fórmula 
finalmente acogida fue el Pacto Briand-Kellogg, concluido el 27 de agos­
to de 1928 en Parísso, por el que, en apenas unas líneas, los mandata­
rios de Alemania, Bélgica, Checoslovaquia, EEUU, Francia, India, Italia, 
Japón, Polonia y el Reino Unido: "(i) renunciaban, en nombre de sus 
respectivos pueblos, a la guerra como instrumento dI' política nacional 
en sus relaciones entre sí; (ii) se comprometían al arreglo pacífico de toda 
diferencia o conflicto cualquiera que fuese su naturaleza u origen; y (iii) . 
condenaban a quien recurriera a la guerra para solucionar controversias 

" 

pendientes (en aplicación de esta declaración, Lenin permitió la independencia 
de Finlandia el6 de diciembre de 1917). Mes y medio después, el8 de enero de 
1918 el Presidente de EE UU, \Voodro\V \'(Iilson, hizo público su programa de 14 
pUlltos como fundamento de la paz, que reconocía el derecho de libre determi­
nación de los pueblos. Sin embargo, los aliados se opusieron a su plan de aplicar 
este derecho a sus propios pueblos y.territorios, por lo que en última instancia 
la Sociedad de Naciones terminó creando un régimen de protección de minorías 
nacionales y otro de mandatos, que constituyeron una alternativa, más que una 
realización, del derecho de autodeterminación. 
El Pacto Briand-Kellogg (también conocido como Pacto de París), que se deno­
minó oficialmente Tratado General para la Renuncia a la Guerra como Instru­
mento de Política Nacional, fue firmado el 27 de agosto de 1928 y entró en vigor 
el 24 de julio de 1929. 
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internaciónales". De esta forma se daba un significativo paso adelante en 
relació~ con lo dispuesto en los Convenios de la Haya de 1899 y 1907 
para la Resolución Pacífica de las Controversias Internacionales, que se 
habían mostrado insuficientes para evitar la Primera Guerra Mundial. 

Años después, el 16 de noviembre de 1937, se abriría a la firma en 
Ginebra la Convención para la Creación de una Corte Penal Interna­
cional51 con jurisdicción sobre los delitos de terrorismo previstos en la 
Convención contra e! Terrorismo de 1937 (Bassiouni, 1999b: 14)52. Sin 
embargo, esta nueva inidiativa para crear una jurisdicción internacional 
penal fracasó una Vez más como consecuencia de la invasión japonesa 
de Mánchuria (1931), la invasión italiami de Etiopía (1935), la guerra 
de España (1936-1939) y las anexiones alemanas de Austria (1938) y'la 
República de Checoslovaquia (1938). Habían pasado apenas diez años 
desde e! Pacto Briand-Kellog, cuando e!1 de septiembre de 1939, la in­
vasión de Polonia por Alemania y la inmediata declaración de guerra a 
esta última por e! Reino Unido marcaban e! inicio de la Segunda Guerra 
Mundial, que probaría ser mucho más destructiva que su antecesora, 
y terminaría con la utilización de! arma más mortífera que la historia 
haya conocido jamás: la bomba atómica (Truman Papers, 1946:16). 

n.8. LA CARTA DE LA ORGANIZACIÓN 
DE LAS NACIONES UNIDAS Y LOS PROCESOS 
PENAI.;ES POR CRÍMENES CONTRA LA PAZ, 

CRíMENES DE GUERRA Y CRÍMENES DE LESA 
HUMANIDAD COMETIDOS DURANTE LA SEGUNDA 

GUERRA MUNDIAL: LOS CASOS DE ALEMANIA, 
ITALIA Y JAPÓN 

No es hasta e! periodo inmediatamente posterior a la Segunda 
Guerra Mundial (1945-1950) que se observan las principales mani-

SI 

52 

Convención para la Creación de una Corte Penal Internacional. Sociedad de 
Naciones. Doc. 547(1). M.384(1).1937v.1938. Aunque se abrió a la firma en Gi­
nebra el 16 de Nóviembre de 1937 nunca llegó a entrar en vigor. 
Convención para la Prevención y Sanción del Terrorismo. Sociedad de Naciones. 
Doc. C.546 (1). M. 383 (1) . 1937, V (1938). 
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festaciones de! 'reconociiniento del ser humano y e! establecimiento 
de mecanismos para la protecciól\ de su dignidad en el Derecho in­
ternacional (Del Arenal, 2002: 32) (Marchett Gauche, 2002: 485). 
De hecho, para Can~ado Trindade (2010: 275-276), la envergadura 
de la transformación experimentada por un Derecho internacional 
tradicionalmente basado en los conc~ptos de Estado y soberanía fue 
de tal magnitud, que sólo parece haber ~ido posible ante e! colapso 
del modelo ético-material y jurídi~o-formal anteriormente existeI)te 
como consecuencia de las dos guerras mundiales. 

La completa destrucción del continente europeo y de amplias 
regiones de Asia y África, llevaron a los dirigentes de EEUU, Reino 
Unido y la URSS a diseñar en las Conferencias de Dumbarton Oaks 
(7/10/1944) 'y Yalta (11/02/1045) los aspectos centrales de la Carta de 
la Organización de las Naciones Unidas (1945)53, que, junto rcon los 

j] 

u 

La historia de la Carta de las Naciones Unidas se remota a la "Declaración de 
Londres", firmada el 12 de julio de 1941 por los representantes de A~stralia. 
Canadá, Nueva Zelanda, Reind Unido y Sudáfrka, junto con,los representan­
tes de los gobiernos en el exilio del Bélgica, Checoslovaquia, Greoi~1 Francia 
(representada por el general De Gaulle), Luxemburgo, Noruega, Países Bajos, 

' Po~onia, Yugoslavia. En la misma, se declaraban a favor de la concertación de 
I<i paz de forma conjunta, estableciendo que la única base de una paz duradera 
era la cooperación voluntaria de todos los pueblos libres para evitar la ame­
naza de una agresión. Meses después, el 14 de agosto de 1941, los presidentes 
de EEUU y Reino Unido firmaban la denominada "Carta del Atlántico". en la 
que señalaban que al termin~ r la guerra esperaban el establecimiento de una 
paz que: (i) ofrezca a las naciones seguridad y que sus habitantes vivan libres 
del temor y la necesidadj (ii) haga que todas las naciones del mundo renuncien 
al uso de la fuerzaj y (jii) promueva la colaboración entre las naciones para 
tograr mejores condibones de trabajo. ~del~nto económico y seguridad social. 
Ell de enercl de 1942'. representantes d¿ '26 Estados firman la l"Declaración de 
las NacioneS Unidas" en la que asumen el compromiso de proseguir juntas la 
lucha contra las potencias del Eje (en este· documento se utiliza por primera vez 
la expresión "Naciones Unidas". Posterio, mente en las; Conferencias de Moscú, 
cel ebrada el 1 de noviembre de 1943 y de Teherán, que tuvo lugar un par de 
meses más tarde, se exhorta a la creación de una nueva organización general 
internacional basada en la igualdad soberana de los Estados, con el fin de evitar 
futuras confronraciones. Pero no sería hasta la conferencia de Dumbarton Oaks 
(7 de noviembre de 1944) y Yalta (11 de febrero de 1945), en la que sólo inter­
vendrían EEUU .• Reino Unido y la URRS, cuando se elaboraría el diseño de la 
nueva organización, cuyo proyecto de I€arta sería sometida dos meses y medio 
después a la consideración de los 50 Estados participantes en la Conferencia de 
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acuerdos de Bretton Woods (22/07/1944) sobre el modelo monetario, 
comercial y financiero que crearon el Banco Mundial y el Fondo Mo­
netario Internacional, constituyen los pilares esenciales sobre los que 
se construyó la nueva sociedad internacional surgida de la Segunda 
Guerra Mundial (Kennedy, 2007). 

De esta manera, se creaba un nuevo régimen jurídico internacio­
nal que, 'con el fin de garantiza'r la paz y seguridad internacionales, 
estaría formado por tres elementos principales: (i) se otorgaba com­
petencia exclusiva al aSNU (compuesto por quince Estados, donde 
EEUU, Reino Unido y la URRS, junto con Francia y China (principa­
les Potencias Aliadas en los teatros de operaciones europeo y asiáti­
co) tendrían representación permanente y derecho de veto, y el resto 
sería elegido cada dos años conforme ·a criterios de representación 
geográfica) sobre cualquier situación que constituyera una amenaza 
a la paz, un quebrantamiento de la paz o un acto de agresión; (ii) se 
prohibía todo recurso a la fuerza armada, a menos que fuera autori­
zada por el CSNU, o estuviera permitida por "el derecho inmanente 
de legítima defensa, individual o colectiva, en caso de ataque armado 
contra un Miembro de las Naciones Unidas, hasta que el Consejo de 
Seguridad [hubiera] tomado las medidas necesarias para mantener 
la paz y la seguridad int~rnacionales"i y (iii) "[l]as medidas tomadas 
por los Miembros en ejercicio del derecho de legítima defens~ [debían 
ser] comunicadas inmediatamente al Consejo de Seguridad, y no afec­
tar[í]an en manera alguna la autoridad y responsabilidad del Consejo 
conforme a la presente Carta para ej~rcer en cualquier momento la 
acción que estim[ara] necesaria con el fin de mantener o restablecer la 
paz y la seguridad internacionales"S4. I 

Así mismo, con el acuerdo de Londres celebrado el 8 de agosto de 
1945 entre EEUU, Francia, Reino Unido y la URSS, se creó el Tribu­
nal Militar Internacional, con sede en Nuremberg, con jurisdicción 
sobre crímenes contra la paz, crímenes de guerra y crímenes de lesa 
humanidad (incluido el genocidio) cometidos por personas u organi-

San Francisco (25 de abril-26 de junio de 1945). El proyecto de Carta , con algu­
nas enmiendas menores presentadas por los Estados participantes, fue aprobado 
por unanimidad del 26 de junio de 1945 y entró en vigor el 24 de octubre de ese 
mismo año. Vid a este respecto, Kennedy (2007). 
Vid artículos 2(4), 12, 24, 25, 39-51 Y 103 de la Ca rta de las Naciones Unidas. 

Capítulo 11 . La encrucijada del derecho internacional penal... 97 

zaciones que hubiesen actuado por cuenta de los países europeos del 
Eje". Meses después, el 19 de enero de 1946, el comandante en jefe 
de las fuerzas norteamericanas en el Pacífico establecía por decreto 
el Tribunal Militar Internacional para el Lejano Oriente'6 con sede 
en Tokio y con jurisdicción para conocer sobre esos mismos delitos 
cuando hubieran sido cometidos por individuos u organizaciones del 
Lejano Orierltes7• De esta manera, de entre las varias opciones po­
líticas barajadas sobre cómo tratar a los dirigentes de las Potencias 
derrotadas, se desechó la Bropuesta británica y rusa de fusilarlos, pre­
valeciendo la posición norteamericana (sustancialmente distinta a la 
sostenida por EEUU al final de la Primera Guerra Mundial a pesar de 
que el D1P apenas había evolucionado desde entonces) de someterlos 
a enjuiciamiento ante tribunales militares internacionales conforma­
dos por jueces de las Potencias vencedoras (Ferenzc, 1990: 325 et seq) 
(King, 2000: 2421 et seq.)(Taylor, 1992). 

Sin embargo, tanto el TMI como el TMILO conocerían única­
mente de un sólo proceso penal. Así, el TMI enjuició, entre el 20 de 
noviembre de 1945 y el 1 de octubre de 1946, a los 24 principales 
dirigentes políticos,- militares, económicos e ideológicos del régimen 
nacional-socialista que gobernó Alemania entre 1933 y 1945, que ha­
bían sobrevivido a la Segunda Guerra Mundial y habían sido captu­
rados por las Potencias Aliadas (las cuatro principales organizaciones 
de dicho régimen fueron también procesadas)SH. Comll resultado la 
mitad de los acusados fueron condenados a muerte y ejecutados, tres 
fueron condenados a cadena perpetua, cuatro recibieron penas de en­
tre 10 y 20 años de prisión y el resto fueron absueltos o no recibieron 

ss Investigación y E"juidamiento de los Mayores Criminales de Guerra de los Paí­
ses Europeos del Eje. 8 de agosto de 1945. Serie Tratados de Naciones Unidas. 
Vol. 82: 279 et seq. (Incluye la Carta de Tribunal Militar Internacional de Nu­
remberg). 

S6 Proclamación Especial: Establecimiento de un Tribunal Military Internacional 
para el Lejano Oriente. 19 de enero de 1946. Serie Tratados y Otros Actos In­
ternacionales. Núm, 1589: 3 et seq. Reproducido en Minear (1991: 185-199), 
donde se incluye la Carta del Tribunal Militar Internacional de Tokio. 

S1 Art. 5 de la Carta del Tribunal Militar Internacional para el Lejano Oriente. 
ss TMI. judgmeut of the b,tematiollal Military Tribunal for the Trial of Germall 

Major \Var Crimina/s. 1 de octubre de 1946, Disponible en: http://avalon.law. 
yale.edu/irnt/judgen.asp. 
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condenas (Cryer et al., 2014: 117-119). Para 1966 sólo Rudolf Hess, 
asistente personal de Hitler, permanecía en la prisión de Spandau, 
donde murió en 1987 (Cohen, 1997: 113 et seq.) 

El TMILO enjuició, entre el 3 de agosto de 1946 y el 12 de no­
viembre de 1948, al primer ministro de Japón Hideki Tojo y otros 24 
altos cargos del gobierno y de las fuerzas armadas japonesas (si bien, 
con el fin de facilitar la transición en Japón, el General Mc Arthllr, así 
como la Fiscalía y las propias defensas de los ac!usados, protegieron 
al emperaaor Hiro~ito, Jefe tlel Estado Impe~ial Japonés, que ni tan 
siquiera fue llamado a declarar)S? Como resultado, siete acusados 
fueron condenados a muehe y ejecutados, dieciséis fueron condena­
dos a cadena perpetua, y dos recibieron penas de 20 y 7 anos respec­
tivamente. Shigemitsu Mamoru; Ministro de Asuntos Exteriores del 
gobierno japonés durante la Segunda Guerra Mundial fue indultado 
en 1950 y cuatro años más tarde volvería a ser nombrado Mínistro de 
Asuntos Exteriores. El resto de condenados fueron indultados y pues­
tos en libertad en 1955. Varios de los condenados serian enterrados a 
su muert",'en el Santuario Yasukuni de Tokio (Majima, 2015: 36-42) 
(Minear, 1971) (Pritohard, 1995: 25-35). 

Si bien en principio se había previsto 'que el 'TMI realizara más 
de un juicio, las crecientes diferencias entre las cuatro Potencias que 
habían establecido el tribunal hicieron imposible que esto pudiese lle­
varse a cabo (Heller, 2011: 85). Sin embargo, la Ley Núm. 10 del Con­
sejo de Control Aliado, tle 20 de diciembre de 19456°, permitió que, 
entre 1946 y 1951, EEUU, Francia, Reino Unido y.Rusia enjuiciasen 
en tribunales militares propios situados en sus respectivas zonas de 
ocupación a otros dirigentes, mandos medios y autores materiales de 
crímenes contra la paz, crímenes de guerra y crímenes de lesa huma­
nidad61 . En la zona de ocupación norteamericana' sdlevaron a cabo 

59 

60 

6'. 

TMILO. Judgmellt of 4 November 1948. Disponible en: http://werle,rewi. 
hu-berlin.de/tokio. pdf 
Consejo de Control Aliado. Ley Núm. 10. Castigo de Personas Culpables de Crí­
menes de Guerra, Crímenes contra la Pa~ y Crímenes contra la Humanidad. De 
20 de diciembre de 1945. Publicada en el Boletín Oficial del Consejo de Control 
para Alemania. Núm 3: 31. Reproducida'en Ferencz (1980). 
Sobre los enjuiciamientos llevados a cabo por las Potencias Aliadas sobre la 
base de la Ley 10 del Consejo de Control Aliado ver Buscher (1989) y Maunoir 
(1956). 
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un total de doce juicios en los que se 'acusó a 185 personas, de las 
que 142 fueron condenadas, siendo en su inmensa mayod,a liberadas 
con la ley de amnistía dictada por las fuerzas de ocupaClOn en 1951 
(Prierher & Stiller, 2012: 1-21). 11 , 

A partir de 1947 y hasta bien entrada la década de 1950, los tri­
bu~ales de la República Federal de Alemania también llevaron a caoo 
procesos pehales en relación con los delitos cometldos durante la Se­
gun8a Guerra Munllial. En total se tramitaron cerca de 900 casos, lla­
mando particularmentella a/ención la tenacidad cad la' que los trib'/¡J 
nales nacionales de la República Felle'ral Aleman~, a diferénCla de los 
de la República Democrática Alemana, se opusieron sistemáticamenfe 
a las imputaciones por erímenes de lesa humani·dad,. incluso e~ los 
casos de exterminio más flagrantes, como consecuencia de una mterw 

pretación extraordinariamente dgida del prmcipio de legalidad -eS~b 
unido a las frecuentes condenas por compliCidad, en lugar de autona, 
llevaron a penas que rara vez superaron íos seis años de prisión (Dou-
glas12015: 44-73) (Me,Yrowitz, 1960). " . 

La situación fue más dramática en Japón, donde tras la sentencia 
del TIMLO, no se volverían a desarrollar procesos penales I ante los 
tribunales nacionales japoneses - si bien en terceros países ocupados 
por Japón <Iurante la SegunCla Guerra Mundial, las autoridad~s jaP1, 
nesas de ocupación terminaron siendo en algunos casos en)ulcladas, 
como ocurrió con la cqmisión militar Hbrteamericána que j~.lZgó en l. ' .:; , . ) ji 
1946 al comandante en jefe de las fuerzas de ocupaClOn Japonesas en 

l' l' k' l' 62 (M" 2015 36/ las Filipinas, el general Tomoyu I Yamas uta . ,aJ1~a.'.. .i, ~ 
42). Fruto de lo anterior, y ante la inexistenCia de vlas )udlclales aen­
tro de Japón, la sociedad civil establecería en el año 2000,. el Tribunal 
Internacional de las Mujeres para Crímenes de Guerra dmgldo al En­
juiciamiento de la Esclavitu.d Sexual del Ejército Japo·nés6~ . 

" I l' En cuanto a Italia .fueron muy pocos los procesos pena es re atlvos 
a '~utoridades civile; y militares del régimen fascista I que Mussolini 

I 
I 

62 Vid. Corte Suprema de los EEUU. In re Yamashita 327 U.S. 1 (1946). Vid. sobre 
este caso Lael (1982). l . . 

63 Vid \Vomen's International \Var Crimes Tribunal for the Trial of Japanese M!ll~ 
ta~ Sexual Slavery, The Prosecutors and the Peoples of the Asia-Pacific Region 

~ v.fEmperór Hirohito el al. and the Governrnent of Japan, Case NOIPT-2000 - I-T, 
31 de enero de 2002. 
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estaIJleció en Italia entre 1922 y 1943, denegándose ásí mismo las 
solicitudes de extradición por ~rímenes internacionales próvenientes 
de terceros países en/África y Europa. Como Nino (1996: 3-40) ha 
subrayado: "En última in~tancia, el cargo de alta, comisionado fue 
a¡bolido ,y el Mini,stro de Justicia aprobó una ley de amnistí~, convir­
tiendo en una parodia los, intentos ,de procesamiento criminal. Sólo 
un número reducido de torturas Uextr~~adamente 'orueles" quedÓ 
excluido de la ley de amnistía. A la maxor parte de los funcionarios 
públicos, ~ue habían sido exol),erados se les reincorporó a sus cargos y 
se puso termmo abruptamente a la confiscación de ganancias econó-
micas obtenidas durante el régimen fasdsta". ' , . , 

J En, l~s dé~adas siguieptes, se desarrollarían procesos penales por 
genocldlQ, CrImenes de )es~ humanidad y crímenes de gueJra en ot"OS 
países, cOl\tra per,sonas que actuaron por cuenta de las Potencias del 
Eje y sus asc;>ciados. Los ¡nás llumewsos fueron los procesos desarro­
llados en los países del Este, de ,Eu'ropa que habían qued~do vincu­
lados a la URSS (Wentker, 2002: 61). Sin embargo, como Bassio~ni 
(19,99b) ha señalado, los m~s conocidos son los casos contra el ge­
neral Yamashita por una comisión militar de ÉEUU (1946)64 Ádolf 
E· h ( " 1 dI ! j J ) 1 I~ mann , corone e as Escuadras de Defensa (SS) y encargado de la 
or~anizaciqn de' la logística de.transportes en It ejecución de la "solu­
ció~ firial") por los tribúnales israelíes6s ( 9~1-1962), y Klaus B~rbie 
(ex J~fe .~e la ~e~tapo en,Lr,on)661 Pa~l ~ouvier (oficial de alto rango en 
la_mIlIcIa francesa ~f l r,eglmen de, Vlch¡:¡67 y Njaurice Papan (pplítico 
y alto funCIOnarIo del reglmen de Vichy)68 por los tribunales franceses 
(desde 1985 'en kdelant~)69. 1 

64 

6S 

66 

67 

" 
" 

, 
1,' 

Vid. Corte Suprema de ,lo, EEUU.ln re Yama,hita 327 U.S. 1 (1946). 
Vid. Corte Suprema de Israel. Caso Eichmann. Judgment. J2 de diciembre de 

11 1,961; Y Judgment 00 Appeal. .29 de mnaya de 1?62. Sobre ~I proceso a Eichmann, 
Vid. Arendt, H. (1963), Green '(1962; 641 el seq.) y Hall,ner (1966). 
Vid. Corte de Casación de Francia. Sala Penal. 20 de diciembre de 1985 78 
I.L.R. 125, Vid. Angevin (1988, 2149 et ,eq.). ' 
Vid. Corte de Casadón de Francia. Sala Penal. 27 de noviembre de 1992. Vid. 
]akubowicz & Raffin (1995). 
Vid. Corte de Casación de Francia. Sala Penal. 23 de enero de 1997. Vid. Rousso, 
H. (2000). 
También son destacables los procesos por desarrollados' por comisiones mili­
tares en Canadá entre 1946 y 1948 conforme a la Cal1ada's \'(Iar Trials Act. 
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Todos estos procesos se caracterizaron, sin embargo, porque fue­
ron llevados a cabo contra quienes actuaron por cuenta de las Po­
tencias derrotadas en las Segunda Guerra Mundial. En consecuen­
cia los gravísimos crímenes de lesa humanidad y qímenes de guerra 
co~etidos por lás Potencias Aliadas y sus asociados, incluyendo los 
bombardeos de las ciudades alemanas o el lanzamiento de las bom­
bas atómicas sobre Hiroshima7o y Nagasaki", por poner sólo algu­
nos ejemplos, quedaron completamente impunes (Bassiouni, 2011: 
719-720). 

Con ello, se erlviab~ un doble mensaje. Por un lado, se afirmaba 
que quienes desde los resortes del poder recurren a una guerra oe 
agresión contra terceros Estados, y utilizan la fuerza arma\:la contra 
su propia población, no. solo pierden la legitimidad ética y ~oral ne­
cesaria para seguir dirigiendo sus respectivas socIedades, smo que, 
debido al daño que han causado a la sociedad internacional, incurren 
jurídicamente frente a ella en responsabilidad internacional individual 
de carácter penal (que, como se dedararía años después en la Conven­
ción de 1968 sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra 
y de Lesa Humanidad, no se extingue bajo ninguna circunstancia)". 
Pero al mismo tiempo, como Zolo (2007) ha señalado acertadamente, 
se mostraba con claridad que quienes incurren en este tipo de d~litos 
sólo serían sometidos a la a¿ci6n de la justicia si actúan por cuenta 
del b'ando derrotado73• ! 

I 
! 

I 

Vid. sobre la experiencia canadiense Brode (1997), Green (1998: 2117 et seq.) y 
William, (1997, 150 el seq,). 

70 Vid Truman Papers 1946: 16. El estimado que se da ~n este docum,ento de las 
. personas asesinadas en Hiroshima como ~onsecuenCla del lanzamiento de la 

bomba atómica el 6 de agosto de 1945 OSCila entre 100,000 y 180.000 
71 Vid Trumao Papers 1946: 16. El estimado que se da en este documento de las 

personas asesinadas en Nagasaki como consecuencia del lanzamiento de la bom­
ba atómica el 6 de agosto de'1945 oscila entre 50.00Q,y 100.000 

72 COllvel1ción sobre la imprescriptibilidad de los Cr{menes de Guerra )' de los 
Crímenes de Lesa Humanidad. Serie Tratados de Naciones Unidas. Vol. 754: 73. 
Adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamble~ General 
de las Naciones Unidas en su Resolución 2391 (XXIII), de 26 de nOViembre de 
1968. Entrada en vigor el 11 de noviembre de 1970. . 

7J Zolo, D I (2007) La justicia de los vencedores: de Ntíremberg a Bagdag. Madrid: 

Ed. Trotta. 
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ll.9. DESARROLLOS DEL DERECHO 
INTERNACIONAL CONVENCIONAL AL TÉRMINO 
DE LA SE~UNDA GUERRA MUNDIAL (1945-1950). 

LA CONVENCIÓN CONTRA EL GENOCIDIO I • r 

y LOS CONVENIOS DE GINEBRA 

En vista del sufrimiento al que habían sido sometidos los cientos 
de mlllon:s de víctimas que padecieron la Segunda Guerra Mundial 
(solo el ~,umero de muertes se eleva a varias decenas de millones), se 
reconoclO, por prImera vez en la historia con un alcance universal 
la naturaleza ~ingplar y única del ser hU,mano y su dignidad, de 1: 
que emanan CIertos derechos inalienables que todo Estado mie b 
di 'dd' mro .. a socle a Internacional tiene la obligación de respetar y garan-
tIzar. Este reconocimiento se plasmó en la Declaración, Universal de 
los Dere~4hos ' Huma~os , adoptada por la AGNU el 10 de diciembre 
de 1948 -que habla SIdo precedida por la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre75 y que sería seguida por el 
ConvenIo Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las 
LIbertades Fundamentales de 195076, 

Sin emba~go, el chapeau del a~ticulado de la Declaración Úniversal 
ge~~raba s,enas dudas sobre su carácter vinculante, al ser ca~acteriza­
da como Ideal común po~ el que todos los pueblos y naciones deben 
esforz~rse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, 
~splrandose constantemente en ella, promuevan, mediante la ense­
nanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y ase­
guren, por,m~dldas progresIvas de carácter nacional e internacional 
su re~onoclmlento y aplicación universales y ef~ctivos, tanto entre lo; 

74 

7S 

76 

, 
Asamblea General de las Naciones Unidas. Declaración Universal de los Dere­
,has Humanos. Resolución 217 A (III). 10 de diciembre de 1948 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del H01 b 'Ad d 10 Es d . . 1J re. opta a por 

s tda os partiCipantes en la IX Conferencia Internacional Americana 2 de 
mayo e 1948. , . . . . 

Convenio Europeo para la Protección de los' De~echos Humanos ~ las Liberta-
des Fundamentales. Adoptada por el Comité de Ministros die 'd E 4 d . b e onseJo e uro-
~ai . e novlem ;e de ~950. Entró en vigor el3 de septiembre de 1953, A través 

e mismo se creo el Tnbunal Europeo de Derechos Humanos. 
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pueblos d" los Estados Miembros como entre los de los territorios 
colocados bajo su jurisdicción" (Ventura Robles, 1996: 257-261): 

El día anterior a la aprobación de la Declaración Univ~rsa l, se 
aprobaba la Convención para la Prevención y Sanción del Be/iro de 
Genocidio, en donde (i) .se establece la responsabilidad internacional 
penal tle quienes se asocian para cometer, instigan pública y directa­
mente, son cómplices, intentan el delito de genocidio o lo consuman; 
y (ii) se impone a los Estados parte la obligación de juzgar a los res­
ponsables cuando los hechos se hayan producido en su territorio, a no 
ser que los entreguen a un tribunal internacional penal77

• 

Simultáneamente, y a la luz de la grave insuficiencia mostrada por 
las normas que regulaban el comportamiento de las partes en los con­
flictos armados -particularmente en lo relativo al tratamiento de los 
agentes del enemigo que se encuentran fuera de combate (enfermos, 
náufragos y prisioneros de guerra), y al estatuto 'del personal sanitario 
y de la población civil-, se aprobaron en 1949 los cuatro Convenios 
de Ginebra, cuyo sistema de infracciones graves prevé: (i) la respon­
sabilidad internacional penal de quienes incurran en las mismas; y 
(ii) la obligación de todos los Estados Parte de "buscar a las perso­
nas acusadas de haber cometido, u ordenado cometer, ,una cualquiera 
de las infraccioneslgraves, y [de] hacerlas comparecer ante los propios 
tribunales, sea cual fuera su nacionalidad", o "según las condiciones 
previstas en la propia legislación, entregarlas para que sean juzgadas 
por otra Parte Contratante interesada, si ésta ha formulado contra ella 
cargos suficientes"78. Posteriormente, con la aprobación en 1977 de los 

I 

---¡¡--'---"" 
77 

78 

COI/venció" para /a PrefJención y Smtción del Delito de Genocidio. Aprobada 
por. la resoluci6rl 260 A (IlI) de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 9 
de diciembre de 1948. Entró en vigor el 12 de enero de 1951. 
Vid. artículo 49 del COl/fJel/io de Ginebra para Mejorar /a Suerte de los Heridos y 
Enfermos de las P'lerzas Armadas en Cam!Jaiia (1 Convenio de Ginebra); artículo 
50 del 'Co11fJenio de q inebra para Mejorar la Suerte de Ips Heridqs y EllfemlOs )' 
Náufragos'de las Fuerzas Armadas en el Mar (ll Convenio de Ginebra); artículo 
129 del ConfJenio de Ginebra Relativo a/ ,Trato de Prisioneros'de (!;uerra (1lI Con­
venio de Ginebra); artículo 146 del ConfJenio de Ginebra Relativo a la Protección 
de Personas Cj¡jiles en Tiempos de Guerra (IV Convenio de Ginebra). ILos cuatro 
convenios fueron aprobados ,el il2 de agosto de 1949 por la Conferencia Diplomá­
tica para Elaborac,Convenios Internacionales destinados a proteger a las víctimas 
de la guerra celebrada en' Ginebra del 12 de abril al 12 de agosto de 1949. 'Los 
cuatro Convenios entraron en vigor el 21 de octubre de 1950, 
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dos Protocolos Adicionales a los Convenios 'de Ginebra, este sistema se 
extendería también a las .violaciones graves del Protocolo Adicional I 
aplicable ~ los conflictos arll]ados de carácter no internaciopaF9, 

De 'esta manera, además de establecerse expresamente ~or vía con­
vencionalla respon;abilidad internacional penal por el délito de ge­
nocidio }l los oríll]enes de guerra resultantes de las infracciones graves 
a los IV Convenios de Ginebra ,y al 'Protocolo. Adicional I, se regula­
ban las obliga,ciones de los Estados de investigar, enjuiciar y sancionar 
a sus responsables conforme a los principios de territorialidad (geno­
cidio), y,iurisdiceión universidad (crímenes de guerril)80, 

En este mismo periodo, los prinoi~ioSlfecogidos en el Estatuto del 
TMI fueron aprobados pOfo la AGNU en su Resolución 95 (I), de 11 
de diCiembre de 1945, que fue seguida por la Resolución 177 (II), de 
21 de novle?,lbre de 1947, en la que, una vez dictada sentencia pon el 
"MI, se solICitaba a la CDI que formulara y desarrollara los princi­
plOS de Nuremberg y preparara un código de delitos oont<a la paz y 
segundad de la humamdad, La CDI adoptó la formulación ,final de los 
principios de Nuremberg en su 'segunda sesión celebrada entre junio y 
jUllO de 1950 y los presentó ante la AGNU81, 

La 'amplia, labor legislativa impulsada desde la Organización de 
las Na¡ciones Unidas, el Comité !ntetnacional de la Cruz Roj 'l, y la 

• I 

79 J. I 

80 

.11 l' 1 
Vla. arto ~5.1 del Prqtocolo 1 Ad/ cional a IQs Convenios de Ginebra, aplicable a 
lo~ confltctos arma~os internacionales, de 12 de Agosto de 1949, aprobado en 
C3m:~ra el 8 de Juma de 1977 por la Conferencia Diplomática para la Reafir­
maClan y el Desarrollo del Derecho Internacional Humanitario en los Conflictos 
Armados. En la misma fecha, la Conferencia Diplomática aprobó también el 
Pro~ocolo Adicional IJ a los COÍlven;os de Gi"ebra,! aplicable a los coulNetos 
armados de carácter 110 illtemacioi ,al. Ambos Protocolos Adicionales entraron 
en vigor el 7 de diciembre de 1,978. 1'" 
Una de~cripc~ón ~xhausti~a de las obligaciones asumidas pór los Estados para 
persegUIr delitos mternaclOnales conforme c,1 principio de. justicia universal se 
puede ,encontrar en los votos particulares de los jueces Higgins, Kooijmans y 
Buergenthal en caso RDO c. Bélgica 14/02/2002 antc la Corte Internacional de 
justicia. 

Comisión de Derecho Internacional (1950). Principios de Derecho Internacional 
Reconocidos en la Carta del Tribunal de Nuremberg,' en la Sentencia del Tribu­
lIal. En Informe de la Comisión de Derecho Internacional en su Segunda Sesión 
(5 de ,junio - 29 de iulio, 1950), U.N, Doc, No, N1316 (NSI12j. Párrs, 95-127, 
Impreso en Yearbook de la bltemational Law Gommissioll (1950). Vol. IJ. 
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actividad jurisprudencial de los tribunales militares internacional~s 
de Núremberg y Tokio en el período entre 1945 y 1950 y de lo~ trI­

bunales militares que actuaron conforme a la Ley 10 del Consejo de 
Control Aliado en las distintas zonas de ocupación de Alemania, pro­
vocó que cuando la CDI presentó en 1950 a la AGNU su informe 
sobre los principios de Núremberg, subrayara el rec?noclml,ento de la 
responsabilidad ,internacional penal que surg~ de aquellas slt~~Clones 
en las que se producen múltiples actos de ViolenCia slstematlca o a 
gran escala contra la población civil de un Estado, de manera que las 
mismas no son más una cuestión meramente interna de dicho Estado, 
sino que se convierten en un asunto de la s~ciedad internaciona\ en 
su conjunto, pues menoscaban los valores baslcos sobre los que, e.',ta 
se organiza (CDI 1950), En consecuencia, para la CDI, la comlSlOn 
de este tipo de delito's,no dependía de su prohibición,.en la no;matI;a 
interna del Estado afectado, sino que, por el contrarlO, la leglsl 'lc~on 
nacional era considerada irrelevante a los efectos de de¡er¡nmar SI se 
había il\currido en l~s mismos -téngase en cuenta que, en ~u origen, 
los crímenes de lesa humanidad fueron cometidos a través de insti­
tuciones estatales Hue daban a los mismos un "barniz de legalidad" 
(CDr,1950), I I 

A pesar de que la AGNU, en su Resolución 48~ (V) ¿e 12 de di­
ciembre de 1950, no adoptó formalmente la verSlOn mas elaborada 
de los principios Nuremberg presentada por la CDr en 1~50" smo 
que se, limitó a invitar a los Estados a que ,presentaran observaCIOnes 
sobre los mismos, autores como Bassloum (2011: 174) subrayan el 
valor determinante del informe de la CDI como prueba de que dichos 
principios eran, ya en 1950, parte del Derech~ im~rnacional general 
en calidad de costumbre internacional o de prmClplO general del De­
recho, 

Esta situación es particularmente relevante en relación con los 
crímenes de lesa humaniaad, en cuanto que única categoría de crí­
menes de ¡us coge;;; que para entonces no había sido todaví~ objet~ 
de regulación en el Derecho internacional convenclOnal - SI bien SI 
habían sido incluidos en los Estatutos del TMI y el TMILO, y en la 
Ley 10,de'l Consejo de Control' Aliado)ólo de .esta ,".'anera, se puede 
entender que la Convenci,ón sobr,e la ImprescrIptIbilIdad de 19~8 se 
extendiera más allá de los crímenes de guerra, para mclUlr tamblen los 
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crímenes de lesa humanidad82 -¿qué sentido hubiera tenido extender 
dicha Convención a los crímenes de lesa humanidad si los mismos no 
hubiesen sido considerados en aquel entonces como parte del Dere' 
cho internacional? 

I1.10. LA GUERRA FRÍA: 1950-1989 

11.10.,1. El contexto 

La sensación de consternación y temor generada por la Segunda 
Guerra Mundial, que llevó durante la post-guerra a la eclosión del 
reconocimiento del ser humano y la protección ue su dignidad en el 
Derecho internacional, se disipó en menos de cinco años, de manera 
que con el inicio de la guerra de Corea (1950' 1953) nos encontrá­
bamos ya plenamente inmersos en la Guerra Fría -sí bien Fontana 
Lázaro (2014) situa el inicio de la Guerra Fría entre 1947 y 1948 y 
6arcés (2012) ofrece documentación desclasificada del Departamen­
to de Defensa de EEUU, donde ya desde finales de 1944 se contie­
nen propuestas para atacar con las bombas nucleares que se estaban 
desarrollando en ese momento las principales ciudades de la URSS 
(propuestas que fueron rechazadas por Roosevelt primero y Truman 
después). , 

Para los dirigentes de ,las dos grandes superpotencias del momen­
to, la principal conclusión por extraer de la experiencia traumática 
que había asolado amplias áreas del planeta entre 1939 y 1945, fue 
la necesidad de evitar una nueva 'guerra total' entre ambas. Desde su 
perspectiva, el recurso a todo tipo de operaciones de desestabilización 
de gobiernos de terceros países en el marco de la lucha geopolítica por 
zonas de influencia no resultaba problemática, con tal de que no esca­
lara en un enfrentamiento directo entre ambas superpotencias. Si bien 
el Derecho internacional prohibía este tipo de oReraciones, que con 
frecuencia exigía el recurso a la fuerza armada (ya fuera por agentes 

82 
Vid arto VIII de la Convención sobre Ja Imprescriptibilidad de los Crímenes de 
Guerra y de I~s de Lesa Humanidad, adoptada lpor la Resolución 2391 (XXIII) 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 26 de noviembre de 1968. 
Entró en vigor el11 de noviembre de 1970. 
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propios,' ya fuera por aliados a los que se financiaba, entrenaba yequi­
paba), los dirigentes de los EEUU y la URSS no solo las consideraban 
legítimas, sino que, siguiendo los lineamientos de la escuela realista de 
las relaciones internacionales (Morgenthau, 1967:,10-14,27-29,31-
35), las estimaban absolutamente necesarias (Garcés, 2012). 

Se estima que la Guerra Fría provocó aSÍ, en un periodo de apro­
ximadamente cuarenta años (1950-1989), la muerte de 18 millones 
de personas en dos terceras partes de los Estados de la sociedad in­
ternacional. A esto hay que añadir los cientos de miles de Jsesina­
dos en la brutal rel1resión con la que, particularmente entre 1945 y 
19.62, las Potencias coloniales eur9peas (Bélgica en RDC, Francia en 
Indochina y Argelia, Holanda en Indonesia y Reino Unido en Kenia, 
por sólo poner algunos ejemplos) trataron de evitar el proceso de 
descolonización que paulatinamente estaba teniendo lugqr en Asia y 
África (Howsbaum 1998: 246-271). Numerosas decenas de millones 
de personas resultaron también gravemente heridas, fueron víctimas 
de delitos sexuales o tuvieron que desplazase forzadamente. Los lide­
razgos en'elllamado "bloque de los no-alienados", surgidos en buena 
medida del fenómeno de la descolonización, fueron objeto, ,uno detrás 
de otro de esta dinámica de desestabilización (Garcés, 2012). 

, • r • 

Al igual que había sucedido durante la Segunda Guerra Mundial, 
ninguno de los crímenes internacionales cometidos por EEUU, la 
URSS o sus aliauos más cercanos durante la Guerra Fría, o por las 
Potencias coloniales europeas en su desesperado intento por frenar 
la descolonización, fueron objeto ue enjuiciamiento ante tribunales 
nacionales o internacionales (Bassiouni, 2011: 719-720). Tampoco lo 
fueron aquellos cometidos por regímenes que, como el del general 
Franco en España, resultaban útiles a alguna de las dos ~uperpoten­
cias83 . De esta manera, el grado de impunidad de sus dirigentes fue 

83 Setenta y cinco años después de su comisión, el Comité de Derechos Humanos, 
en su informe de 14 de agosto qe 2015, solicitabalal Estado español que final· 
mente elimine los obstáculos (en particular la Ley de Wmnistía de 1977) para 
su investigación y eventual enjuiciamiento y sanción penal, así como para la 
exhumación de los más de cien mil cadáveres todavía enterrados en fosas comu· 

¡ nes. Vid . Comité de Derechos Humanos. COllcllldillg observatiollS 011 tIJe sixth 
periodic report of Spaill. CCPRlCIESP/COI6. 14 de agosto de 2015: párr. 21. 
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prácticamente absoluto (Bassiouni, 2011: 120-121). Las víctimas fue­
ron, simple y llanamente, olvidadas y dejadas a su suerte. 

En este sentido, conviene subrayar que los procesos por genocidio, 
crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra desarrollados a ni­
vel nacional durante este periodo se centraron casi exclusivamente en 
I~s gelitos cometidos por qui~'les actuaron por cuenta de las P~ten­
Clas derrotadas en la Segunda Guerra Mundial (Bassouni: 719-720). 
Casos cO,mo el juici~' desarrolla'do en Argentina contra los integrantes 
de las cuatro Juntas Militares que gobernaron el país entre 1976 y 
1983 . ' b d . ' d , " ¡ ¡ y tuVIeron que a an onar el po er a ralZ de su derrota en la 
guerra de las Islas Malvinas (Nino, 1991: 2619-26401, o como el pro­
ceso militar realizado en EEUU por la masacre contra varios cientos 
de civiles cometida el 18 de marzo de 1968 en My Lai (Vietnam) 
por fuerzas norteamericanas (Neier, 1998) (Bouglas, 1999)8" fúeron 
excepcionales y llevaron a resultados completamente dispares - en el 
primer caso se condenó a largas penas privativas de prisión a los acu­
sados (si bien fueron indultados en 1990), mientras que en el segundo 
se absolvió a todos los acusados menos al teniente Calley (que pasó 
tres años y medio en prisión antes de ser puesto en libertad). . , 

I 

11.10,2, El primer peho'do de la Guel'Ya Fría: 1950-1960 
tf , t 

Desde 1949 la CDI había creado dos sub-comités y dos relatores 
especiales distintos para preparar, por un lado, el proyecto de código 
de delitos contra la paz y la seguridad de fa humanidad y, por otro 
lado, el proyecto de estatuto de una jurisdicción internacional penal 

La masacre de My Lai tuvo lugar el 16 4e.mar~o de '968, cuando fuerzas de la 
compañía e del batallón 1 del ejército de EEUU desplegadÓ en Vietnam asesi­
naron a entre 367 y 504 civiles (hombres, mujeres, niños y bebés) desarmados. 
Algunas de las mujeres fueron violadas grupalmente y sus cuerpos mutilados an­
tes de ser asesinadas. De los 26 hombres imputados inicialmente, solo el teniente 
Calley resultó condenado, primero a cadena perpetua yen apelación a una pena 
de 20 años, si bien sólo cumplió 3 años y medio en arresto domiciliario, antes 
de ser puesto en libertad condicional por el Secretario de Defensa Howard Ca­
llaway en 1974. El comandante de la Brigada, el Coronel Henderson, fue el úni­
co oncial al mando de alto rango que resultó juzgado por cargos relacionados 
con el encubrimiento de la masacre de My Lai. Sin embargo, fue absuelto por un 
Tribunal Militar el 17 de diciembre de 1971. 

Capítulo n. La encrucijada del derecho internacional penal... 109 

con carácter permanente8S, de manera que, "contrario a la lógica y a 
racionalidad de la política de elaboración de proyectos, estos dos pro, 
yectos de ,códigos quedaron intencionalmente s,eparados" (Bassiouni, 
1999b: 14). Al año siguiente Je.an Spiropoulus fue sustituido por Emil 
Sand~\rom como relator especial de! proyecto de estatut086, mostran­
do sus distintas perspectivas hasta q'1~ punto la sociedad internacio­
nal se había distanciado de la experienéia traumática de la Segunda , , 
Guerra Mundial, para sumergirse definitivamente, con la guerra de 
Corea,' ~n la Cueira Fría (Bassiouni, 1999b: 17). ) 

, JI. J l 

Ese mismo año, la ~GNU creó un comité ~special dentro d" la pro­
pia AGNU a fin de redactar u,n proyecto de conv<;,nio para e! estableci­
miento de una jurisdicción internacional penal87. En 1951, este comité 
r~dactó sd primer proyecto basado en cierta medid; en el estatuto de 
la 01]88. Sin em1:\argo, de los debates que siguieron a la presentación 
de dicho proyecto se concluyó que era políticamente inaceptable,'y, en 
consecuencia, se extendió el manda o del comité para que durante los 
dos años siguientes lo revisara a efectos de hacerlo políticamente más ,. , 
atractivo a los Estados8'. 

En 1953, e! comité presento su nuevo proyecto relativo al estatuto 
de tina jurisdicción internacional penal en el que se Iimitaca la juris­
dicciÓn de esta últiina', se ihcrementaba notablemente el grado de con­
trol que sobre su actuación se atribuía a los Estados, y se reconocía 
expresame~te el derecho de aquéllos a denunciar su jurisdicción. Se 
trataba, por tanto, de un texto que reconocía el creciente escepticismo 

ss Vid. Comisión de Deredio Ifltetl) acional. Informe de la Comisión de Derecho 
b,temacio~zal sobre la cuestión de tilia jurisdicción Penal IlItemacional. sa. Se­
sión. U.N. Doc. AÍCN.4/1S (Í9S0). Vid también, Comisión de Derecho Interna­
cional. (1950). b'forme de la Comisión de 'Derecho b¡temacional en su Seglmda 
Sesiól/(5 de jlll/io - 29 de jlllio, 1950). U.N. Doc. No. N1316 (N5112). 

80S Iclern. 
87 Vid, Asamblea General de las Naciones Unidas. Sexto Comité. (1950). Informe 

del Sexto Gamité a la Asamblea General. 5a Sesión. U,N, Doc. A/1639, 
88 Vid. Asamblea General de las Naciones Unidas. Con',ité sobre tUJa jurisdicción 

Penal Intemaciollal. (1952). bIforme del Comité sobre Hila JurisdicciÓlI Penal 
b¡temacioIJal. 7a Sesión. Suplemento 11. U.N. Doc. A/2136 (1952). 

89 \ Vid. Asamblea General de las Naciones Unidas. Comité sobre una Jurisdicción 
Penal Internacional. Comentarios Recibidos por los Gobiernos só bre el Informe 
del Comité sobre una Jurisidicción Penal Internacional. 7~ Sesión, U.N. Doc. 
N2186 & U.N. Doc. A/2186/Add.1. 
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de la sociedad internacional sobre el establecimiento de una jurisdic­
ción internacional penal90• 

Fue en este momento cuando la AGNU decidió que sólo podría 
acometer su estudio una vez que la CDI húbiera presentado su pro­
yecto de código de delitos contra la paz y la seguridad de la humani­
dad, cosa que hizo al año siguíente91 • Sin embargo, como la AGNU 
había creado en el i1Zterim un nuevo comité esp~cial al margen de la 
CDI para que 'definiera el crimen de agr,esión, decidió posponer el 
estudio de los proyectos de código de delitos y de estatuto de una ju­
risdicción internacional penal hasta que dicho comité especial hubiera 
finalizado sus trabajos92, Para ello necesitarían casi veinte años. 

Al mismo tiempo, si bien en 1948 se habían aprobado la Deéla­
ración Americana de los Derechos y Deber~s del HOIi bre y la Decla­
ración Universal de Derechos Humanos, y en 1950 el Convenio Eu­
ropeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades 
Fundamentales de 1950, el. inicio de la Guerra Fría frenaría también 
el proceso de establecimiento de los sistemas universal y regionales 
de protección de los derechos humanos! que hoy en día conforman 

, 1 ¡ l J I ¡ 
los tpás de dos cIentos tratados internacionales incluidos en el código 
i? ternacional <le los derechos humanos (Villán Durán & Faleh Pérez, 
201~) (Cprtés Rodas, 2012) , Habría que esperar a que el proc~so de 
descolonización avanzase signi fi~ativamenté aprovechando la debili­
dad en que habían ,quedado las Potencias coloni~les euro'peas tras la 
Segunda Guerra Mundial y la simpatía que el mismo despertaba e~tre 
los EEUU y la URSS (que veían en el mismo una forma de evitar que 
antiguas grandes Potenoias como 'Reino Unido o' Francia volvieran a 
recuperar dirho estatus;, para que las demandas presentadas ante la 
sociedad internacional por los nu~vo's Estados independientes tuvie-

90 

" 

91 

Vid. Asambl~a General de las Naciones Unidas. Comité sobre 'tila Jurisdicción 
Penal Internacional. (1954). bIforme del Comité sobre tltta Jurisdicción Penal 
Internacional . 9a Sesión, Supplemento Núm. 12.-U.N. Doc. N2645. 
Vid. Asamblea General de las Naciones Unidas. Comité sobre un Código de 
Delitos contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad. (1954). Tercer Informe 
sobre mI Código de Delitos contra la Paz y la Seguridad de Id Humanidad. 93 

Sesión. U.N. Doc. AJeN.M85. I 

Vid. Asamblea General de las Naciones Unidas. (1954). Resolución 898 (IX). 
jurisdicción Penal /lItemacional. 14 de diciembre de 1954. . 
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ran su primer fruto: la aprobación en 1965 de la Convención para la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial93

, 

Finalmente, fue también duá nte este periodo que se hizo palpable 
la ineficacia de la norm~tiva que regulaba los conflictos armados, in­
cluyendo los cuatrd Convenios de Gin'ebnl que aC,ababan d~ ser apro-

I J H ~ .. ¡¡< o d' I 
bados en 1949, Así, si a principios del siglo XX solo el 5 Yo e as 
víctimas de los conflictos armados eran civiles, para comienzos de la 
década de 1960, superaba el 70% (Ashltr~m, 1991: 19) (Lindgr~~n, 
1989: 1990). ,Entre los factores que contnbuyeron a esta sltuaclOn, 
se encuentra, sin duda, el carácter asimétrico de. la gran may,o'ría de 
los conflictos armados que se dieron con posterioridad a la Segunda 
Guerra Mundial, lo que convertía a la pobla~ión civil en el ce~tro ,del 
conflicto, en lugar de dejarla al margen del mIsmo, La parte mas debll 
logística y operaciQnalmente ouscaba ,por todos los ?!ed,?s. nec~sanos 
(incluida la violencia) obtener el favor de la poblaclOn CIVIl, mIentras 
que la parte con mayor capacidad dirigía buena parte de sus opera­
ciones contra dicha población para, de esta manera, "quitar el apoxo" 
al enemigo, Ambas estrategias militares constituían en su esencia una 
violación flagrante de) principio de distinción como pilar básico del 
modernotDIH (CIRC 2010.)" I )1 

Otro factor que influyó en esta situación fue la continua califi­
cación como conflictos armados de éarácter noJinternacional de las 
guerras de independencia contra las Potencias coloniales (sit~lación 
Hue sería subsanada con el artículo 1(4) ~el Protocolo ,AdICIOnal I 
a los Convenios de Ginebra de 1977)94, aSI como .las mulnples con­
frontaciones cuya' principal fuerza motriz se encuentra fuera de los 
Estados afectados, Con ello se limitaba el ámbito de aplicacipn de la 
normativa y de los estándares d~ protecciÓn existentes (mucho más 
desarr'ollados en relación con los conlllctos armados internacionales) 

93 

I 

Asamblea General de las Naciones Unidas. (1965). Resolución 2106 A (XX). 
Cmwe"ciól1 para la eliminación de todas las formas 'de discrim;llació11 racial. 
21 de diciembre de 1965. En su artículo 14 establece el Comité contra todas las 
(onnas de Discriminación Radal, cuya competencia quasi-jurisdiccional para 
recibir quejas individuales ha sido aceptada por 88 Estados sobre un total de 
178 Estado Parte! . ¡-

Protocolo I I,4dicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protec­
ción de las víctimas de los copflictos armados internacionales. Aprobado el 8 de 
junio de 1977. Entró en vigor el 7 de diciembre de 1978. I 
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y se ha atribuía una mayor flexibilidad a los ,gobiernos para tratar au­
ténticos conflictos armados como si se tratara de asuiltos de orden pú, 
bliFo provocados por graves disturbios internos (Olasolo, 2014: 12). 

[1.10.3. El segundo periodo: 1961-1979 , 
El fenómeno de la descolonización provocó la progresiva incor­

poración a la sociedad internacional de 1I0s terceras partes de los Es­
tados que aotualmente la conforman. Esta situación generó la crea­
ci¡Sn 'del Mpvimiento 'de los Faíses No Alineados en la Conferencia de 
B~lgrado de 1961, que para la Cqnferencia de Argel de 19i73 había 
pasado de 28 a 75 miembros (Martínez Carreras,'1983: 5'25 et seq.). 
Así mismo, en el ámbito económico, en 1964 con motivo de 'la Pri­
n¡era Conferencia de las Naciones Unidas sobre,Comercio y Desarro­
llo (UNCTAD) celebrada en Ginebra, se produjo 'el 'nacimiento del 
llamado G-77, que negó a ser considerado como el fenómeno más 
importanteldel periodo de la posguerra, y que fue el auténtico motor 
detrás de la Resolución 3281 (XXIX) de 1974, en la que se apruena 
la Carta de Derechos y Deberes Económicos de los Estados como 
elemento central de un Nuevo Orden Económico Internacional (Mar-
tínez Carreras, ,1995)95. I 

Aprovechando su superioridad numérica en la AGNU, el Movi­
miento de los Países no Alineados y el G-77 trataron de introducir 
durante estos años cambios importantes en un Derecho internacional, 
creado en gran medida por las antiguds Estados coloniales, y que se 
les aplicaba s'in haber participado en su proceso de elaboración. Su 
emergencia se dejó ya notar en la introducción del derecho de libre 
determinación oe los pueblos, como manifestacióh de los derechos 
colectivos, en el primer artículo de los Pactos Internacionales de De­
rechos Económicos, Sociales y Culturales (1966)96, y Civiles y Políti-

95 

, 
" 

Asamblea General de las Naciones Unidas. (1974). Resolución 3281 (XXIX). 
Carta de Derechos y Deberes Económicos de Jos Estados. 12 de diciembre de 
1974. 
Asamblea General de las Naciones Unidas. (1966). Resolución 2200A (XXI). 
Pacto ,Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Pacto In­
ternaCional de. Derechos Civiles y Polfticos y Proeoco!o Facultativo del Pacw 
Internacional de Derechos Civiles y Polfticos. 16 (fe diciembre de 1966. El PI-
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cos97 , ambos aprobados conjuntamente por la AGNU, que otorgaron 
carácter vinculante a muchos 'de los derechos enunciados en la Decla­
ración Universal d~ Derechos Humanos y establecieron el Comité de 
Derechos Humanos y el Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y C':ulturáles para fiscalizar el grado de cumplimiento de los Estados 
parte .. 

Dos kños después, se celebraría en Teherán la Primera Con(erencia 
Mundial de los Derechos Humanos, en cuya resolución firtal, además 
de afirmar la naturaleza indivisible de los derechos humanos, se pro~ 
clamó que "[lJa Declaración Universal de Derechos 'Hum'anos enun­
cia una concepción común a todos los pueblos de todos los derechos 
iguales e inalienables de la familia humana y la declara obligator.ia 
para,)a comunidad inte'rnacional"'". Ese mismo año se aprobaría la 
Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y 
de Lesa Humanidad (1968) donde además de declarar la imprescrip­
tibilidad de ambas categorías de delitos, los Estados parte se compro­
metían a adoptar las medidas internas necesarias para hacer posiDle 
la extradición de los presuntos ~esponsables y no aplicar la normativa 
nacional relativa a la prescripción de la acción penal o de la pena". 

DEse entró en vigor el 3 de enero de 1976. 45 de los 161 EstaCios parte se han 
adherido al Protocolo Facultativo, en vigor desde el 5 de mayo de 2013, para 
atribuir competerlcia quasi-judidal sobre quejas individuales al Comité de De­
rechos Económicos; Sociales y Culturales, en\cuanto que órgano fiscalizador del 
cumplimiento por los Estados parte de las obligaciones contenidas en el PIDCP. 

97 Asamblea General de las Naciones Unidas. (1966). Resolución 2200A (XXI). 
Pacto Internacional de Derechos Económicos. Sociales y Culturales, Paceo In­
ternacional de Derechos Civiles y Políticos y Protocolo Facultativo del Pacto 
Internadonal de Derechos Civiles y Políticos. 16 de diciembre (le 1966. El PI- . 
DCP entró en vigor el 23 de marzo de 1976. 115 de los 169 Estados parte se 
han adherido al Protocolo Facultativo, en vigor desde el 23 de marzo de 1973, 
para atribuir competencia quasj.judicial sobre quejas individuales al Comité de 
Derechos Humanos, en cuanto que órgano fiscalizador del cumplimiento por los 
Estados parte de las obligaciones contenidas en el PIDep. 

98 Conferencia Internacional de Derechos Humanos.(1968). Proclamación de Te-
herán. 12 de mayo de 1968: párrs. 2. 4. 1 

99 Asamblea Genera l de las Naciones Unidas. (1968). Resolución 2391 (XXIII). 
Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crúuenes de Guerra y de los 
Crúuenes de Lesa Humanidad. 25 de noviembre de 1968. En'tró en vigor ell1 de 
noviembre de 1970.55 Estados se han convertido en Partes de esta Convención. 
Su artículo I dispone lo siguiente: "Los crúuenes siguientes son imprescriptibles, 
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Al año siguiente se aprobaba la Convención Americana de Dere­
chos Humanos (1969)1°°, que creaba la Corte IDH, cuya jurispru­
dencia en el ámbito regional a partir de finales de la década de 1980, 
junto con las resoluciones del Comité de Derechos Humanos, en el 
ámbito internacional, serían decisivas, como veremos en el capítulo 
VIPO', para determinar la naturaleza y contenido de las obligaciones 
de los Estados de inves,tigación, ,enjuiciamiento, sanción penal y repa­
r¡lción integral con respecto al genocidio, los crímenes de lesa huma­
nidad y los crímenes de guerra, 

En 1970, la AGNU aprobaba la Resolución 2625 (XXV), donde se 
desarrollan los principios de Derecho internacional referentes a las re­
laciones de 'amistad y a la cooperación entre los Estados de conformi­
dad con la Carta de las Naciones Unidas, En la misma, se desarrollan 
principios esenciales para el Movimiento de los Países no Alineados y 
el G-77, como los de igualdad soberana, igualdad de derechos y libre 
determinación de los pueblos, prohibición de; uso de la fuerza en las 
relaciones internacionales, resolución de las controversias por medios 

100 

101 

cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido! a) Los crímenes de guerra 
según la definición dada en el Estatuto del Tribunal Militar Imernacional de 
Nuremberg, de 8 de agosto d,e¡ 1945, y confirmada por las resoluciones de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (1) de 13 de (ebrero de 1946 y 95 
(1) de 11 de diciembre de 1946, sODee todo las "infracciones graves" enumeradas 
en los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 para la protección de las 
víctimas de la guerra; b) Los crímenes de lesa humanidad cometidos tanto en 
tiempo de guerra como el} tiempo de paz, según la definición dada en el Estatuto 
del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, de 8 de agosto de 1945, y 
confirmada por las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 
3 (1] de 13 de lebrero de 1946 y 95 (1] de 11 de diciembre de 1946, así como la 
expulsión por ataque armado u ocupación y los actos inhumanos debidos a la 
política de apartheid y el delito de genocidio definido en la Convención de 1948 
para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio aun si esos actos no 
constituyen una violación del derecho interno del país donde fueron cometidos". 
Vid, también artículos 1, III Y N I 
Aprobada el 22 de diciembre de 1969 en San José de Costa Rica, entró en vigor 
el 18 de Julio de 1978, estableciendo la Corte Inter-Americana de Derechos 
Humanos, cuya jurisdicción contenciosa en materia de quejas individuales ha 
sido aceptada eh la actualidad por 22 de los 35 Estados que son miembros de la 
Organización de Estados Americanos, 
Vid infra capítulo VII, secciones VII.3.2,2, y VlI.3,2,3. 
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pacíficos y no intervención en los asuntos que son de ,la jurisdicción 
interna de los Estados102, 

Tres años después, en 1973, se aprobaba la Convención contra d 
Apartheid, en cuyo artículo 5 se hacía referencia a ~na futura ]UrlS­

dicción internacional penal que conocería de cualqUIera de los actos 
enumerados en el artículo 2 de dicha convención lO3 , Al año siguiente; 
y tras veinte años de negociación, los miembros del comité especial 
para la definición del crimen de agresión se pusieron finalmente de 
acuerdo sobre sus elementos y presentaron a la AGNU un proyecto 
que fue aprobado en la Resolución 3314 (XXIX), 

La aprobación semanas después de la Resolución 3281 (XXIX) 
de la AGNU sobre la Carta de Derechos y Deberes Económicos de 
los ,Estados marcaría el punto de inflexión del Movimiento de los 
Países no Alineados y el G-77, Para entonces ya estaba en marcha la 
Conferencia Diplomática convocada por, el CICR en Ginebra sobre 
la reafirmación y el desarrpllo del DIH en los conflictos armados, 
que culminada tres años después con la aprobación, ante el constante 
incremento de las víctimas civiles en los conflICtos armados, de los 
dos Protocolos Adicionales a los Convenios de Ginebra 10" donde se 
definen como, crímenes de guerras las infracciones graves del PA I 
contenidas en su artículo 85, y se imponen a todos los Estados Parte 
un deber general de persecución penal de las mismas o de extradición 
y auxilio judicial a otros Estados parte (~rtíc~lo,s 86 y 88 del PA 1), lo 
que, a la luz de los dispuesto en los Convel1los de Gmebra, se puede 

102 

( 

103 

IOj 

" 
~ 

Vid, A!.mblea General de las Naciones Unidas, (1970], Resoluci6n 2625 (XXV), 
Declaración sobre Jos prj"cipiós de Derecho internaciohal rerere,hes a las rela­
ciolles de m,nistad y a la cooperaciqn entre los Estados de collronllida~ c~n. la 
Carta de 19s Naciones Unidas , 24 d~ octubre de 1970, Ju.~t.o a 10s.pr~~IBloS 
arriba mencionados, también se desarrollan en esta resol~clon . los pnnClplOS de 
cooperación internacional y cumplimiento de las obligaCiones de buena fe. 
Asamblea General de las Naciones Unidas. (1973). Resolución 3068 (XXVIII). 
COIwención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apar-
theid, 30 de noviembre de 1973. \ . 
¡Protocolo I Adicional a los Convenios de G¡',ebra de 1949 relatIVO a la protec­
ció,: de las víctimas de los cmlflictos armados internacionales;' y Protocolo II 

IJIA'dici01zal a los COI/venias de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los 
conflictos armados 110 ¡',ternaciollaJes, IAmbos aprobados ¿18 de junio"de 1977 
yen vigor desde el 7 de diciembre de 1978. 
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interpretar como una extensión del ámbito de aplicación material del 
principio de jurisdicción universal (Pignatelli y Meca, 2003). 

La aprobación en 1979 de la Convención para la Eliminación de 
'Todas las ¡¡armas de Discriminación contra la Miljer lOS, completaría 
dos años después el notable desarrollo del DIDH Y del DIH durante 
este periodo intermedio de la Guerra Fría. 

11.1 0.4. El tercer periodo: 1980-1989' 

. El progresivo debilitamiento económico y político de la URSS, y el 
tnunfo del modelo neoliberal tras las sucesivas crisis económicas su­
fridas en la década de 1970 por el capitalismo keynesiano, marcaron 
la década de .1980, que finalizaría con la caída del muro de Berlín el 
10 de noviembre de 1989 y el rápido desmoronamiento' del bloque 
soviético, incluida la propia desintegración de la URSS a finales de 
1991. Ante el cada vez más palpable desequHibrio de poder en ambos 
bloques, el Movimiento de los Países No Alineados y el G-77 comen­
zaron a perder la fuerza que ha bían manifestado en la década ante­
rior, .viéhdose incapaces de hacer frente a la imposición de un' nuevo 
moaelo de capitalismo neo'liberal que afectaba a las bases mismas del 
Nuevo Orden Económico Internacional proclamado en 1974 (Hows-
baum, 1998: 401 et seq.) t 

En este n llevo contexto, los proyectos de código de delitos y es­
tatuto de una jurisdicción internacional penal, que parecían ver des­
pejados finalmente sus caminos tras la aprobación de la definición 
del crimen de a.gresión en 1974, no observaron avance ninguno. De 
hecho, hubo que esperar hasta 19~1 para que, debido a las fuertes 
presiones de un buen número de Estados y de ONGs la AGNU vol-. . ' 
vIera a otorgar a la CDI el mandato para que revisara lo que hasta 
entonces se habí~ h~cho en relación con el código de delitos contra la 

, I 
lOS 

, I 

Asamblea General de las Naciones.Ynidas. (1980). Reso!uc;ión 34/180. Conven­
ción sobre la elith jllación de todas las formas de discriminación colltra la mujer. 
18 de diciembre de 1979. Entró en vigor el3 de septiembre'de 1981. 108 de los 
187 Estados parte se han adherido al Protocolo Facultativo, en vigor desde el 
~2 ~~¡diciembre de 2000, para atribuir competencia quasi-judicial sobre quejas 
mdlvlduales al Comité para la Exclusión de todas las formas de Discriminación 
contra la Mujer. 
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paz y seguridad de la humanidadlo6• Sin embargo, al año siguiente!07, 
para sorpresa de muchos, quedó claro que la CDI no se estaba limi­
tando a revisar el código de delitos de 1954,'sino que estaba iniciando 
prácticamente desde cero la elaboración de un nuevo código lde deli­
tos (Ba'ssiouni, 1999b: 19). De ahí que, en los siete años siguientes, el 
único adelanto destacable que se hizo fue la sustitución en 1988 del 
término "delitos!1 por el de "crímenes"lOS, 

Por su parte, en 1979 el Comité Ad Hoc para Sudáfrica de las 
Naciones Unidas solicitó a los profesores Bassioun'i y Derby que 
preparasen un proyecto de estatuto para el establecimiento de una 
jurisdicción internacional penal conforme al a,tículo 5 'de la Con­
vención contra el Apartheid. Sin embargo, obstáculos de carácter po­
lítico impidieron, una vez más, que dicho proyecto pudiera prosperar 
(Bassiouni & Derby, 1981: 523 et seq.). Del proyecto de estatllto de 
una jurisdicción internacional penal, no se escucharía hablar de nuevo 
hasta la década siguiente. I 

Tampoco en el campo del desarrollo del DIDH Y del DIH la última 
década de la Guerra Fría' fue particularmente prolija, destacando ~n el 
ámbito universal la mencionada aprobación de la Convención contra 
la Tortura lo" que en su artículo 5 extendía expresamerlte la aplica­
ción del principio de jurisdicción universal al establecer que" [todo 
Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para establecer 

106 Asamblea General de las Naciones Unidas. (1981). Resolución 36/106 (XXX­
VI). Proyec.to de Código de Delitos cofttra la paz y Seguridad de la Humanidad. 
10 de diciembre de 1981. , 

107 Vid. Comisión de Derecho Internacional. (1982). Juforme de la Comisión de 
Derec.ho JlItern'acional: 34° periodo de sesiones. Suplemento 10. U.N. Doc. 
Al34110. I , 

108 Vid. Comisión de Derecho Internacional. (1988). ¡"forme de la Com;s;ó1' de De­
recho J"ternacional: 40° periodo de sesj~mes, Suplemento Núm. 10. U.N. Doc. 
Al40/10. 

109 Asamblea General de las Naciones Unidas. (1984). Resolución 39/46. Conuell­
ció" coutTa' la Tortura y Otros Tratos)' Penas Crueles. IlIhumallos)' Degradm,­
tes. 10 de diciembre de '1984. Entró en vigor el 26 de junio de 1987. 72 de los 
154 Estados parte han realizado una declaración conforme al artículo 22 de la 
Convención para atribuir competencia qu~si-judicial sobre quejas individuales 
al Comité de Contra la rrortura, en cuanto que órgano fiscalizador del cumpli­
miento por los Estados parte de las'obligaciones contenidas en la Convención 
contra la Toétura y Otros Tratos o Penas Grueles, Inhumanos o Degradantes. 
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su jurisdicción sobre estos delitos en los casos en que el presunto de­
lincuente se halle en cualquier territorio bajo su jurisdicción y dicho 
EStado n'o conceda la extradición [ .. ,]" , Por su parte, en el ámbito 
regional se aprobó la Carta Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos (1981), que creaba la Comisión Africana de Derechos Huma­
nos como órgano fi~calizador de su cumplimiento 110, 

1 

I 1, ! 

11.11. EL PERIODO 1990-2010: LA CREACIÓN 
Y PUESTA EN MARCHA DE NllEVOS TRIBUNALES 

INTERNACIONALES PENALES Y TRIBUNALES 
I HíBRIDOS 

JI.11.l. El contexto 
r 

El rápido desmoronamiento de la URSS y del bloque soviético, 
unido a la creciente debilidad qu~ el Movimiento de los Países No Ali­
neados y el G-77 habían mostrado en la ,década de 1980, dieron paso 
a un,a d~.cada de dqminio global de la única superpotencia que había 
sobrevivido la Guerra Fría y de sus aliados de la OTAN, que algunos 
llegaron incluso a calificar como "e! fin de la historia ~ (Fukuyama, 
1992), si bien como Howsbaum (1992: 568) subraya la ¡nundializa­
ción de la economía desde los años 1970 y la paulatina pérdida de 
poder de! Estado-nación, ponía en cuestión e! alcan~e de dicho domi­
nio, generando una sociedad internacional política y económicamente 
mucho más inestable de lo que algunos estaban dispuestos a conceder, 

En cualquier caso, lo cierto es que la última década del siglo XX 
se inició con la mayo'r "exhibición" (le fuerza militar jamás realiza­
da en la historia reciente, El impresionante despliegue militar, y e! 
enorme daño infringicjo en Iraq durante la Operación "Tormenta del 
Desierto", estaba destinado a enviar un claro mensaje a los miem­
bros de la sociedad internacional sobre la tecnología militar de la que 
Iqs EEU U disponía, y sobre su resolut ión a recurrir 'a la misma si lo 

1\0 Aprobada el 27 de julio de 1981 en Banjul (Gambia), entró en vigor el 21 de 
octubre de 1986, estableciendo la Comisión Africana de Derechos Humanos. 
En1998 se aprobó el Protocolo Adicional para la creación de la Gorte Africana 
de Derechos Humands, .que entró en vigor el 2S de enero de 2004. 

Capítulo n, La encrucijada del derecho internacional penal... 119 

estimaba necesario para salvaguardar sus intereses estratégicos (Gar­
cés, 2012: 232-236), Algo parecido había ocurrido ya en 1945 con 
el lanzamiento de las bombas atómicas sobre Hiroshima y Nagasaki 
(Garcés, 20p: 272), 

Donde, sin embargo, se observa una marcada diferencia entre la 
Guerra Fría y e! período posterior a esta es en la búsqueda de una 
justificación jurídica al recurso a la fuerza armada y a las operaciones 
de desestabilización, que, hasta entonces, encontraban su única fuente 
de "legitimación" en la imperante lógica de la necesidad política, Solo 
ante la hipótesis de una 'posible agresión nuclear con efectos devasta­
dores para e! Estado agredido ,se había recurrido durante la Guerra 
Fría a una interpretación más amplia del concepto de legítima defensa 
recogido en la Carta de las Naciones Unidas, a los efectos de incluir 
aquellos casos de "at'aques inminentes", además de los "actuales" 
(Diez de Ve!asco, 2009: 1048-,1049). ' , 

No obstante, en el nuevo escenario aparecido al final de la Guerra 
Fría, las razones de necesidad estratégica ya no bastaban por sí solas, 
Es por ello que el periodo 1990-2010 ha presenciado los esfuerzos 
conjuntos de numerosos funcionarios gubernamentales y a'cadémi­
cos por encontrar fórmulas jurídicas que extendiesen los supuestos 
fácticos en los que e! Derecho internacional autoriza el ,ecurso a la 
fuerza armada. El concepto de "intervención hum~nitaria " (acuñado 
en la década de 1990 Iy reemplazado en los años siguientes por el de 
"responsaBilidad de proteger"), y las elaboraciones sobre la "legítima 
defensa preventiva" y la "guerra contra el terror" (desarrolladas tras 
el atentado de! 11 de septiembre de 2001 en EEUU), son resultado de 
estos esfuerzos (Remiro Brotóns et al., 2007), 

Es por ello que no resulta sorprendente que e! final 'd~ la Guerra 
Fría no supusiera una reducción tan significativa como se esperaba 
de! número de conflictos ar'mados, como lo muestra el hecho de que 
en el año 2011, se seguían registrando casi cien conflictos armados, 
de los que 35 pod{an considerarse de intensidad alta o media (Upp­
sala Conflict IData Program & Peace Research Institute Oslo, 2014), 
Así mi'smo, e! fin de la Guerra Fría tampoco provocaría el cese de la 
dinámica de operaciones de los servicios de inte!igen'cia para desesta­
bilizar los gobiernos no afines de terceros países (Olasolo 2014: 13), 
Esto ha ido unido también a un constante incremento en e! porcentaje 
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11.11.2. La década dorada de los tribunales internacionales 
penales: 1992-2002' , 

, 
Tras la aprobación de la Convención sobre los Derecho$ del Niño 

(1989)115 y la Convención para la Protección de los Derechos de los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (.1990)"6, la década de 
1990 sería testigo de suce~ivas , conferencias internacionales sobre dis­
tintos aspec~os del, DIDH, eptre las que cabe mencionar: (i) la Cumbre 
Mundial en Favor de la Infancia (Nueva York 1990); (b) la Conferen, 
cia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
(Río de laneiro 1992); (iii) la Conferencia Mundial so~re Derechos 
Humanos (Vie1)a 1993); (iv) I~ Conferencij\. Internacional sobre la 
Población y el Desarrollo (El Cairo 1994); (v) la Cumbre Mundial 

" , s'lbre Desarrollo Social (Copenhague ,1995); (vi) la Cuarta Confere,:-
cia Mundial sobre la Muj¿r (Pekín 1995);(v) la Segunda, Confer~ncia 

( f r" f . ¡ '( 
de las Naciores Unidas sobre ,Asentami~ntos Huma'l0s (Estambul 
1996); Y (vi) la Cumbre Mundial sobre la Alimentayión (Roma 1996), 
Además, s~ celebraron otros encuentros auspiciados~p~r las J',¡aciones 
Unidas con una participación más limitada de Estados o d~ ONGs, ta­
les como: (vii) la Conferencia Mundial sobre el Desarrollo Sostenible 
de los Pequeños Estados Insulares en Desarrollo (Bridgetown 1994); 
(viii) la Conferencia Mundial sobre la Reducción de los Desastres Na­
turales (Yokohama 1994); (ix) el Noveno Congreso 1:Ie las Naciones 
Un,idas sobre rrevención del D~lito y el Tratamientb del Delincuente 

ps 
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, 
Asamblea General de las Naciones Unidas. (1989). Resolución 44/25. Conven­
ción de los derechos deluifío. 20 éJe noviembre de 1989. Entró en vigor el 2 de 
septíembre de 1990. 50 de los 194 Estados parteJse han adherido al Tercer Pro­
tocolo Adicional a la Convención de los Derechos del Niño sobre Procedimiento 
de Comunicaciones,Pen vigor desde el 14 de abril de !2.014 para atribuir compe­
tencia qua si-judicia l sobre quejas individuales al Comité para los Derechos del 
Niño. en cuanto que órgano fiscalizador del cumplimiento por los Estados parte 
de las obligaciónes contenidas en la Convención de los Derechos del Niño. 
Asamblea General de las Naciones Unidas. (1990). Resolución 45/158. COl1vell. 
ció" sobre la protección de los derecnos de todos los trabajadores migratorios y 
de sus familiares. 18 de diciembre de 1990. Entró en vigor' e1 ,1 de julio de 2003. 
No se handlegado todavía a las 10 declaraciones necesarias para. conforme al 
artículo 7r7 de la Convención para la Protección de los Trabajadores Migrantes 
y sus 'Familiares. el Comité para la Protección de los IT'rabajadores Migrantes 
pueda asumir competencia quasi·contenciosa por quejas individuales. 
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(El Cairo 1995); Y (x) la Noven~ C:;onferencia de las Naciones Unidas 
sobre Comereio y Desarrollo (Midrand, 1996) (Sal~lOh? 20,0~: 3), Es 
en este contexto, que culminaría con la Conferenc1a D1plom~t1ca de 
Plenipotenciarios de las Nacione's Unidas sobre el Establec1mlenW ~e 
una Corte Penal Internacional. (Roma 1998), en el q~e se producma 
la era de mayor florecimiento de la justicia' internaclOnal penal con 
la creación del TIPY (19,93), el TIPR (1994), la GPI (1998), las Salas 
Especiales de Crímenes Graves en Timar Ori~ntaIl (2000), las Salas de 
la Norma 64 en Kósovo (2000) y la GESL ~2002), , 

Sin embargo, no todos lbs esfuerzos reaÚ~ados durant~ estos años 
culminaron de manera positiva, como lo muestra la desafortunada 
historia del proyecto de código de crímenes contra la paz ylla 'segun­
dad de la humanidad. En este sentido, cohviene recordar '!,ue a part~r 
de 1990 la COI aceleró sus tnibajos, de modo que un a,no despues 
presentaba ante la AGNU su primer nuevo proyecto de COd1g0 desde 
I I b ado en 1954117, Las fuertes críticas recibidas al nuevo texto, e e a or , " O 

hicieron que la GOl se tdmara cinco años para su ,reV1SlOn, " e esta 
manera en 1996 cuarenta y siete años desp4és de la ResoluclOn 174 
(II) de ia AGNV, la (SJj)1 sometía a consideración d~ la AGNU un 
nuevo pr oyecto ¡ evisado de cótligo de crímen¿s contfa la p~z Y, ~egu­
ridad de la humanidad"", Para entonces, sin embargo, la atenClp n de 
la AGNU estab~ ya,puesta en el ayanzado prpceso de elaborac1qn del 
ECPI por lo que la consideración del nuevo proyecto p~esentado por 
la COI no Ise vio como u'na prioridad', Lo triste de la h,stona es que 
hoy veinte años'después de su p¡esentación, el proyecto de código de 

' ! d' d crímenes de 1996, sigue pen lente e examen. " 

Como ya hemos avanzado, el Proyecto de c,:eaci~~ de un~ jurisdic­
ción internacional penal corrió mejor suert,e. ¡\oSl, c~and? nadie lo espe­
raba a finales ae 1989"en el marco de una sesión especial de la AGNU 
s~br~ el problema del narcotráfico" Trinidad y Tobago propuso ~rear 
una Corte Penal Internacional' esp,eclahzada en la lucha co~tra el trafico 

117 

118 

" 

Comisión de Derecho Internacional. (199(1). bIforme ell Sil 430 periodo de sesio­

,zes. Session. U.N. Doc~ A/46110. o . d d 
Vid. Comision de D!!recho Internacional. (19~~). 1IIfor~lI.e en su 48 perla o e 

, S' U N i Doc A/51/10 'Vid tamblen. Comlslon de Derecho Interna-sesIOnes. esslOn.. . . S 'd d d 
ciona!. (1996). ¡'Qódigo de Crímenes Internacionalés contra la Pa~ y eguII a e 
la Humanidad/'. En A"ltario de la Comisió" de Derecho InternacIOnal. Vol. 1996. 
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de drogas. En respuesta a esta propuesta la AGNU solicitó de.la COI 
un i"forrpe sobre el establecimiento dé una Corte Penal Internacional 
con juúsdicción sobre delitos de narcotráfico" 9• Al año siguiente, la 
CDI presentó su informe a la AGNUI20. A pesar de que dicho informe 
no se limitaba a los delitos tle narcotráfico, tuvo una buena acogida por 
la AGNU, lo que animó a la COI a' trabajar en mi' proyecto general de 
Estatuto de una Corte Penal Internacional que fuese mucho más allá 
de la idea original de crear una corte exclusivamente especializada en 
delitos de narcotráfico,' para atribuirle también jurisdicCión sobre los 
crímenes de los que ya habían c\lnocido los Tribut¡ales de Nuremberg 
y Toki~ (crímenes corltra la paz, crímenes de gue~ra, crímenes de, lesa 
humamdad y, ahora como categoría aut.ónoma, el genocidio). 

Al ' " ' 1 ' mIsmo tIempo que a 0 DI e/abor.aba su proyecto de estatuto, el 
cSl¡'lVf en ~u Re~0lución 780,de i99212~, disponía, por primera véz 
en su hlstori~.' la creación delllna comisión de expertos para investigar 
graves vIOlacIOnes del OIH. Meses después, impulsado en gran medio 
da por los trabajos de dicha comisión 122, el CSNl!J\ en su,Resolucióf¡ 

" (" I I 
,r 

) . 1 '" J '" Asa.~blea ,peneral de las, Naciones L¿,mdas: (19~9) . Re~olpci6n 44/~9. Respoll-
, sabtl,da{l penal InternaCIonal de las personasj)' entidades qlle participml ell el 't' 'fi '/,· 1 '1. j • d ' . , 

ra co I ~Clto trans,rollfertzo e estupefacIentes)' ell otras actividades delictivas 
t~~n~J~qciollales.! cr~aciólll de f.l1~ tribullal peltal intemqciol al que fe'nga j'frisdic­
CIOII sobre esos 4elltos f4 (le diCiembre de11989. En su párrafo primero, la Asam­
blea ~ene~al: "Pide a, la Comisiór;t ~e 'perfcho Ipternacional que, al examinar en 

1 su 42 penado de seSIOnes el tema titulado "Proyecto de código de crímenes con­
tra la páz y\ la seguridad de la hu rri.a~ idad" , se ocupe d~ I~ cue; tión del establ~cer 
un tribunal penal internacional u otro mecanismo de justicia penal internacional 
ql~e tengil jurisd'c<jión sobre la ~ personas que presuntamente hayan cometido 

I cnm.eot¡s, quetP,ued.an se; ,ti~ificados ,en dic~p cqdig9' inclu,~das las personas qu~ 
( pa,rt~clpen e~ el .~:afico Illcl~o. tr~nsfron,t~nzo de ~stupef~cientes, y ?ue ~edique 

partIcular atencIOn a esta ultima cuestlOn en su mforme sobre ese periodo de 
sesiones". AdeniásJ en su párrafo tercero, la Asamblea General ,Jdecide estudiar 
la posibilidad de crear un t,ribunal penal internacional u otro mecanismo de 

120 

jus~icia penal int~rnaci~nal de esa índole en s~ cuadragésimo quinto período d'e 
seSIOnes al examinar el mforme de la üomisión de Derecho Internacional". 
Comisión de Derecho Internacional. (1990). Informe en su 42° periodo de sesio-

'21 

122 

nes: Session. UN. Doc. A/45/JO. I 

Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Resolución 780. Yugoslavia. 6 de 
octubre de 1992. 1 f I 

~omisión de Ex~ertos Es~ablecida por la Resolución 780 del Consejo de Segu­
nda? de las NaCIOnes Urudas. Informe Final de la Comisión de Expertos Esta­
bleCIda conforme a Id Resolución 780 del Conse;o de Seguridad de las NaCiones 

Capítulo n. la encrucijada del derecho internacional penal... 125 

827(1993)123, creaba el primer Tribunal Internacional Penal desde 
la creaCión del TMI Y del TMILO al término de la Segunda Guerra 
Mundial. Su misión sería el enjuiciamiento de las personas responsa­
bles de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra 
cometidas en el territorio de la antigua Yugoslavia desde 1991. 

Por su parte, el 1 de julio de 1994, el CSNU, mediante s~ Res?I~­
ción 935124, creaba una nueva comisión de expertos para mvesttgar 
las graves violaciones del DIH y el delito de genocidio que presunta­
mente se habían cometido en el territorio de Ruanda y en el de sus 
Estados fronterizos durante la primavera 1Ie 1994. Una vez' más, des­
pués de que la comisión de expertos emitiera su informe125, el CSNU, 
mediante Resolución 855, de 8 de noviembre de 1994126, creaba un 
nuevo Tribunal Internacional Penal con jurisdicción para enjuiciár a 
las personas responsables de genocidio, crímenes de le~a h~manidad y 
crímenes de guerra cometidoS durante 1994 en el terntono de Ruan­
da, y por nacionales ruandeses en sus Estados fronterizos. 

Los graves acont~cimientos producidos desde enero de 1991 en el 
territorio della antigua Yugoslavia y desde abril de 1994 en Ruanda, y 
la creación por el CSNU de las dos comisiones de expertos Y'del TIPY 
y el 'fIPR, fueron sin duda un elemento decisivo pa~'a que muchos go­
biernos comenzaran a apoyar la idea del establecImiento de una Corte 

l23 

12. 

I2S 

126 

U1Iidas. (1994). U.N. Doc. 5/1994/674 (1994); Y A1Iexos al b,forllle Filial, 24?e 
mayo ae 1994. U.N Doc. 5/1994/674 (1994). 50bre los trabajos de la ComlS,on 
de Expertos, vid. BA5510UNl1994,,784 el seq. .. . 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. (1993). Resc;>luclOn 827. Jhb/mal 
lex Yllgoslavia). 25 ~e mayo de 1993. . . , 
Consejo oe Seguridad de las NaCIOnes U~ldas. (1994). Res~lucIOn ~~5. ~sta­
blecer tilla Comisión de Expertos imparcial para que examme las vlOlaCI?Il~S 
graves (le/ ,Derecho Intemaci01wl Humanitario cometidas en Rlla"da. 1 de Julio 
de 1994. ( . d 
Comisión de Expertos Establecida conforme a la Resolución 935 del ~onseJo e 
Seguridad.) TI/forme Preliminar de la Comisión de Expertos Est~bleclda cOllf~r­
me a la Resaludó" 935 del Coltse;o de Seguridad. 1 de octubre de 1994. Vid. 
también Informe Fi1lal de la COflÚS;ÓIl de Expertos Establecida conforme a la 
Resolución 935 del COllse;o de Seguridad. 9 de diciembre de 1994. U.N. Doc. 
5/1994/1405 (1994). . . 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Resolución 85~. Establewmellto 
de mI 1fribwwl bltemaci01JaI y aprobación del Estatuto del Tnb,mal Pe,ml blter-
nacional. 8 de Noviémbre de 1994. \ 
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Penal Internacional de carácter permanente sobre la base del proyecto 
de estatuto de la CDI, que nada tenía que ver con la idea originaria 
de una corte especializada en la lucha contra el narcotráfico (Kirsch 
& Oosterveld, 2001: 1141 et seq.). De hecho, fue apenas tres meses 
después de la creación del TIPR, que la AGNU creó un comité ad hoc 
cuyo mandato era el de "revisar los principales temas sustantivos y 
administrativos que surgen del proyecto de estatuto preparado por la 
CDI y, a la luz de la revisión, examinar los arreglos para la convoca­
tona de la conferencia internacional de plenipotenciarios" 127. 

El comité ad hoc descubrió que las diferencias entre los distintos 
Estado~ eran todavía notables y que, por tanto, quedaba aún un lar­
go cammo por recorrer antes de que pudiera atisbarse la posibilidad 
de un acuerdo sobre el proyecto de estatuto. Las cuestiones relativas 
al ~leance y activación de la jurisdicción de la CPI, así como sus re­
laCIOnes con las jurisdicciones nacionales y con el CSNU marcaban 
las principales diferencias (Yáñez Barnuevo & Escobar Hernández 
2004). ' 

Además, los cinco miembros permanentes del CSNU veían con 
gran recelo, sino con oposición, la creación de una CPI que pudiera 
en alguna manera afectar a las competencias del CSNU en la deter­
minación y tratamiento de las amenazas y quebrantamientos a la paz 
y los actos d~ agresión (Bergsmo & Pejic, 1999: 374,375). Este re­
celo, no fue,.sm embarg?, capaz de paralizar las negociaciones, como 
habla ocumdo en ocaSIOnes anteriores, sino que en un contexto de 
conferencias internacionales de derechos humanos y establecimien­
to de tribunales internacionales penales, se formó una coalición de 
"Países Amigos" (Unión Europea y una buena parte de países de la 
Comrnonwealth, América Latina y África), que junto con las cientos 
(lueg? .~,les) de organizaciones no gubernamentales agrupadas en la 
C?ahclOn de .ONGs por la CPI, promovieron la continuación de las 
mIsmas (BasslOuni, 1999b: 31 et seq.). 

Tras. dos años de incesantes negociaciones, que llevaron a un 
progresIvo. cambio de posición de dos de los integrantes del CSNU 
(Remo UnIdo y Francia) (Lee 1999: 1-20), se convocó la Confe-

127 
Asamblea General de las Naciones Unidas. Resolución 49/53. Establecimiento 
de una Corte Penal Internacional. 17 de febrero de 1995. 
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rencia Plenipotencia de Roma 128, que finalizaría el 17 de julio de 
1998 con la adopción del Estatuto de la CPI por 120 votos a favor, 
7 votos en contra (incluyendo a China, EEUU, India e Israel) y 21 
abstenciones (incluyendo a Indonesia, México, Paquistán, Rusia 
y Turquía) (Bassiouni, 1999b: 40) (Brown, 1~99: 856)129. Cuatr,o 
años después, el 1 de julio del 2002, entrana en vIgor, despu.es 
de que en abril de ese mismo año Bosnia-Herzeg;:,vina, Bulg~na, 
Camboya, RDC, Irlanda, Jo~d~,nia, M~ngoha, Nlger, Ru~anla y 
Eslovaquia depositaran las ultimas ratIficacIOnes necesan~s para 
aleanzar las sesenta que 'el artículo 126 del ECPI requena a tal 
efecto. I 

De esta manera, se establecía un mecanismo permanente para la 
declaración y ejecución de la responsabilidad internacional penal d,e 
quienes incurrieran a partir del 1 de julio de 200~ en genOCIdIO: cn­
menes de lesa humanidad y crímenes de guerra (asl como en el cnmen 
de agresión una vez que fuera definido), y en particular de aquellos 
dirigentes que, desde el poder estatal, o no estatal, planearan, pro­
movieran o favorecieran con sus acciones u omisiones el desarrollo 
de actos de violencia que fueran constitutivos de estos delitos (Yáñez 
Barnuevo, 2001: 42). 

El carácter complementario de la CPI no sólo no afectaba esta 
conclusión, sino que la reforzaba, al atribuir a dicho órgano juris­
diccional, la función de (i) recordar a los Estados parte sus deberes 
de investigación, enjuiciamiento y sanción penal, de. los responsab~es 
de crímenes de ¡l/S cogens (asÍ como de reparaclOn mtegral a las VIC­
timas); (ii) incentivarles en el cumplimiento de dichas obligacio~:,,; 
y (iii) asumir dicho cumplimiento cuando comprobase l~ maCClon, 
la falta de disposición o la falta de capaCIdad de los propIOS Estados 
parte (El Zeidy, 2008: 157-158). 

A raíz del rápido proceso de ratificación del ECPI, incluso la ad­
ministración Clinton cambió su posición, y EEUU (junto con Israel 
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Comité Preparatori: de la Corte Penal Internacional. (1998) . ¡n(orme Fi,,?l del 
Comité Preparatorio para el Establecimiento de tina Corte Penal InternaCIOnal. 
14 de abril de 1998. U.N. Doc. 183/2/Add. 1. . 
La Corte Penal Internacional fue creada por el ECPl aprobado en la ConferenCia 
Diplomática de Roma el1? de junio de 1998. Los documentos oficiales de la Con­
ferencia Diplomática se encuentran en UN Doc AlCONF.183/13 (Vols. 1 a IlI). 
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e ,Irán) presentaron la firma del ECPI el último día en que se po­
d~a reahzar, (31 de diciembre de 2000). Todo esto se producía 130 
anos des pues de que Gus:av Moynier hubiera propuesto por primera 
vez en Gm~bra la, creacl?n de una jurisdicción internacional penal, 
y transcurridos mas de cmcuenta años desde que la Resolución 174 
(III), encargara a la COI el estudio de su establecimiento. 

11.11.3. L.os trabajos del TIPY-Y, el TIPR y las difíciles condi­
ctoltes que marcaron el inicio de la actividad de la 
ePI en la primera década del siglo XXI 

No fueron ~áciles los comienzos para el TIPY. El conflicto arma­
do se prolongo en la ex Yugoslavia hasta la firma de los Acuerdos 
de Dayt?n (EEUU) el 21 de noviembre de 1995 entre la República 
de Bosma y Herzegovma, la República de Croacia y la República 
Federal de Yugoslavia 130. Posteriormente, como ha señalado la ex 
FIscal ~el TIPY Carla del Ponte (2008), la falta de cooperación de 
la Re~ubhca de Croacia y de la República Federal de Yugoslavia, 
genero una gran dep~ndencia del TIPY de los Estados, en particular 
de aquellos pertenecIentes a la OTAN, para poder llevar a cabo sus 
funCIOnes, al no poder operar sin su cooperación (Vilmer 2010· 99-
109). De esta manera, si bien los primeros casos conten~iosos ~on­
tra autores materil~~es serían finalizados en primera instancia entre 
19~7 (caso Tadl~) y 2000 (casos Kupreskic et (//. y Blaskic)132, no 
s~na hasta la pnmera década del siglo XXI que el TIPY desarrolla­
n~ la mayo: 'parte de sus trabajos (en particular, con respecro a los 
mas altos dmg~ntes y mandos medios), habiendo finalizado casi por 
completo los mIsmos con respecto a las ciento sesenta y un personas 
acusadas para la fecha de su último informe el 16 de noviembre de 

130 

'" 132 

Acuerd,o ~arco General para la Paz en Bosnia y Herzegovina. Acordado or 
~ :ep~~hca de Bos~ia y Herzegovina, la República de Croacia y la Repúbf¡ca 
de era e YugoslavIa en Dayton (Ohio) el 21 de noviembre de 1995 Firma 

b~"e1~g;~?~IO~~I~:dd~~;~~:bre de 1995. Disponible en: htlPd/www.~sce.or~ 
TIPY (SPl], The Prosecutor v DuskoTadic,]udgment, lT-94-1-T, 7 d~ mayo de 1997. 
TIPY (SPll, The Prosecutor v TlhonllI Blaskic ]udgment lT 95 14 T 3 d de 2000. ,. - - -, e marzo 
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2015 (sólo cuatro juicio orales y tres apelaciones de fondo permane­
cían entonces pendientes)I". 

La situación fue inicialmente más favorable en relación con el 
TIPR, 'puesto que una buena parte de los posibles imputados se en­
contraban detenidos después de que el Frente Patriótico Ruandés lide­
rado por Paul Kagame se hiciese con el poder en Ruanda en julio de 
1994, y la gran mayoría de las víctimas y los testigos se encontraban 
en su gran mayoría' en Ruanda. Esto permitió que los primeros casos 
contenciosos contra autores materiales fuesen finalizados en primera 
instancia entre 1998 (casos Akayesu) 134 y 1999 (caso Kayishema & 
Rutaganda)l3S, si bien vino al coste de que la dependencia del TIPR 
fuese, si cabe mayor, con respecto al nuevo régimen instaurado en Ki­
gali y apoyado por EEUU (Del Ponte, 2008), lo que en última instan­
cia ha supuesto que los crímenes cometidos por el Frente Patriótico 
Ruandés contra cientos de miles de personas hayan permanecido en 
la impunidad desde 1994 (Haskell & Waldorf, 2011:50) (Del Ponte, 
2008: 179,234-235) (Clark, 2014: 187). En todo caso, la mayor par­
te de los casos contenciosos contra los más altos dirigentes Y mandos 
medios tuvO lugar, al igual que sucedió en el TIPY, durante la primera 
década del siglo XXI -en su informe final de 17 de noviembre de 
2015, el TIPR señalaba que para 2015 había finalizado su trabajo de 
primera instancia en relación con las 93 personas acusadas, así como 
con respecto a 55 procesos de apelación, esperando completar la últi­
ma apelación de fondo pendiente en diciembre de 2015

136
. 

111 Tribunal Internacional Penal para la ex Yugoslavia. Assessmellt alld Report of 
Judge Theodor Meroll, President of lhe 1lIlematio1lal Tribmral for the Former 
Yugoslavia, provided to the Security Comtcil pursumlt to paragraph 6 of Secu­
rity Cotmcil resoltttion 1534 (2004) covering the period (rom 16 May 2015 
to 16 November 2015. 16 de noviembre de 2015) . Disponible en: http://www. 
securitycouncilreport.orglatl/cf/% 7B65 BFCF9B-6 D2 7 -4 E9C-8CD 3-CF 6E-

4FF96FF9% 7D/s.-2015 _8 74. pdf. 
134 TIPR [SPl), The Prosecutor v. Jean-Paul Akayesu, Judgement, ICTR-96-4-T, 2 de 

septiembre de 1998. 
135 TIPR [SPI) , The Prosecutor v. Clement Kayishema and Obed Ruzindana, Judge-

ment,lCTR-95-1-T, 21 de mayo de 1999. 
136 Tribunal Internacional Penal para Ruanda. Report 0 11 the Completioll of the 

Mmldate of the ¡'¡tematiollal Crimi,¡al Tribunal (or RWa1lda as at 15 Novem­
ber 2015.17 de noviembre de 2015. Disponible en: http://www.securitycoun-
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Particularmente recelosos de la función unidireccional jugada por 
los tribunales de Nuremberg y Tokio, y teniendo en cuenta el nivel 
tan grande de dependencia del TIPY Y el TIPR de los Estados, autores 
como Zolo (2007) sospechaban que algo similar podría estar ocu­
rriendo con esta nueva ola de tribunales internacionales penales sur­
gidos a partir de 1990 en un contexto de primado político-militar de 
una única superpotencia y de sus más cercanos ali~dos de la OTAN. 
En apoyo de esta aijrmación subrayaban la excesiva focalización del 
TIPY en los delitos cometidos por los serbios y los serbo-bosnios, así 
como el mencionado olvido de la sociedad internacional frente a los 
cientos de miles de vÍCtimas del Frente Patriótico Ruandés tras su en­
trada en Ruanda en julio de 1994. 

Sin embargo, ¿cómo explicar entonces lo que estaba sucediendo 
con la CPI? En este sentido, conviene tener en cuenta que no sola­
mente EEUU había votado en contra de la aprobación del ECPI, sino 
que las nuevas políticas de seguridad y defensa puestas en marcha 
por EEUU a partir del atentado de! 11 de septiembre de 2001 (in­
cluyendo la llamada "guerra contra el terror", la apertura del centro 
de detención de Guantánamo y el nuevo programa de detención e 
interrogación puesto en marcha por la CIA a escala global a partir 
de 2002, cuyos métodos fueron considerados constitutivos de tortura 
por el propio Comité de Inteligencia del Senado de EEUU en 2014)137, 
favorecieron que, apenas dos meses antes de la entrada en vigor del 
ECPI, la Administración Bush declarara que la firma presentada por 
los EEUU a finales del 2000 no tenía ningún valor (lo que fue con­
siderado como equivalente al retiro de la firma (Cacho, 2009)) - Is­
rael haría lo propio el 28 de agosto de 2002. Así mismo, el 24 de 
julio de 2002 el Congreso de los EEUU aprobaba la American Sel'vice 
Members Protection Act, por la que se autorizaba al Presidente de los 
EEUU a recurrir, en caso necesario, a la fuerza armada, con el fin de 
"rescatar" a cualquier nacional norteamericano que pudiera ser even-

137 

cilreport. orgla tlld/% 7 B65 BFCF9B-6D 2 7-4 E9C-8CD3 -CF6 E4 FF96F F9%-
7D/s_2015_884.pdf. 
EEUU. Senate Select Cornrnitte on Intelligence ofEEUU. (2014). Executive Sum­
mary of the Cornmitee Study of the Central Intelligence Agency's Detention and 
Inrerrogation Progranune. 9 de diciembre de 2014. 
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d I C . ... L H 138 tualmente entrega o a a PI para su enjuIciamiento en a aya 
(autorización que sigue estando vigente en la actualidad) (Murphy, 
2002: 975 et seq.) (Cacho, 2009). 

Por si esto fuera poco, a partir de este momento, EEUU condi­
cionaría la ayuda económica a una gran parte de los Estados parte 
del ECPj13' a la firma tratados bilaterales que requerían el consenti­
miento 'de los EEUU antes de que pudieran enviar a la CPI a uno sus 
funcionarios (si bien en ocasioneS llegaban' incluso a incluir a todos 
sus nacionales)140. Además, e! 12 julio de 2002, el CSNU aprobaba 
la Resolución 1422141 (renovada al año siguiente por la Resolución 
1487142), bajo la amenaza de EEUU de no prorrogar ninguna de las 
misiones de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas existen­
tes en ese momentol43, en la que se establece que "si surge un caso 
en relación con acciones u omisiones relacionadas con operaciones 
establecidas o autorizadas por las Naciones Unidas y que entrañe la 
participación de funcionarios, ex funcionarios, personal o antiguo 
personal de cualquier Estado que no sea parte en el Estatuto de Roma 
y aporte contingentes ~ [la Corte Penal Internacional] no inicie ni pro­
siga, durante un período de doce meses a partir del 10 de julio de 
2002, investigaciones o enjuiciamiento de ningún caso de esa índole 
salvo que el CSNU adopte una decisión en contrario". 

La elección en 'abril de 2003 de Luis Moreno Ocampo como pri­
mer Fiscal de la CPI, quien además de haber sido fiscal adjunto en e! 

!l8 EEUU. Congreso. American Service·Members· Protection Act (ASPA, Tttle 2 
of Pub ti 107-206, H,R 4775, 116 SIaL B2..Q. Entró en vigor tras la firma del 
presidente G.\V. Busch el2 de agosto de 2002. . . 

119 Boeglin, N. (2012). 10 años de la entrada en vigor del Estatuto ,de Roma. Dl~no 
La Nación. 10 de julio de 2012. Disponible en: hnp://www.naclon.com/archlvol 
anos.entrada-vigor.Estaturo-Roma_0_1279872235.html. 

140 Una lista de los más de cien tratados bilaterales de inmunidad firmados por 
EEUU desde el año 2002, se puede encontrar en: http://guides.U.georgetown. 
edulc.php?g=363527&p=2456099. El contenido de cada uno de estos tratados 
también se encuentra disponible en esta página web. 

14 1 Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. (2002). Resolución 1422. El mm,­
tellimiclIto de la paz por las Nacio"es Unidas. 12 de julio de 2002. 

142 Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. (2003). Resolución 1422. El man· 
tenimiento de la paz por las Naciones UI/idas. 12 de junio de 2003. 

143 BBC News. Dispute over war crimes CDllrt settled. 12 de julio de 2002. Disponi­
ble en: http://news.bbc.co.ukl2/hi1americas/2125829.stm. 
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juicio a las Juntas Argentillas, acababa de realizar una estancia de in­
vestigación durante varios meses en la Universidad de Harvard (EEU­
U)'44, atemperó sin duda esta situación, pues la Fiscalía de la ePI es 
el auténtico tamiz de toda la actividad de investigación y ejercicio de 
la acción penal ante la CPI (Olasolo, 2003: capítulo IV). Además, en 
los años siguientes la Administración Bush iría rebajando progresiya­
mente su nivel de oposición a la CPI, como lo muestra el hecho de que 
la Resolución 1487 no ·sería renovada por el CSNU en 2004 y que el 
propio Consejo remitiría a la Fiscalía de la CPI en 2005 la situación 
en Darfur (Sudán)'45 -años después en 2011 remitiría también la si­
tuación en Libia 146. 

Ante la ausencia del apoyo de EEUU, quien había sido el principal 
motor de todos y cada uno de los tribunales internacionales penales 
creados hasta entonces (TMI, TMILO, TIPY y TIPR), y con la des vi n­
Cl,lación, cuando no oposición, del mismo de tres de los cinco miem­
bros del CSNU (China, EEUU y Rusia) y siete de las nueve potencias 
nudeares existentes (China, EEUU, India, Israe!, Corea del Norte, Pa­
quistán y Rusia), el inicio de las actividades de la CPI no se presumía 
nada fácil ~ incluso a pesar de que e! número de Estados que se con­
virtían anualmente en parte del ECPI (6) se mantuvo constante entre 
el 1 de julio de 2002 y finales de 2011, lo que permitió duplicar por 
dos el nÚlJ1ero de Estados parte,al final de este periodo. La situación se 
presumía 'l:odavía más difícil, teniendo en cuenta que desde un inicio 
la política criminal de la Fiscalía de la CPI (2003; 2007) fue centrar 
e! ejercicio de la acción penal en los denominados "máximos respon­
sables" (mientras que el TIPY y el TPIR sólo asumieron este criterio a 
partir de las Resoluciones 1503 (2003) y 1534 (2004) del CSNU)147. 

'" 
'H 

'" 

Vid. a este respecto: http://drclas.harvard.edulpeopleJluis-moreno%E2%80%900-
campo 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. (2005). Resolución 1593. Infor­
mes del Secretario General sobre el Sudó". 31 de marzo de 2005. 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. (2010). Resolución 1970. Pm; y 
Seguridad en Afriea. 26 de febrero de 2011. 
Consejo de Seguridad de las Naciones unidas. Resolución 1534. Tribmwlln­
temacio1Jal Pellal para la ex YugoslalJ;a y Tribunal Internacional Pellal para 
Rlul1Jda. 26 de marzo de 2004: párrs. 5 y 6 . En esta resolución, el Consejo de 
Seguridad, entre otras cosas: (i) "insta a cada uno de los Tribunales a que, al 
examinar y confirmar las acusaciones nuevas, se aseguren de que concentran 
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y tal y como se preveía, así efectivamente aconteció, pues habría 
que esperar casi cinco años desde que se abrieran las primeras inves­
tigaciones en ROC'4' y Uganda149, hasta que en enero de 2009 la CPI 
diera inicio a su primer juicio oral, cuya sentencia en primera instan­
cia llegaría el 14 de marzo de 2012'50 y en apelación eli de diciembre 
de 2014151 • 

I 

II.ll.4. Los tribunflles /n'bridos en la primera década del siglo XXI 

Se entiende por tribunales híbridos, internacionalizados o mixtos, 
aquellos tribunales que comparten una naturaleza interna e interna­
cional como consecuencia de alguno de los siguientes elementos: (i) la 
manera en la que han sido creados '(acuerdo entre las Naciones Uni­
das y el Estado sede); (ii) su jurisdicción material (que incluye tanto 
crímenes internacionales como delitos internos); y (iii) el personal que 
trabaja en los mismos (conformado por una combinación de fiscales 

la labor en el procesamiento de los más altos dirigentes de quienes se sospe­
che que les cabe la mayor responsabilidad respecw de los delitos que sean de 
competencia del Tribunal de que se trate, según se establece en la resoluci6n 
1503 (200 j )"¡ Y (ii) "pide a cada uno de los Tribunales que proporcionen al 
Consejo, a más tardar el 31 de mayo de 2004 y semestralmente después de 
esa fecha evaluaciones realizadas por su Presidente y su Fisca l en que se ex­
pongan e~ detalle los progresos logrados en la' aplicación de su estrategia de 
conclusión, se expliquen las medidas adoptadas y pendientes de aplicac.ión , 
incluida la remisión de las causas relativas a inculpados de rango mediO o 
inferior a jurisdicciones nacionales competentes, r expresa la intención del 
Consejo de reunirse co'n el Presidente y el Fiscal de cada Tribunal para exa­
minar esas evaluaciones". Vid. también a esta respecto, Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas. Resolución 1503. Tribunallnternacioual Peual para 
la ex Yugoslavia y Tribunal IlIternacional Pe,wl para Ruallda . 28 de agosto 
de 2003. 

148 La Fiscalía abrió la investigación en la situación en la RDC.eI 23 de junio de 
2004. Vid. a este respecto: https://www.icc-cpi.intldrc. ~ 

149 La Fiscalía abrió la investigación en la situación en Uganda el 29 de Julio de 
2004. Vid. a este respectdo: hups://www.icc-cpi.intluganda. 

>s, CPI lSPI Ij , The Pro,ecutor v Thoma, Lubanga Dyilo. Judgement, ICC-01l04-
01/06-2842. 14 de marzo de 2012. 

\51 ePI [Sala de Apelaciones] . The Prosecutor v Thomas Lubanga Dyilo. Public re~ 
dacted Judgment on the appeal oE Mr Thomas ~Lubanga Dyilo against his con­
viction. ICC-01/04-01l06-3121-Red. 1 de diciembre de 2014. 
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y jueces locales y personal internacional) (Nouwen, 2006: 190-214) 
(Williams, 2012). 

Cinco tribunales creados en la primera década de! siglo XXI y 
dos creados en la década siguiente se adecüan a esta definición. El 
primero. de ellos fueron las Salas Especiales para Crímenes Graves, 
establecIdas en el año 2000 por la Administración Transicional de 
las Naciones Unidas en Timor Oriental (UNTAET), tras la violencia 
acaecida en relación con e! referéndum de independencia de Indonesia 
realizado en Timor Oriental e! 30 de agosto de 1999. Su jurisdicción 
se extendía a crímenes de ¡liS cogens como el, genocidio, los críme­
nes de lesa humanidad, los crímenes de guerra y la tortura, así como 
a ciertos delitos graves nacionales como el asesinato y la violencia 
sexual, cometidas en e! territorio de Timor Oriental, o por o contra 
nacionales timorenses, entre enero y octubre de 1999152• 

También en e! año 2000, la Administración Provisional de las Na­
ciones Unidas en Kosovo (UNMIK) creaba las "Salas ,de la Norma 
64" en los Tribunales de Kosovo, conforme a las cuales se permitió 
que jueces y fiscales internacionales actuasen conjuntamente con jue­
ces y fiscales kosovares para asistir a estos últimos en la investigación 
y enjuiciamiento de los graves delitos recogidos en el ~ódigo penal de 
Kosovo (incluyendo e! genocidio y los crímenes de guerra), que se ha­
bían cometido durante el conflicto en Kósovo a finales de la década de 
1990, y que el TIPY no tenía la capaCidad de asumir. Posteriormente, 
en 2003, se impuso como obligatoria la presencia de dos jueces inter­
nacionales y un juez kosovar en cada una de las Salas153 . 

El16 de enero de 2002, el SGNU y el gobierno de Sierra Leona fir­
maban e! acuerdo para el establecimiento de la CESL 154 con un fiscal 
. . ' 111ternacJOnal y salas mixtas con mayoría de jueces internacionales, y 

lSl 

' 53 

,5< 

Organización de las Naciones Unidas. Administración Tcansicional de las 
Naciones Unidas en Timor Oriental (UNTAET). ReguJatioll No. 2000/15 on 
the Establishment of Pmzels w;th Exclusive ]urisdictioll over Serious Crimúzal 
Offellces. 6 de junio de 2000. UNTAET/REG/2000115. 
Organización de la s Naciones Unidas. Administración Provisional de las Nacio­
nes Unidas, en Kosovo (UNMIK). Regulatiol1 No. 2000/64 011 the Assigllmellt 
af IntematJ01Jol judgeslProsecutors audlor Challge al vellue.15 de diciembre de 
2000. UNMIKlREG/2000/64. 
Organización de las Naciones Unidas & Gobierno ,de Sierra Leona. (2002). 
Acuerdo entre las Naciones Unidas y el Gobiemo de Sierra Leal/a para el Es· 
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con jurisdicción sobre los crímenes de lesa humanidad (artículo 2), los 
crímenes de guerra (artículos 3 y 4) Y ciertos delitos graves recogidos 
en la legislación interna de Sierra Leona (artículo 5)155 , De esta mane­
ra, concluían las negociaciones que habían comenza~o dos años antes 
como consecuencia de la solicitud de! gobierno de Sierra Leona a las 
Naciones Unidas para establecer un tribunal especial que juzgara a 
los "máximos responsables" de los graves delitos cometidos contra la 
población civil (y contra miembros de la misión de las Naciones Uni, 
das para el mantenimiento de la paz) en el territorio de Sierra Leona 
a partí'r del 30 de noviembre de 1996156 (fecha en la que frácasó el 
acuerdo de paz de Abidjan para poner fin a la guerra civil que había 
comenzado cinco años antes) 157, ' t 

En octubre de 20d4 Asamblea Nacional de Camboya ratificó el 
acuerdo firmado en mayo de 2003 por el gobierno de este Estado y 
las Naciones Unidas para e! establecimiento de las Salas Extraordi­
narias de los Tribunales de Camboya, tras una larga negociación que 
comenzó a solicitud de! gobierno de Camboya en 19971SH

, Las SETC 
cuentan con dos fiscales jefes (uno nacional y otro internaci¿nal) Y 
salas de enjuiciamiento y apelación mixtas (con mayoría de jueces 
naci¿ nales pero donde s¿ requiere el voto favorable de, al menos, un 
magistrad~ internacional para la adopción de cualquier decisiónj1s9. 
Su jurisdicción se extiende a los más altos dirigentes de los Jémeres 
Rojos y a los máximos responsables de delitos graves previstos en e! 

rablecimiellto de ,ma Corte Especial para Sierra Leo"a. 16 de enero de 2002 . 
Disponible en: http://www.rscsl.org/Documenrs/scsl.agreemenc,pdf. 

u.s Estatuto de la CESL, 16 de eneco de 2002. Artícu,los 1 aS. . 
156 Conset'o de Seguridad de las Naciones Unidas. (2000). Resoluci6n 1315. La SI· , " 

tuación en Sierra Leona. 4 de agosto de 2000. 
15 7 lbid,. artículo 1. 
U 8 Organización de las Naciones Unidas & Gobierno de Camboya. (2003) .. ~cuer. 

do entre las Naciones UI/idas y el Real Gobiem o de Cam bo)'a e1J relaGfoll COIl 

el e"jlliciamiellto con forme a la Ley de Cambo)'a de I~s c:ímenes come~idos .dlt­
ral/te el período de la República de Kampuchea. 6 de Juma de 2003. DIspOnible 
en: https:llwww.eccc.gov. khlsitesl defa u t tlfilesllega l-docu men tsl Agreemen che-
tween_UN_and_RGC.pdf. ' , 

U9 Estatuto de las SETC (Law on the Establishment of the Extraordmary Chambers 
in the Coucts of Cambodia for the prosecution of crimes committed during the 
Period of Democradc Kampuchea. 27 de octubre de 2004. NS/RKM/1004/006. 

Artículos 9, 10 Y 14. 
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Derecho penal camboyano, infracciones graves del DIH convencional 
y consuetudinario, y violaciones graves de las demás convenciones in­
ternacionales reconocidas por Camboya (lo que incluye el asesinato, 
la tortura, la persecución religiosa, el genocidio, los crímenes de lesa 
humanidad, y lo; crímenes de guerra), siempre y cuando hayan sido 
cometidas entre el17 de abril de 1975 y el 6 de enero de 1979'6°. 

Finalmente, el establecimiento del Tribunal Especial para el Líba­
no el30 de mayo de 2007 por la Resolución 1757.del CSNU '61, pon­
dría fin a la creación de tribunales híbridos en la primera década del 
siglo XXI. A pesar del acuerdo alcanzado entre el gobierno de Líbano 
y las Naciones Unidas en enero de ese mismo año, el presidente del 
Parlamento libanés se negó a convocarlo para debatir la ratificación 
de dicho acuerdo, por lo que el gobierno del Líbano solicitó al CSNU 
que estableciera el tribunal por resolución del capítulo VII de la Carta 
de las Naciones Unidas' 62. El TEL es una organización internacional 
independi~nte de los tribunales nacionales del Líbano, con quienes 
tiene una jurisdicción compartida sobre las personas responsables por 
el asesinato del Primer Ministro libanés Rafik Hariri el 14 de febrero 
de 2005 y los delitos conexos cometidos entre e/1 de oc ubre de 2004 
y el12 de diciembre de 2005 '63 . Cuenta con un fiscal intJrnacional y 
salas mix'tas con mayoría de jueces interpacionales, y aplica el Dere­
cho interno Iibanés j64, utilizando el Derecho internacional sólo como 
instrúmento de interpretación del mismo ' 6'. 

I . 
En cuanto a la actividad de los tribunales híbridos, es destacable 

que .mientras las Salas Especiales de Timor Oriental, las Salas de la 
Norma 64 de Kósovo y el TEL han desarrollado sus actuaciones fren­
te a todo tipo de presuntos responsables (autores materiales, mandos 
medios, dirigentes), la CESL y las' SETC han dirigido exclusivamente 
la acción penal, tal y como les requería su mandato, frell te a los más 

160 

'" 
' 62 

' 63 

'64 

' 65 

Ibid ., artículos 1 a 6. 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Resolución 1757. Situación en 
O,ie"te Medio. 30 de mayo de 2007. 
Tribunal Especial para el Líbano: https://www.stl-tsl.org/enlabour.the-stV636-
creation-of-the-stl 
Estatuto del TEL. Artículos 1 a 4. 
Estatuto del TEL. Artículos 8 y 11. 
Estatuco del TEL. Articulas 1 y2. 
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altos dirigentes de los grupos O entidades involucradas en las comi­
sión de los delitos que responden al calificativo de "máximos respon­
sables". En cuanto a los resultados de sus actuaciones, estos varían en 
gran medida de tribunal a tribunal. I 

Así, a pesar de haber acusado a 400 personas, las Salas Especiales 
para Crímenes Graves en Timor Oriental sólo pudieron completar 55 
juicios relativos a 88 acusados, puesto que las autoridades de Indone­
sia se negaron a entregar a sus nacionales. Además, más de quinientas 
investigaciones quedaron pendientes cuando en 2005 las Naciones 
Unidas retiró su apoyo, y las actividades de los Salas Especiales que­
daron definitivamente suspendidas (Caitlin & Wierda, 2006). 

En cuanto a Salas de la Norma 64 en Kósovo, éstas completaron 
entre 2002 y 2007 seis casos de crímenes de guerra, debido, entre 
otras razones, a su excesivo énfasis en asuntos de corrupción y crimen 
organizado, al pequeño número de fiscales y jueces internacionales 
que participaron (así como a su falta de entrenamiento en DIH) y a 
la falta de cooperación de Serbia, donde se habían refugiado la ma­
yoría de los serbo-kosovares imputados (Sriram, Martín Ortega & 
Herman: 203-204) . 

Por su parte, la CESL ha señalado en su informe final (31/12/2013), 
que entre 2003 y 2013 había completado cuatro casos relativos a 10 
máximos responsables de las tres partes en conflicto (RUF, CDC y AFCU), 
mientras que las SETC (02/2016) han concluido entre 2004 y 2015 el 
caso contra Kaing Guek Eav, alias Duch, al que hay que sumar tres casos 
adicionales contra máximos responsables del régimen de la República de 
Kampuchea (1975-1977) que se siguen tramitando en estos momentos. 

Finalmente, el TEL (07/03/2016) lleva a cabo en la actualidad su 
primer juicio oral contra cinco acusados (caso Ayyash et al.), tras la 
apertura de sus actividades el 1 de marzo de 2009 '66. La investiga­
ción en tres casos relativos a delitos conexos al asesinato del primer 
ministro libanés Rafik Hariri el 14 de febrero de 2005 y dos casos de 
obstrucción a la justicia completan sus actividades. 

166 Vid. Tribunal Especial para el Líbano, Special Tribu1Ial for Lebt1tzof,: Seve1lth 
A/IIlllal Repor! (2015-2016). No. 7 (marzo de 2016). Disponible en, httpsd' 
www.sd-tsl.org/enldocumentS/president-s-reports-and-memoranda/4833-seven­
th-annual-report-2015 -2016 
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U.12. EL PERlODO 2012-2016: LA PERSECUCIÓN 
PENAL DE LOS CRíMENES DE lUS COGENS 

POR TRIBUNALES INTERNACIONALES PENALES 
Y TRIBUNALES HÍBRIDOS SE REDUCE 

La segunda década del siglo XXI ha presenciado la finalización de 
los trabajos del TIPyI67 (tras el arresto de Radovan Karadzic Ratko 
Mladic y Goran Hadzic) y del TIPR 168, Y el establecimiento mediante la 
Resolución 1966 (2010) del CSNUI6., del Mecanismo R;sidual Inter­
~acional para los Tribunales Penales, operativo en dos sedes distintas: 
(1) una en Arusha (Tanzania) que desarrolla las funciones pendientes 
del TIPR Y comenzó a funcionar el1 de julio de 2012; y (ii) otra en La 
Haya (Holanda), que c.omenzó a operar el1 de julio de 2013, y cumple 
con las funcIOnes pendientes del TIPY. Ningún otro tribunal internacio­
nal penal ha sido creado hasta la fecha por el CSNU. 

. En cuanto a la CPI, las complicadas circunstancias que rodearon los 
pnme.ros años de su actividad no han ido disminuyendo, sino que en 
el penado 2010-2016 se han visto reforzadas por varias circunstancias 
adversas adicionales. Baste con mencionar en este momento tres de ellas 

' 67 

'" 

'69 

Tribunal Internacional Penal Para Ruanda, Repprl 0 11 the Completioll of the 
Mandole of tIJe Intcmatiollal Criminal Tribunal for RtutUlda as al 15 November 
2015 (t 7 de noviembre de 2015): p. 4. Disponible en: hup://www.securirycoun­
ci I reporto org/a tf/cf/% 7B6 5 BFCF9B-6D2 7-4 E9C-8 CD3-CF 6E4 FF96FF9%-
7D/,_2015_884.pdf. 

Tribunal Internacional Penal Para La Ex-Yugoslavia, AssessmclIt flnd report of 
Judge Th~odor ~Ieroll, President of the lntemafioltal Tribzmal for tbe Former 
~ugoslavtaJ. prov,de~ fa the Scwrity COlmci/ pursmwt to paragraph 6 of SCC/I­
rtty COltllCll reso/utlo" 1534 (2004) coverillg the period {rom 16 May 2015 
to 16.November 2015 (16 de noviembre de 20q). Disponible en: http://www. 
securltycouncilreport.org/atflcfl% 7B65BFCF9B.6D27.4E9C.SCD3.CF6E_ 
4FF96FF9% 7D/,_2015 _874. pcjf. 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. (2010). Resolución 1966. Tri. 
b~t1I(,I.lntemacio1tal para el enjuiciamiento de los presuntos respo1lsables de las 
VIOlaCiones graves del derecho intemacional humanitario cometidas en el te"i. 
t~rio .de la ex Yugoslavia desde 1991. Trib,mal Penal Internacional para el enjui­
ctmmento de. los pre~tmtos responsables de genocidio)' o tras violaciones graves 
del derecho mtemaclonal humanitario cometidas en el territorio de Rwt11zda y 
d~ los. ciudadanos rwalldeses presuntamente responsables de genocidio y otras 
VIOlaCIOnes de esa naturaleza cometidas en el territorio de Estados vecinos entre 
e/1 de enero y e/3I de diciembre de 1994. 22 de diciembre de 2010. 
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como ejemplo. En primer lugar, si bien es cierto que, para mediados de 
2016,30 Estados parte habían ratificado ya la enmienda aprobada du­
rante la 1 Conferencia de Revisión del ECPI en junio de 2010 que intro­
duce la definición del crimen de agresión 170, no es menos cierto que se 
ha producido una brusca reducción entre 2012 y 201(í en el número de 
Estados que se han convertido anualmente en parte del ECPI (pasando 
de 6 a 1, al ser sólo cuatro Estados los que se han incorporado al ECPI 
desde comienzos de 2012)171. A esto hay que añadir además las crecien­
tes reticencias hacia la CPI de algunos países de América Latina, como 
Colombia, México y Venezuela, y el hecho de que la crisis económica 
sufrida desde 2008 por la Unión Europea (a la que pertenecen, además 
del Est~do sede de la CPI, tres de sus cuatro principales contribuyentes 
financieros), ha reducido los recursos de los que dispone la Unión y le 
ha hecho retroceder en su posicionamiento geoestratégico global frente 
al desarrollo de Chin~ en la economía global y al resurgimiento políti­
co-militar de Rusia en el marco de los conflictos en Ucrania del Este y 
Siria -tanto China como Rusia son además parte de la Organización 
para la Cooperación de Shangbai creara en 2001 con varios otros Es­
tados ricos en recursos minerales del Asia Central, y donde India, Irán 
y Paquistán tienen estatuto de observador172• 

En segundo lugar, la pérdida de ap9Yo Y colaboración de algunos 
de los países africanos como resultado de que todas las investigaciones 
abiertas hasta enero de 2016, y todas las órdenes de arresto o compare­
cencia emitidas hasta el momento, se refieren al continente africano, y 
que algunas de ellas han sido dirigidas contra quienes todavía ostentan 
el poder en .sus respectivos Estados (como es el caso de los presidentes 
de Sudán, Ornar al Bashir, y de Kenia, Urumu Kenyatta) -lo que unido 
al rechazo de algunos Estados parte a cooperar con la CPI para captu­
rar a estos últimos, en particular a Ornar Al-Bashir (Ventura & Bleeker, 

170 Corte Penal Internacional. (CPI). Asamblea de los Estados Partes. (2016). Press 
Release: State of PaJestjlte becomes tlJe tbirtieth State to ratify the Kampala 
amendmellts 011 Ihe crime of aggress;o1l. 29 de junio de 2016. 

171 Vid. a este respecto el listado de los Estados parte del ECPI por orden de in­
corporación cronológica que aparece en la página web de la Asamblea de los 
Estados Partes de la ePI: https:llasp.icc-cpi.inúen_menus/asp/srates%20parties/ 
Pages/states%20parties%20_ %20chronological%20list.aspx 

172 Vid. Asia I Regional lntegration Center: https:/laric.adb.org/initiative/shan­
ghai-cooperation·organization 
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2016: 441-460), ha llevado a que Sudáfrica y Burundi hayan iniciado 
oficia lmente el proceso de denuncia del ECPI en octubre de 2016 mien­
tras que el gobierno de Gambia también ha declarado en las ~ismas 
fechas su intenaión de comenzar dicho proceso173, 

En tercer lugar, la retirada por Rusia el 16 de noviembre de 2016 
de su firm:i del ECPI tras la apertura formal en enero de ese mismo 
año de una investigación en la situación en Georgia y la calificación 
preliminar por la Fiscalía de la ePI (2016c: párr, 158) de la situa­
ción en Crimea como un conflicto armado internacional entre Rusia 
y Ucrania como consecuencia de la ocupación rusa 174, 

E~tas difíciles circunstancias no han paralizado, sin embargo, las 
actIvIdades de la CPI, si bien las ha hecho avanzar a un ritmo bastante 
más lento de lo esperado y con un énfasis notable en las situaciones del 
continente afr\cano, De esta manera, desde el inicio de sus actividades 
en 2003 y hasta finales de 2016, la CPI: (i) ha recibido 11.568 comu­
nicaciones; (ii) ha concluido los exámenes preliminares en relación 
con trece situaciones (diez con decisión de apertura de investigación: 
Costa de M~rfil, Darfur-Sudán, Democrática República del Congo, 
Georgla, LIbIa, Kema, Mali, República Centro-Africana I y I1, y Ugan­
da; y tres con decisión de no apertura de investigación: Honduras 
República de Corea y Venezuela); (iii) 'mantiene abiertos los exámene~ 
preliminares con respecto a otras diez situaciones (Afganistán, Burun­
dI, Colombia, Flotilla Humanitaria (Comoros, Grecia y Camboya) 
Gabón, Guinea, Iraq, Nigeria, Palestina y Ucrania); y (iv) desarroll; 

173 

174 

ePI, Comunicado de Prensa, "President of Assembly Regrers \'(Iithdrawal af any 
Stat~ Parey Crom rhe Rome Sratute and Reaffirms the Courú Fight against Im­
PUllIty", 22 de octubre de 2016, disponible en: https://www.icc-cpi.intIPages/ 
Itcm.aspx ?narnc=pr1248. En el momento en que se rea lizaron la s correcciones 
finales a este trabajo, el nuevo presidente de Gambia, el Sr. Adama Barrow elegi­
do en las eleccío~es presidenciales del! de diciembre de 2016, afirmó que'por el 
momento Gambla no va a poner en marcha el proceso de denuncia del Estatuto 
de la .C?rte Penal Internacional. Vid. Deutsche \Velle (14/02/2017). "Gambia 
t~ ReJo!? .Commonwealth, ICC". Disponible en http://www.dw.com/enlgam­
bla-to-reJom-commonwealth-icda-3 7547929. 
Ne\~ York .Times .. (2016). "Russia Cuts Ties with International Criminal Caurt, 
Cal~mg It One-Slded'. 16 de noviembre de 2016. Disponible en: http://www. 
nytlmes.com/20 16111117/world/europe/russia -withdra ws-from -in terna tio­
n al-crim ina I-cou rt-ca Ili ng-i t -one-sided. h tm I ? _r= O 
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Ilvcstigaciones con respecto a las diez situaciones cuyo examen preli­
I"inar finalizó con decisión de apertura de investigación

l7s
, 

Así mismo, la CPI ha iniciado procesos penales en relación con 18 ca­
'os relativos a 8 situaciones, de los que: (i) cuatro se encuentran en actua­
'iones previas a la confirmación de cargos (Barara, Huseein, Al-Bashir, y 
II"rum & Kushayb); (ii) dos han concluido con decisión de no confir­
mación de cargos (Mbarushimana y Abu Garda); (iii) uno ha finalizado 
con el retiro de los cargos por la Fiscalía antes del inicio del juicio oral 
(Kenyatta); (iv) uno se encuentra en la fase de preparación del juicio m~1 
\lna vez confirmados los cargos (Banda); (v) cuatro se encuentran en ¡UI­
do oral (Gbagbo y Blé Goudé, Bemba et al., Ntaganda y Ongwen); ('ú) 
\lno ha finalizado por insuficiencia de las pruebas presentadas por la FIS­
calía (caso Ruto y Sang); (vii) uno ha finalizado con sentencia absolutoria 
en primera instancia y apelación (Ngudjolo); (viii) uno se ,encue~tra en 
fase de apelación después de sentencia condena tona en pnmera II1stan­
cia (Bemba); (ix) dos se encuentran en fase de reparación tras sentencias 
condenatorias en primera instancia que no fueron apeladas (Katanga y 
A1-Mahdi); y (x) uno se encuentra en fase de reparación tras sentencia 

, ' ' 1 " (L b )1 76 condenatoria en pnmera II1stancla y ape aClon u anga , 
Por lo que respecta a los tribunales híbridos, los cinco tribuna­

les creados en el período 2002-2007, han dejado paso a dos nuevas 
manifestaciones en el periodo 2008-2016, Se trata de las Salas Ex­
traordinarias de África (2013) y del Tribunal Especial para Kósovo 
(2016), Con respecto a las primeras, el22 de agosto de 2012, la Unión 
Africana y Senegal firmaban el acuerdo para establecer unas Salas 
Extraordinarias con un componente internacional dentro del sistema 
judicial senegalés177, que comenzarían sus actuacione~ en febrero de 
2013178, Compuestas por jueces senegaleses en lo relativo a la II1struc­
ció n y procesamiento de los acusados, y de una mezcla de jueces sene-

175 Vid. la página web de la CPI: https://www.icc-cpi.intl,menú"investigationsandcases". 

176 Idem. 
\77 Uni6n Africana & Gobierno de Senegal. (2012). Accord entre le Gotlvemament 

de la Reptlblic de Senegal et l'UlIioll Africajue sur la creat!oll de Chambres 
Africailles Extraordillaires all Se;" des jurisdictioll .Se~¡egal(JJses . 22 de agoosto 
de 2012. Disponible en: http://www.chambresafncames.org/pdf/AccordYo20 
UA_Senegal%20Chambres%20africaines%20extra%20Aout%202?l~.pdf 

178 Vid. Chambres Africaines Extraordinaires: http://www.chambresafrlcames .orgl 
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galeses e internacionales en las salas de primera instancia y apelación, 
las SEA tienen jurisdicción para investigar y enjuiciar a los máximos 
responsa bIes de los crímenes internacionales (genocidio, crímenes de 
lesa humanidad y crímenes de guerra) cometidos en el Chad entre el 7 
de junio de 1982 y el1 de diciembre de 1990179. 

Las SEA fueron creadas en última instancia con el fin de cumplir 
con la solicitud de la Unión Africana en 2006 para que Hissene Habré 
presidente de Chad durante el mencionado periodo, fuera juzgado e~ 
Senegal "en nombre de toda Africa", una vez que dicho país hubiera 
rechazado su extradición a Bélgica donde se habían abierto actuacio­
nes conforme al principio de jurisdicción universal. En sus tres ailos de 
existencia, han completado en primera instancia el caso contra Hissene 
Habré, emitiendo sentencia condenatoria el 30 de mayo de 2016 18°. 

En cuanto al TEK, tras la publicación del informe de la Unidad 
Especial de Investigación de la Unión Europea sobre las alegaciones 
presentadas ante el Consejo de Europa en 2011 sobre crímenes de 
guerra y tráfico de órganos presuntamente cometidos por miembros 
del Ejército de Liberación de Kosovo durante el conflicto albano ko­
sovar que tuvo lugar a finales de la década de 1990, el Parlamento 
de Kósovo aprobó en 2014 la creación del TEK para conocer de los 
mismos, y tras la necesaria reforma constitucional de 2015, firmó con 
bs Países Bajos el 30 de marzo de 2016 un acuerdo para que dicho 
trIbunal, que tendrá una composición mixta, lleve a cabo sus actua­
ciones en La Haya. Tras la ratificación del acuerdo por el Parlamento 
holandés, la Unidad Especial de Investigación de la Unión Europea se 
convirtió en octubre de 2016 en la nueva Fiscalía del TEK18I. ' 

De esta manera, según nos hemos ido adentrando en la segunda déca­
da del siglo XX, la progresiva finaüzación de las actuaciones del TIPY y el 
TIPR, así como de la mayoría de los tribunales híbridos, y las circunstan­
cIas cada vez más complejas que ha venido enfrentando la CPI en cuanto 
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ISO 
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Vid. Estatuto de las SAE. 22 de agosto de 2012. Artículos 
SE,A, {~hambr~ africaine ~xtr~ordina~re d'assises a la Caur d'Appel de Dakar]' 
Mmlstere pubhc cantre HIssem Habre. ]ugement rendu par la Chambre Africai­
ue Extraordillaire d 'Assises dalls ('affaire millistere pttblic con tre Hissein Habré. 
30 de mayo de 2016. 
Vid. Balkans Transitional Justice: http://www.balkaninsight.comlen/balkan_tran_ 
si [iona 1-j u stice/kosovo-s pecia 1-cou et -news-O 5 _ 2 7 -2 O 16. 
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que única jurisdicción internacional penal con carácter permanente, ha 
hecho que el número de casos haya disminuido muy significativamente. 
Tendencia que no creemos cambie en el corto plazo por la reciente crea­
ción del TEK o por la adopción en junio de 2014 por la Unión Africana 
del llamado Protocolo de Malabo (Werle & Vormbarum, 2016), dirigido 
a extender la jurisdicción de la Corte Africana de Justicia y Derechos 
Humanos para la persecución de crímenes de itls cogells y delitos trans­
nacionales (Ventura & Bleeker, 2016: 441-460)182. 

n.13. LA ACTUACIÓN DE LAS JURISDICCIONES 
NACIONALES CON RESPECTO AL GENOCIDIO, 

LOS CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD 
Y LOS CRÍMENES DE GUERRA DESDE 1990 

lL13.1. La importancia del caso Pinochet 

Como veremos en detalle en el capítulo VlI 183, entre los elementos 
del actual régimen jurídico internacional del genocidio, los crímenes de 
lesa humanidad y los crímenes de guerra, se encuentra la obligación de 
los Estados de investigar, enjuiciar y castigar penal mente a los respon­
sables de los mismos cometidos en su territorio o bajo su jurisdicción. 
Es precisamente a esta obligación a la que se refiere el Preámbulo del 
ECPI (párrafo 5) al recordar que "es deber de todo Estado ejercer su ju­
risdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales". 

Así mismo, varios tratados internacionales relativos a crímenes de 
itls cogens - infracciones graves de los Convenios de Ginebra (1949) 
y del PA I (1977), tortura (1984) y desaparición forzada (2006)184 

lS2 Unión Africana (2014). AU Protoeol on Amelldmellts to the Protocol 011 the 
Statute 01 the Alrican Cotlrt of justiee and Human Rights. June 2014. La AC­
JHR tendrá jurisdicción sobre los siguiente catorce delitos: genocidio, crímenes 
de lesa humanidad, crímenes de guerra, cambio inconstitucional de Gobierno, 
piratería , terrorismo, mercenarismo, corrupción, lavado de dinero, tráfico de 
personas, tráfico de drogas, tráfico de sustancias peligrosas, explotación ilícita 
de recursos naturales, y agresión. 

183 Vid. infra capítulo VII, sección VIL3. 
184 La Convención para la Protección de los Derechos de las Personas con Discapa­

cidades (aprobada por la Resolución 611106 de la AGNU el 13 de diciembre de 
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recogen expresamente la obligación de los Estados de ejercer su juris­
dicción penal conforme al principio de jurisdicción universal o, alter­
nativamente, de extraditar a otro país donde se hubieren formulado 
cargos suficientes, En unos casos, como en el sistema de infracciones 
graves de los Convenios de Ginebra, esta obligación no se encuentra 
limitada a la presencia del imputado en el propio territorio ' 85, mien­
tras que el art, 5(2) de la Convención contra la Tortura y el art, 9(2) 
de la Convención contra las Desapariciones Forzadas contienen ex­
presamente dicha restricción '86, 

185 

'" 

2006, Y en vigor desde e13 de mayo de 2008) y la Convención para la Protección 
de !?das las Personas contra la Desaparición Forzada (aprobada por la Reso· 
IUCIOIl 61/177 de la AGNU el 20 de diciembre de 2006, y en vigor desde el 23 
de diciembre de 2010) son las dos últimas convenciones que establecen comités 
de fiscalización de su cumpl imiento por los EStados parte, completando de esta 
manera el actual s istema de protección universa l de los Derechos Humanos. 79 
de los 141 Estados parte se han adherido al Protocolo Facultativo de la Conven­
ción para la Protección de los Derechos de las Personas Discapacitadas, en vigor 
desde el 3 de mayo de 2008, con el fin de atribu ir competencia quasHudicial 
sobre quejas individuales al Comité para la Protección de las Personas Disca­
pacitadas, en cuanto que órgano fiscalizador del cumplimiento por los Estados 
parte de las obligaciones contenidas en la Convención. Así mismo, 32 de los 42 
Estados parte de la Convención contra las Desapariciones Forzosas ha rea lizado 
una declaración conforme a su artícu lo 32 para atribuir competencia quasi-ju­
dicial sobre quejas individuales al Comité contra las Desapariciones Forzadas, 
en cuanto que órgano fiscalizador del cumplimiento por los Estados parte de sus 
obligaciones conforme a la Convención. 
Vid. I Convenio de Ginebra: artícu lo 49; 11 Convenio de Ginebra: arto 50); III 
Convenio de Ginebra: art, 129); IV Convenio de Ginebra: art. 146. Según estas 
disposiciones: "Cada una de las Partes Contratantes tendrá la obligación de bus­
ca r a las personas acusadas de haber cometido, u ordenado cometer, una cua l­
q~liera de las infracciones graves y deberá hacerlas comparecer ante los propios 
tribunales, sea cua l fuere su nacionalidad. Podrá también, si lo prefiere, y según 
las condiciones previstas en la propia legislación, entregarlas para que sean juz­
gadas por otra Parte Contratante interesada, si ésta ha formulado contra ellas 
cargos suficientes". 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos y Penas Crueles, Inhumanos o De­
gradantes: arto 5(2). E-sta disposic ión establece: "Todo Estado Parte tomará asi­
mismo las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre estos delitos 
en los casos en que el presunto delincuente se halle en cualquier territorio bajo 
su jurisdicción y dicho Estado no conceda la extradición, con arreglo al artículo 
8,. a ninguno de los Estados previstos en el párrafo 1 del preseme artículo". El 
mismo texto se recoge en la Convención Internacional para la Protección de 
Todas la s Personas contra las Desapariciones Forzadas: arto 9(2). 
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Además, según lo establecido por la Corte Permanente Internacio­
nal de Justicia en el conocido caso Lotus (Francia c, Turquía, 1927), 
aun cuando no nos encontremos en ninguno de los casos arriba con­
templados, los Estados, salvo norma de Derecho internacional en 
contrario tienen la facultad de ejercer su jurisdicción penal frente a 
los críme~es de jlls cogens que no se cometan en su territorio o bajo 
su jurisdicción, Si bien, cuando así lo exija su legislación nacional, ne­
cesitarán que el ejercicio de dicha facultad sea regulado expresam~nte 
por la misma (Hall, 1999: 407), 

A pesar de lo anterior, lo cierto es que durante el periodo de post-gue­
rra que siguió al a Segunda Guerra Mundial y durante los cuarenta años 
de Guerra Fría que le siguieron, la regla general fue dirigir los procesos 
penales por crímenes de jlls cogens contra quieres actuaron por,cuenta 
de las Potencias derrotadas durante la Segunda Guerra Mundlal. Las 
excepciones a esta regla general, como los casos de la Masacre de My 
Lai (1970-1974) Y de las Juntas Argentinas (1984-1985), fueron conta-

d d' 167 das y con resulta os sumamente lspares , 
Posteriormente, al hilo de los primeros trabajos del TIPY y del 

TIPR, de la aprobación del ECPI y d: su régime~ de ~?mplementa­
riedad, y del caso contra Augusto Pmochet, la S1tU~Cl0n com:nza­
ría a cambiar para finales de la década de 1990, La ImportancIa del 
imputado, la trascendencia mediática que generó, y el hecho de que 
las actuaciones se desarrollaran ante tres jurisdicciones nacionales 
distintas (España, Reino Unido y Chile), hizo que el caso Pi~och:t, 
iniciado ante la Audiencia Nacional española, en 1996 en apltcaclOn 
del principio de jurisdicción universal (Panokova, 2011: 50-51), se­
guido entre 1998 y 2000 en los tribunales del Reino Unido en rel~ción 
con la solicitud de extradición emitida por las autondades espanolas 
(Brody & Ratner, 2000), Y finalizado entre 2000 Y 2006 ante la juris­
dicción del Estado donde se habían cometido los delitos una vez que 
las autoridades británicas enviaron a Pinochet de regreso a Chile

'88 

187 Vid. supra secciones 11.8 Y 11.10.1. .. 
188 Tres días después de su regreso a Chile, e16 de marzo de 2000, un Juzgado chile­

no solicitaba el desafuero parlamentario de Augusto Pinochet, que fue aprobado 
por la Corte de Apelaciones de Santiago el 5 de junio y confirmado por la ~.orte 
Suprema el 8 de agosto, al existir motivos fundados sobre su responsab',ltdad 
penal en la llamada "caravana de la muerte" que tuvo lugar poco despues del 
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(~~on,Berlin~ 2004: 486,503), marcó un antes y un después en rela­
clOn con la mvestigación y el enjuiciamiento de los crímenes de ¡l/S 

cogens por las jurisdicciones nacionales, particularmente en relación 
con los máximos responsables (Brito, 2003: 225) (Brotóns, 2003: 
250) (Roth Arriaza, 2005: 170). 

Sin ánimo de ser exhaustivos, destacan, por un lado, los procesos 
penales PO! crímenes de ¡l/S cogens desarrollados en aquellos Estados 
d?nde tuvIeron lugar, como es el caso de Argentina, Colombia, Bos­
ma-Herzegovma y Ruanda. Por otro lado, es necesario también refe­
nrse a las actuaciones nacionales adelantadas conforme al principio 
de jurisdicción universal. 

[1.13.2. Actuaciones de los Estados territoriales 

. Con respecto a las actuaciones desarrolladas por los Estados territo­
nales o baJo cuya jurisdicción se comenten los crímenes de ¡l/S cogens, es 
n.ecesano refenrse en pnmer lugar a Argentina, donde, desde la senten­
cIa de la Corte Suprema en el caso Simón, dictada el14 de julio de 2005 
-en la que se decla:a la inconstitucionalidad de las Leyes de Obediencia 
Deb,da y Punto Fmal de 1986, que impidieron la continuación de los 
procesos penales incoados tras la condena a los doce miembros de las 
cuatro Juntas Militares que gobernaron el país entre 1976 y 1983-, un 
tot~1 de 2354 person~s (entre ellas 70 civiles) han sido imputadas por 
dehtos de lesa humamdad, de las que 669 han sido condenadas en las 
156 causas finalizadas, sobre un total de 526 abiertas. 

Entr~ los co~denados, el ex jefe del III Cuerpo del Ejército Luciano 
BenJamm Menendez acumula doce condenas, diez de las cuales son a 
cadena perpetua. En cuanto a los civiles, de los más de 70 acusados hasta 
el momento han ,sido condenados cuatro: los empresarios Emilio F~lipe y 
Juan Manuel Mendez y los ex-funcionarios judiciales Víctor Brusa (en la 

o 

golpe de Estado que le llevó al poder tras el golpe de Estado de 23 de agosto 
de 1973 contra el gobierno de Salvador AlJende. El 1 de diciembre Pinochet fue 
procesa~o por 18 secucs(:os calificados y 57 asesinatos. Desde entonces, y hasta 
q~e.sufnera el paro cardiaco q~e le ,provocó la muerte en 2006, fue objeto de 
d,stmto~ procesos penales en Chile, Siendo los últimos los relativos a las torturas 
que tuvIcron lugar en el centro de detención de Villa Grimaldi y la desaparición 
en 1974 del sacerdote español Antonio L1idó Mengua!. 
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céntrica provincia de Santa Fe) y Manlio Martínez (en la norteña de Tu­
cumán). En 2016, hay 13 juicios en marcha, entre los que destacan (i) el 
que juzga los supuestos crímenes perpetrados en los centros clandestinos 
de detención de la Escuela Superior Mecánica de la AJ;mada (ESMA) en 
lIuenos Aires (donde son juzgados 59 acusados por haber presuntamente 
cometido 789 secuestros, torturas y homicidios en la ESMA, entre los 
que figuran ocho pilotos que presuntamente participaron en los denomi­
nados "vuelos de la muerte", en los que se arrojaban a detenidos al río 

• de la Plata para deshacerse de sus cuerpos); (ii) en relativo al centro de 
clandestino de detención de La Perla-Córdoba (con 52 imputados y 417 
víctimas); y (iii) el desarrollado con respecto al Plan Cóndor, conforme 
al que las dictaduras suramericanas se coordinaron para intercambiar 
información y trasladar prisioneros (El País, 2016). 

En Colombia más de 600 miembros del Ejército y la Fuerza Públi­
ca han sido condenados, y varios miles están siendo investigados, por 
las ejecuciones extrajudiciales (conocidas como " falsos positivos") de, 
al menos, 3000 civiles, que después se hacían pasar por miembros de 
las FARC-EP a efectos de los concursos de ascensos, y que fueron co­
metidas sistemáticamente en varias Brigadas del Ejército colombiano 
en distintos lugares del país entre 2002 y 2008 (Human Rights Watch, 
2016) (El País 2015) . Así mismo, entre 2005 y 2015, la jurisdicción 
naciona l colombiana: (i) ha condenado a entre 50 y 60 senadores y 
congresistas, y 15 gobernadores, por vínculos con el para militarismo; 
(ii) ha condenado, o al menos procesado, en la jurisdicción especial de 
justicia y paz a 43 de los 46 líderes paramilitares de mayor jerarquía 
en 2006 que han sobrevivido (esta jurisdicción especial se encuentra 
además procesando a cerca de 3000 paramilitares desmovilizados); y 
(iii) ha proferido numerosas sentencias contra integrantes de las dos 
principales guerrillas del país (FARC y ELN), incluyendo a quienes 
forman parte de sus respectivos secretariados, si bien las penas que 
han sido impuestas frente a estos últimos no han podido ser todavía 
ejecutadas (Fiscalía CPI, 2012: párrs. 5-10) (Olasolo, 2014b: 35-56). 

En relación con Bosnia-Herzegovina, para finales de 2015, más 
de 500 personas habían sido formalmente imputadas por crímenes 
de guerra cometidos durante el conflicto que asoló el país entre 1992 
y 1995, de las que 140 han sido ya condenadas (Balkan Transitional 
justice, 2015). Por su parte, en Ruanda, alrededor de 1300 procesos 
por genocidio tuvieron lugar ante sus tribunales penales entre 1996 y 
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2001, antes de tener que recurrir a la justicia comunitaria de las gaca­
ca en relación con los 128.700 casos pendientes (Tirrell, 2014: 243). 

Los casos de Argentina, Colombia, Bosnia-Herzegovina y Ruanda 
constituyen un ejemplo, sin que pretendan ser exhaustivos, de las ac­
tuaciones penales que desde finales de la década de 1990 han realizado 
lo~ Estados con respecto a los crímenes de ¡tlS cogens cometidos en sus 
territorios, incluidas aquellas dirigidas contra los máximos responsables. 
Así sólo en América Latina, donde e! impacto de la jurisprudencia de la 
Corte IDH en la primera década del siglo XXI sobre los deberes de los 
Estados en este ámbito ha sido muy notable, se han adelanthdo actuacio­
nes penales contra los siguientes Jefes de Estado: Augusto Pinochet (Chile 
2000-2006), Juan María Bordaberry (Uruguay 2007-2011), Alberto Fu­
jimori (Perú 2007-2010) y Efraín Ríos Montt (Guatemala 2012:2015) 
- los dos primeros murieron cuando se adelantaban las actuaciones pe­
nales, la condena a Ríos Montt en 2013 fue revocada por la Corte Cons­
titucional que ordenó un nuevo proceso que no se pudo llevar a cabo por 
motivos de salud y Alberto Fujimori fue condenado a 25 años de prisión 
que todavía se encuentra cumpliendo en este momento. 

De lo anterior se puede concluir que el número de procesos penales 
por crímenes de ¡tlS cogens adelantados ante cuálquier de las jurisdiC­
ciones nacionales analizadas, que como hemos visto se han dirigido 
también en ocasiones contra algunos de los máximos responsables, 
es superior al de los que han tenido lugar en el conjunto de todos los 
tribunales internacionales penales y tribunales híbridos establecidos 
desde 1990. Esto ha llevado a las Naciones Unidas a establecer" or­
ganismos especia lizados de investigación que actúan en apoyo de las 
Fiscalías nacionales, como es e! caso, en particular, de la Comisión 
Internacional contra la Impunidad en Guatemala (2007)189. 

Sin embargo, no es menos cierto que incluso en aquellas jurisdic­
ciones nacionales que han estado más activas, el número de personas 
investigadas y enjuiciadas por genocidio, crímenes de lesa humanidad 
y crímenes de guerra, apenas llega al 1 % de! total de presuntos res-

189 La Comisión Internacional co~tra la Impunidad en Guatemala fue creada por 
acuerdo firmado por el SGNU con el Gobierno de Guatemala el12 de diciembre 
de 2006. El acuerdo fue ratificado por el Cong reso de Guatemala ell de agosto 
de 2007 y entró en vigor el 4 de septiembre de este mismo año. 
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los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra . Fue preci­
samente con fundamento en la primera que se inició en 1996 ante la 
Audiencia Nacional en España el mencionado caso contra Augusto 
Pipochet, que junto con la aprobación del ECPI y la elaboración de 
legislaciones internas de implementación del mismo, incrementaron el 
número de países en que se incorporó para todas, O algunas, de las ca­
tegorías de delitos de ¡tlS cogens, el principio de jurisdicción universal 
(Amnistía Internacional, 2012: 2). 

A raíz de lo anterior, el periodo 1998-2008 experimentó un nota­
ble incremento de la aplicación del principio de jurisdicción univer­
sal, lo que ha permitido la presentación de decenas de querellas en 
tribunales nacionales extranjeros contra los más altos representantes 
de los Estados por genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes 
de guerra (Carnero Rojo, 2015: 41-54) (Qllé Sesé, 2016: cap. VI) . 
Entre ellos cabe mencionar a los siguientes jefes de Estado o jefes de 
Gobierno: Laurent Kabila de la RDC (en Bélgica, 1998), Hassan " de 
Marruecos (en España, 1998), Fidel Castro de Cuba (en España, 1999 
y 2007), Hissáne Habré de Senegal (en Senegal, 2000; y en Bélgi­
ca, 2005), Ariel Sharon de Israel (en Bélgica, 2001), Saddam Hussein 
de Iraq (en Bélgica 2001), Muammar Gaddafli de Libia (en Francia 
2001), George Bush de EEUU (en Bélgica, 2002), Hugo Chávez de 
Venezuela (en España, 2003), jiang Zemin de China (en Argentina, 
2006; y en España, 2003) y Paul Kagame de Ruanda (en España, 
2008), (Carnero Rojo, 2015: 41-54) (Qllé Sesé, 2016: cap. VI) (Pa­
nakova, 2011: 49 et seq.) (Roth Arriaza, 2005). 

Sin embargo, la mayoría de estas querellas fueron rechazadas, 
siendo un argumento central en este sentido la inmunidad personal 
y funcional de los jefes de Estado, jefes de Gobierno y Ministros de 
Asuntos Exteriores, que abordaremos en detalle en el capítulo III. De 
los casos mencionados, sólo los relativos a Augusto Pinochet, Hissene 
Habré y, en menor medida a jiang Zemin, han permitido la conti­
nuación en el tiempo de las actuaciones penales (Panakova, 2011: 
49 et seq.) (Pérez Cepeda, 2015: 10 et seq.). Además, si bien en 2006 
se aprobó la Convención contra la Desaparición Forzada, que en su 

Para una traducción no official al inglés del texto de la Ley de 1993 con las en­
miendas introducidas en 1999, vid. Smis & Van der Borght (1999: 921-925). 
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artículo 5 recoge el principio de jurisdicción universal, lo cierto es 
que varias de las legislaciones nacionales que habían permitido una 
aplicación más prolija del principio de jurisdicción universal, como la 
belga y la española, fueron reformadas en 2003, 2009 y 2014, para 
limitar profundamente, cuando no eliminar, el alcance de su aplIca­
ción (Canero Rojo, 2015: 55 e(seq.) (Pérez Cepeda, 2015: 10 et seq.) 
(Panakova, 2011: 61-64). 

I1.14. REFLEXIONES FINALES: ¿DE DÓNDE 
VIENE Y HACIA DÓNDE SE DIRIGE EL DERECHO 

INTERNACIONAL PENAL? 

A pesar de que para autores como Leibman (1994: 705 et seq.) 
el DIP ha evolucionado de manera lineal a lo largo del siglo XX, 
el análisis realizado en este capítulo nos muestra una situación muy 
distinta conforme a la cual el DIP no ha tenido ni un desarrollo, ni 
una aplicación, progresiva constante. Por el contrario, se ha elabora­
do y aplicado na saltos" en momentos históricos muy concretos, en 
particular en los cinco años de postconflicto que siguieron a la Seg~~­
da Guerra Mundial (1945-1950), en la década dorada de la ,JUStiCIa 
internacional penal al término de la Guerra Fría (1992-2002) y en 
la década siguiente en la que se recogerían los frutos de esta última. 
Es desde esta perspectiva desde la que, en nuestra opinión, se han de 
abordar las dos preguntas objeto del presente capítulo: ¿de dónde 
viene el DIP? ¿ Hacia dónde se dirige? 

11.14.1. ¿De dónde viene el Derecho internacional penal? 

Antes de 1945, únicamente se vislumbran algunos antecedentes 
muy lejanos, que o bien no pudieron llevarse a cabo (como los pre­
vistos en los arts. 227 a 230 del Tratado de Versalles) o fueron poco 
menos que una farsa (como lo procesos por crímenes de guerra come­
tidos durante la Primera Guerra Mundial que tuvieron lugar ante el 
tribunal supremo a l~mán en Leipzig en la década de 1920). 

Fue;on los años del post-conflicto que siguieron a la Segunda Gue­
rra Mundial (1945-1950) los que establecieron los primeros cimien-
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tos de lo que hoy conocemos como DIP. En el ámbito legislativo se 
regularon por vía convencional el genocidio y los crímenes de guerra 
constitutivos de infracciones graves a los Convenios de Ginebra se 
elaboraron los principios llamados principios de Nuremberg y se ~re­
paración de los proyectos de código de delitos contra la paz y seguri­
dad de la humanidad y de estatuto de una jurisdicción internacional 
penal, todo ello en un contexto de desarrollo del DIH y de adopción 
de los fundamentos del moderno DIDH. 

En el ámbito de la aplicación jurisprudencial, el TMI Y el TMILO 
(establecidos a instancia de EEUU, cuya posición había dado un giro 
de ciento ochenta grados en relación con la mantenida dos décadas 
antes al final de la Primera Guerra Mundial), así como las comisio­
nes militares de las cuatro Potencias Aliadas que ocuparon Alemania 
desde 1945, envia~on el !nensaje de que quienes desde los resortes del 
poder recurren a una guerra de agresión contra ter¿~~os Estados y 

'1' «1 l ' ut! Izan la fuerza armada contra su propia población, no solo pierden 
la le!íitimidad ética y mor~ l necesaria para seguir dirigiendo sus res­
pectivas sOFiedades, sino que, debido al daño que han causado a la 
sociedad¡ internacional, incurren jurídicamente frente a la misma en • • • 
responsabilidad internacional individual de carácter penal. Sin em-
bargo, ~ l mismo tiempo, sus actuaciones d~jaban entrever que quienes 
Incurren en este tipo de delitos sólo serían sometidos a la acción de la 
justicia si actuaban por cuenta del bando derrotado .. 

I 

Con posteriori'dad al periodo 1945-1950 el mensaje de que "a la 
acción de la j\lsticia sólo se somete a quienes son previamente deno­
tados" se vería reforzado desde el ámbito de la aplicación del DIP, 
puesto que durante la Guerra Fría, sólo se persiguieron en el ámbito . , 
Interno a personas que habían actuado por cuenta de las Potencias 
venoidas en la Segunda Guerra Mundial (en cuarenta años fueron 
contadas las excepciones a esta tendencia, como el juicio de las Juntas 
Argentinas y el proceso por la matanza de My Lai). Todo ello a pesar 
de los 18 millones de muertos que trajo la Guerra Fría, y de los cientos 
de miles de asesinados (por no hablar de las víctimas de las práctioas 
sistemáticas de tortura) como consecuencia del desesperado intento 
de las Potencias coloniales europeas por evitar, por todos los medios 
posibles, el proceso de descolonización. 
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No obstante durante este periodo se observaron también impor-, -
tantes desarrollos legislativos en el ámbito del DIDH y del DIH, aSI 
como ciertos elementos evolutivos del DIP, como la adopción de la 
Convención sobre la imp~escriptibilidad de los crímenes de crímenes 
de guerra y de lesa humanidad (1968), la previsión de una jurisdicción 
internacional penal en la Convención contra el Apartheid (1973), la 
definición del crimen de agresión (1974) Y la extensión del principio 
de jurisdicción universal para las infracciones graves del PA 1 (1977) 
Y la tortura y otros tratos Y penas crueles, inhumanos y degradantes 
(1984). En su mayor parte, esta evolución legislativa tuvo lugar en el 
periodo 1961 y 1979, caracterizado por ser aquel en el que el enton­
ces creciente Movimiento de los Países No Alineados y del G-77 tuvO 
mayor peso específico en la sociedad internacional. 

II.14.2. El desarrollo sustantivo, institucional Y procesal del 
Derecho itlternacional penal en el periodo 1990-2010 

El rápido desmoronamiento de la URSS y del bloque soviético, 
unido al paulatino debilitamiento que el Movimiento de los Países 
No Alineados y el G-77 habían experimentado desde comienzos de 
la década de 1980, dieron paso a una década de dominio global de 
la única superpotencia que había sobrevivido la Guerra Fría, EEUU, 
y de sus aliados de la OTAN. Si bien es cierto que la mundialización 
de la economía desde los años 1970, Y la paulatina pérdida de poder 
del Estado-nación, relativizaron el alcance de dicho dominio (Hows­
baum, ,1992: 568); no se puede pasar por alto que la década dor~da 
de la justicia internacional tuVO lugar justamente durante estos anos 
(1992-2002). En la década siguiente se recogerían los frutos de este 

periodo. 
De esta manera, es entre 1990 Y 2010 cuando se construye, en 

gran medida, el edificio del DIP, tal y como lo conocemos en la 
actualidad. Para ello se reafirmó y desarrolló el régimen jurídico 
pre-existente, y se fortalecieron los mecanismos directos e indirectos 

de aplicación del DIP. 
En el ámbito sustantivo, como veremos en más detalle en el capí­

tulo Vil se reafirmó el régimen jurídico del genocidio, los crímenes 
de lesa humanidad y los crímenes de guerra, de manera que, además 



154 Héctor 0135010 Alonso 

de desarrollar su regulación convencional (en particular a través del 
ECPI), se consolidó la naturaleza consuetudinaria de sus distintos ele­
mentos, incluyendo: (i) la prohibición de que los Estados incurran en 
los mismos; (ii) la atribución a quienes cometen dichas conductas de 
responsabilidad internacional penal frente a la sociedad internacional 
en su conjunto; (iii) la obligación de los Estados de declarar y ejecutar 
dicha responsabilidad con respecto a los crímenes cometidos en su te­
rritorio o 'bajo su jurisdicción; y (iv) la imprescriptibilidad y prohibi­
ción de leyes d~ amnistía frente a dicha responsabilidad internacional 
penal. Así misn'\o, varios de estos elementos, adquirieron rango de ¡liS 

cogens. 

En cuanto al fortalecimiento de los mecanismos de aplicación del 
DIP, se crearon tres tribunales internacionales penales, incluyendo 
una jurisdicción internacional penal de carácter permanente, y hasta 
siete tribunales híbridos (si bien los dos últimos se establecieron con 
posterioridad a 2012). Así mismo, se reafirmaron las obligaciones de 
los Estados de investigar, enjuiciar y sancionar penalmente los críme­
nes de ¡liS cogeus cometidos en su territorio o bajo su jurisdicción, 
y en determinados supuestos de recurrir al principio de jurisdicción 
universal para perseguirlos penalmente. 

De esta manera, los tribunales internacionales penales y los tribu­
nales híbridos desarrollaron, por primera vez en la historia, actua­
ciones de manera continuada durante un periodo prolongado (dos 
décadas), en contraposición al único proceso que pudieron llevar a 
cabo el TMI y el TMILO. Consecuencia de 10 anterior fue la investi­
gación y enjuiciamiento de varios de los más altos representantes de 
los Estados en su condición de máximos responsables, incluyendo los 
siguientes Jefes de Estado y Jefes de Gobierno: Jean Kambanda en 
el TIPR, Slobodan Milosevic en el T1PY, Charles Taylor en la CESL, 
Khieu Samphan en las SETC, Hissene Habré en las SEA y Omar Al 
Bashir, Muammar Gaddafi, Said Al-Islam Gaddafi, Laurent Gbagbo 
y Urumu Kenyatta en la CPI (aunque el juicio oral contra este último 
fue finalmente suspendido). 

Así mismo, las jurisdicciones nacionales de los Estados territoria­
les han investigado y enjuiciado miles de casos relativos a crímenes 
de ¡liS cogens, como 10 muestran los casos de Argentina, Colombia, 
Bosnia-Herzegovina y Ruanda, que ni mucho menos resultan exhaus-
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ti vos de las actuaciones penales llevadas a cabo en el ámbito interno 
desde 1990. Las mismas se han dirigido también en ocasiones contra 
los máximos responsables como 10 muestran las actuaciones adelan­
tadas en América Latina contra los siguientes Jefes de Estado: Au­
gusto Pinochet (Chile, 2000-2006),Juan María Bordaberry (Uruguay, 
2007-2011), Alberto Fujimori (Perú, 2007 -2010) y Efraín Ríos Montt 
(Guatemala, 2012-2015). Esto ha provocado que las propias Nacio­
nes Unidas decidieran establecer organismos especializados de inves­
tigación para incrementar la cápacidad de actuación de las Fiscalías 
nacionales, como fue el caso de la Comisión Internacional contra la 
Impunidad en Guatemala (2007)193. 

Las actuaciones que los Estados territoriales han desarrollado en el 
ámbito interno, se han visto completadas por aquellas que han tenido 
lugar en aplicación del principio de jurisdicción universal, particular­
mente en el periodo 1998-2008, 10 que permitió la pres~ntación de 
decenas de querellas en tribunales nacionales extranjeros contra los 
más altos representantes de los Estados por genocidio, crímnes de lesa 
humanidad y crímenes de guerra (Carnero Rojo, 2015: 41-54) (Ollé 
Sesé, 2016: cap. VI). 

Finalmente, resulta particularmente relevante de este periodo que, 
a diferencia de las actuaciones desarrolladas tras la Segunda Guerra 
Mundial y durante la Guerra Fría, que se centraron exclusivamente 
en quienes actuaron por cuenta de las Potencias derrotadas, algunos 
de los procesos penales llevados a cabo entre 1990 y 2010 han tenido 
una connotación muy distinta. Este ha sido, en particular, el caso de la 
CESL, que ha juzgado a los principales dirigentes vivos de las tres par­
tes involucradas en el conflicto armado en Sierra Leona (RUF, CDF y 
AFCU) y de los procesos penales desarrollados en Colombia, particu­
larmente aquellos dirigidos contra miembros de las fuerzas armadas y 
la policía, y aquellos otros ligados a la para política, que han afectado 
a decenas de congresistas, senadores y gobernadores pertenecientes a 
partidos que apoyaban al gobierno de turno. 

193 La Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala fue creada por 
acuerdo firmado por el SGNU con el Gobierno de Guatemala el12 de diciembre 
de 2006. El acuerdo fue ratificado por el Congreso de Guatemala el 1 de agosto 
de 2007 y entró en vigor el 4 de septiembre de este mismo año. 
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Sin embargo, al mismo tiempo, la época dorada de la justicia in­
ternacional penal ha mostrado también sus nota bies limitaciones. En 
primer lugar, los dos tribunales internacionales penales ad hoc, y la 
CPI como jurisdicción internacional penal con carácter permanente, 
sólo pudieron desarrollar en veinte años unos 250 casos contra auto­
res materiales, mandos medios y máximos responsables. 

En segundo lugar, los resultados presentados por los tribunales hí­
bridos son muy dispares, llegando en quince años a un centenar de ca­
sos entre todos ellos, incluyendo autores materiales, mandos medios y 
dirigentes de los respectivos Estados o grupos armados organizados. 
En consecuencia, los casos investigados y enjuiciados por el conjunto 
de tribunales internacionales penales y tribunales híbridos creados en­
tre 1990 y 2010 apenas llegan a los 350, lo que es superado con creces 
por cualquiera de las jurisdicciones nacionales (p. ej. Argentina, Bos­
nia-Herzegovina, Colombia o Ruanda) en las que durante ese mismo 
periodo de tiempo se han desarrollado con cierta continuidad proce­
sos por genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra 

En tercer lugar, incluso en aquellas jurisdicciones nacionales en las 
que se han llevado a cabo un número mayor de procesos por crímenes 
de ¡US cogells, el ejercicio de la acción penal alcanza como mucho al 
1 % de los posibles responsables. Además, la mayoría de las querellas 
presentadas contra los máximos responsables conforme al principio 
de jurisdicción universal han sido rechazadas (Panakova, 2011: 49 et 
seq.) (Pérez Cepeda 2015: 10 et seq.). De esta manera, en el mejor de 
los casos, el 99% de los presuntos responsables ha permanecido en la 
impunidad. La suma de las actuaciones realizadas por los tribunales 
internacionales penales y los tribunales híbridos no altera, como he­
mos visto, esta conclusión. , 

En cuarto lugar, ni en el ámbito internacional, ni el ámbito nacio­
nal se ha aplicado de manera constante criterios claros de política 
criminal para determinar qué delitos y qué tipo de presuntos respon­
sables han de ser objeto, de manera prioritaria, de las investigaciones 
y enjuiciamientos. Por el contrario, mientras que la CPI, la CESL y las 
SETC han centrado desde el inicio sus actuaciones en aquellos diri­
gentes considerados como máximos responsables, el TIPY y el TIPR 
sólo hizo lo propio a partir de 2004, y los demás tribunales híbridos, 
así como las distintas jurisdicciones nacionales (Colombia es, en cier-
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to sentido, una excepción debido a las políticas de priorización de 
casos que se han adoptado en los últimos años), han ejercido la acción 
penal contra todo tipo de personas responsables (autores materiales, 
mandos medios y dirigentes). 

Si a esto se une que en cualquiera de las situaciones analizadas 
el número de personas efectivamente juzgadas por crímenes de ¡us 
cogells apenas llega al1 % de los presuntos responsables (incluso aun 
cuando se suman las actuaciones realizadas en los ámbitos nacional 
e internacional, como es el caso de Bosnia y Herzegovina y el TIPY, 
o Ruanda y el TIPR), Y a que no son pocos los tribunales internacio­
nales penales, tribunales híbridos y jurisdicciones nacionales que han 
tratado de manera ciertamente desigual los crímenes de ¡us cogens co­
metidos por las distintas partes en conflicto (e incluso como en el caso 
de Ruanda y el TIPR han evitado conocer completamente de los deli­
tos cometidos por alguna de las partes -Haskell y Waldorf (2011:50), 
Del Ponte (2008: 179,234-235) Y Clark (2014: 187) subrayan que 
los crímenes cometidos por miembros del Frente Patriótico Ruandés 
contra cientos de miles de víctimas han permanecido en la impunidad 
desde 1994-, no puede sorprender que se hayan generado una serie 
de percepciones en relación con la aplicación del DIP que van desde el 
utilitarismo político, hasta el pragmatismo (se juzga a aquellos cuya 
custodia se puede obtener), pasando por la mera arbitrariedad en el 
ejercicio de la acción penal. 

Il.14.3. ¿Hacia dónde se dirige el Derecho internacional penal? 

Ante esta situación, no cabe sino afirmar que el DIP se encuentra 
ante una auténtica encrucijada, que sin duda se ve agravada por dos 
factores adicionales. Por un lado, la propuesta, que como vimos en el 
capítulo 1 cuenta cada día con mayor apoyo, de utilizar los mecanis­
mos propios del DIP para perseguir los delitos transnacionales, ante 
la ineficacia de los instrumentos propios del Derecho penal transna­
cional (Smith, 2008-2009:1111 et seq.) (Paulose, 2013: 66 et seq.). 
El Protocolo de Malabo (2014), que atribuye a la Corte Africana de 
Justicia y Derechos Humanos jurisdicción penal sobre toda una ba­
tería de delitos transnacionales (incluyendo, la corrupción, el lavado 
de dinero, el tráfico de personas, el tráfico de drogas, el tráfico de 
sustancias peligrosas o la explotación ilícita de recursos naturales), 
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además de sobre los crímenes de ius cogel1S, es un buen ejemplo de 
esta situación. 

Por otro lado, el hecho de que la segunda década del siglo XXI 
está presenciando una progresiva reducción en la aplicación del DIP, 
que se manifiesta en varios elementos. En primer lugar, la finalización 
de los trabajos del TIPY (tras el arresto de Radovan Karadzic, Ratko 
Mladic y Goran Hadzic) y del TIPR, y el establecimiento del Meca­
nismo Residual Internacional para los Tribunales Penales, no ha sido 
seguido de la creación por el CSNU de ningún otro tribunal interna­
cional penal. 

En segundo lugar, el establecimiento de tribunales híbridos tam­
bién se ha reducido significativamente, pues si entre 2002 y 2007 se 
crearon hasta cinco tribunales de esta naturaleza, entre 2008 y 2016 
apenas si se han creado dos: las SEA (2012) Y el TEK (2016). Además, 
los resultados presentados por los que permanecen abiertos, SETC y 
TEL, con apenas un caso concluido en una década, y apenas un puña­
do de casos pendientes, no son particularmente halagüeños. 

En tercer lugar, desde 2007 las Naciones Unidas no han vuelro 
a establecer un mecanismo de investigación de las características 
de la Comisión contra la Impunidad en Guatemala, que se dirija a 
reforzar las capacidades de las Fiscalías nacionales de los Estados 
territoriales. 

En cuarto lugar, el principio de jurisdicción universal se encuen­
tra en franco retroceso como consecuencia de la gran cantidad de 
querellas que han sido rechazadas y las modificaciones introduci­
das en las legislaciones nacionales de aquellas jurisdicciones donde, 
como en los casos de Bélgica y España, ha sido utilizado de manear 
más activa. 

Finalmente, mención especial merece el hecho de que las compli­
cadas condiciones en que la CPI ha desarrollado su actividad desde 
su inicio no han ido disminuyendo, sino que en el periodo 2010-2016 
se han visto reforzadas por varias circunstancias adversas adicionales, 
entre las se encuentran: (i) la drástica reducción entre 2012 y 2016 
en el número de Estados que se han convertido anualmente en Esta­
dos parte del ECPI (pasando de 6 entre 2002 y 2011 a 1 a partir de 
2012); (ii) la pérdida de apoyo y cooperación de algunos países afri­
canos como consecuencia del casi exclusivo enfoque en Africa de las 
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investigaciones y órdenes de arresto y comparecencia emitidas hasta 
la fecha, incluyendo las dictadas contra los Jefes de Estado en ejerci­
cio Ornar al Bashir y Urumu Kenyatta (lo que ha llevado a Sudáfrica 
y Burundi a iniciar el proceso de denuncia del ECPI en octubre de 
2016); Y (iii) la retirada por Rusia el16 de noviembre de 2016 de su 
firma del ECPI tras la apertura de la investigación en la situación en 
Georgia, y la consideración preliminar por la Fiscalía de la CPI de la 
situación en Crimea como una situación de ocupación generadora de 
un conflicto armado internacional entre Rusia y Ucrania. 

A esto es necesario unir otra serie de circunstancias que tampoco 
parecen ser favorables a la CPI en el medio plazo, incluyendo: (i) la 
ausencia de un apoyo decidido de EEUU, quien ha sido el principal 
motor de todos y cada uno de los tribunales internacionales penales 
(TMI, TMlLO, TIPY y TIPR), y de seis de los siete tribunales híbri­
dos (Salas Especiales de Crímenes Graves de Timor Oriental, Salas de 
la Regla 64 de Kósovo, CESL, SETC, TEL y TEK) creados hasta la 
fecha; (ii) la desvinculación de la CPI de China, India, Israel, Corea 
del Norte, Paquistán y Rusia (seis de las nueve potencias nucleares 
existentes junto con EEUU, Reino Unido y Francia); (iii) el creciente 
posicionamiento de China en la economía global y el resurgimiento 
político-militar de Rusia< a raíz de los conflictos en Ucrania del Este y 
Siria; (iv) la pérdida de P9sicionamiento geoestratégico global de la 
U,nión Europea (a la que ¡pertenecen, además del Estad9 sede, los prin­
cipales contribuyentes al presupuesto de la CPI al margen ,de Japón) 
como consecuencia de la crisis económica sufrida desde 2008 y la 
crisis política manifestada en la previsible salida del Reino Unido de 
la Unión; y (v) el creciente escepticismo en algunos países de América 
Latina hacia la CPI, como lo muestran los casos de Colombia, México 
y Venezuela. 

En este contexto en el que los mecanismo directos e indirectos de 
aplicación del DIP se están viendo paulatinamente limitados, y ante la 
ausencia de criterios por parte de los mismos para determinar qué de­
litos y qué tipo de presuntos responsables han de ser objeto, de manera 
prioritaria, de sus investigaciones y enjuiciamientos, una buena parte 
de la doctrina (Ambos, 2013a; Cryer, 2005: 191; Damarska, 2008: 
329-331; Drumbl, 2005: 173; Duff, 2008: 85-100; 'Stahn, 2012: 251; 
Eiroa; 2009) opta, como veremos en mayor detalle en el capítulo IV, 
por situar como fin central del DI\l la prevención general positiva, 
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consistente en la transmisión del mensaje de que no se tolerará la im­
punidad de los máximos responsables de genocidio, crímenes de lesa 
humanidad y crímenes de guerra, lo que, en su opinión, se ve reflejado 
en particular en el énfasis que los documentos de política criminal de 
la Fiscalía de la CPI (2003; 2006; 2007; 2010; 2013a; 2016a; 2016b), 
las resoluciones 1503 (2003) Y 1534 (2004) del CSNU con respecto 
a las a tuaciones del TIPY y el TIPR y los arts. 1 de los estatutos de 
la CESL y las SETC, han puesto en la investigación, enjuiciamiento y 
sanción penal de aquel grupo de dirigentes que conforman la catego­
ría de los "máximos responsables". 

Sin'embargo, esta aproximación no resulta ni mucho menos pací­
fica, como lo manifiestan autores como Zolo (2007), Margalit (2010) 
(Peskin, 2008: 170-186) y Vilmer (2011) al mostrar su más profunda 
preocupación con respecto a la misma, dada la vulnerabilidad de los 
tribunales internacionales penales y tribunales híbridos a la instru­
mentalización política por los Estados más influyentes de la sociedad 
internacional. 

En este sentido, conviene tener presente que, como hemos visto, 
EEUU, junto con alguno de sus aliados más cercanos como Francia 
y Reino Unido, han sido la fuerza motriz tras el establecimiento del 
TIM y del TIMFE al final de la Segunda Guerra Mundial, como tam­
bién lo han sido en la creación del TIPY, el TIPR y de la gran may¿ría , 
de los tribunales híbridos creados desde el año 2000 (Salas Especiales , 
para Crímenes Serios en Timor Oriental, Salas de la Norma 64 en 
Kósovo, CESL, SETC, TEL y TEK). Esto unido al carácter unidirec­
cional de las actuaciones del TIM y del TIMLO, y a las percepciones 
de utilitarismo político, pragmatismo y/o arbitrariedad que, como he­
mos mencionado, ha venido, en buena medida, creando la aplicación 
del DIP desde i990, sustentan las reticencias expresadas por Zolo 
(2007), máxime cuando el periodo 1990-2010 se ha caracterizado 
por una primacía político-militar de EEUU y sus aliados de la OTAN 
(cuyo alcance sin embargo es matizado por Howsbaum, 1992: 568). 

A ello hay que añadir la dependencia endémica que los tribunales 
internacionales penales y los tribunales híbridos parecen tener de la 
cooperación de los Estados para poder desarrollar sus (unciones, lo 
que ha sido detalladamente expuesto por Peskin, (2008: 170-186), así 
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como por Margalit (2010) y Vilmer (2011) con base en la información 
aportada por la ex Fiscal del TIPY Y del TIPR, Carla del Ponte (2008). 

La CPI no acaba, sin embargo, de encajar completamente en 
la visión de la justicia internacional penal presentada por estos 
autores, dada la hostilidad inicial de EEUU hacia la misma, que, 
a pesar de haberse atenuado, no se ha llegado nunca a convertir 
en un apoyo decidido. Esto ayuda, sin duda, a explicar las difíciles 
condiciones en las que la CPI ha operado desde el inicio de sus 
actuaciones en 2002. 

Así mismo, estos autores no parecen tener tampoco en cuenta que, 
como hemos visto, el alto riesgo de instrumentalización política de las 
actuaciones penales contra los máximos responsables por crímenes 
de ¡l/S cogens, existe también en el ámbito de las jurisdicciones nacio­
nales, como lo muestran el carácter unidireccional de la gran mayo­
ría de procesos penales por genocidio, crímenes de lesa humanidad y 
crímenes de guerra desarrollados entre 1945 y 1989 (no se conocen 
actuaciones penales por delitos cometidos por quienes actuaron por 
cuenta de las Potencias vencedoras de la Segunda Guerra Mundial), 
o de las actuaciones penales llevadas a cabo en algunas jurisdicciones 
nacionales a partir de 1990 como hemos visto ha sucedido en el caso 
de Ruanda (Haskell & Waldorf, 2011:50) (Clark, 2014: 187). Por 
lo tanto, los riesgos de instrumentalización política apuntados por 
Zolo, Margalit y Vilmer con respecto a los tribunales internacionales 
penales y a los tribunales híbridos, no son sólo un problema exclu­
sivo de los mismos, sino que se extiende también a las jurisdicciones 
nacionales. 

Para concluir estas reflexiones es necesario hacer referencia a las 
críticas realizadas desde el ámbito de la JT contra la adopción de la 
prevención general positiva como fin principal de un DIP centrado en 
afirmar que no se tolerará la impunidad de los máximos responsables 
de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra. Si 
bien en los capítul'os 5 a 7 las desarrollaremos con más detalle, es 
necesario _apuntar desde este momento como autores como Branch 
(2011: 122-134), Guembe & Olea (2006) e incluso el propio primer 
Fiscal de la CPI, Luis Moreno Ocampo (2005), subrayan, con base en 
los procesos de paz desarrollados en los últimos años en Colombia y 
Uganda, las dificultades para concluir con éxito las negociaciones de 
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paz entre actores armados que no han sido derrotados militarmente, 
si lo que espera a sus dirigentes es su enjuiciamiento y castigo penal 
por los crímenes de ¡liS cogel1s que han cometido a través de sus su­
bordinados. 

Dicho en otras palabras, para estos autores, el fin principal del 
DIP no puede ser la prevención general positiva dirigida hacia los 
máximos responsables, puesto que la persecución penal de estos úl­
timos sólo podría ser llevada a cabo sin perjudicar los procesos de 
paz, cuando éstos procesos no son ya necesarios porque alguna de las 
partes en conflicto ha sido vencida militarmente, tal y como ocurrió 
durante la Segunda Guerra Mundial. Por lo tanto, sin el triunfo de las 
armas no cabría la aplicación del DIP a los máximos responsables, y 
siempre circunscrita a los pertenecientes a la parte derrotada. 

Además, esta situación no se limitaría a los casos de conflicto ar­
mado, sino que sería igualmente aplicable a todas aquellas situaciones 
en que desde el poder político se cometen crímenes de ¡l/S cogells, 
puesto que toda salida negociada del poder se vería truncada ante la 
posibilidad de verse sometido a la aplicación del DIP. En consecuen­
cia, solamente la previa derrota militar y/o política permitiría dicha 
aplicación, con independencia de que esta se realizase por tribunales 
nacionales, internacionales o híbridos. 

Pero ¿no significaría esto que la declaración y ejecución de la res­
ponsabilidad de los máximos responsables por crímenes de ¡l/S cogells 
es solamente consecuencia de haber sido derrotados en las confron­
taciones miliares y/o políticas de las que han sido parte? Además, ¿no 
supondría que en última instancia la aplicación del DIP a dichos diri­
gentes sería llevada a cabo por tribunales nacionales, internacionales 
o híbridos cuya fuerza motriz estaría constituida por los adversarios 
que los han previamente derrotado? 

Estas preguntas han de ser sin duda objeto de profunda reflexión 
en la actual encrucijada en la que se encuentra un DIP que -además 
de comenzar a vislumbrar en el periodo 1990-2010 las primeras ins­
tancias a nivel nacional e internacional de su aplicación a quienes han 
actuado por cuenta de Estados o grupos armados que han vencido en 
las confrontaciones militares y/o políticas en las que han participado­
se resiste a renunciar, a pesar de las graves limitaciones a su aplica­
ción práctica manifestadas durante ese mismo periodo, a su premisa 

Capítulo 11. La encrucijada del derecho internacional penal... 163 

fundacional consistente en que quienes desde los resortes del poder 
recurren a una guerra de agresión contra terceros Estados, y utilizan 
la fuerza armada contra su propia población, no solo pierden la legi­
timidad ética y moral necesaria para seguir dirigiendo sus respectivas 
sociedades, sino que, debido al daño que han causado a la sociedad 
internacional, incurren jurídicamente frente a ella en responsabilidad 
internacional individual de carácter penal. La decidida apuesta que 
autores como Ambos (2013a), Cryer (2005: 191), Damarska (2008: 
329-331), Drumbl (2005: 173), Duff (2008: 85-100), Stalm (2012: 
251) e Eiroa (2009) realizan por la prevención general positiva ha­
cia los máximos responsables como fin central del DIP son la mejor 
muestra de esta resistencia. 


